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INTRODUCCIÓN 
 
Desde todas las ideologías del espectro político, la descentralización viene siendo 
considerada como un conjunto de instituciones que promueve la democracia participativa y la 
eficiencia del Estado. Particularmente en Latinoamérica, la descentralización ha sido vista desde 
diferentes perspectivas teóricas como un mecanismo de participación ciudadana, modernización 
del Estado, eficiencia administrativa y también como una medida de reforma que genera 
tensiones de poder entre los niveles gubernamentales que conforman el Estado. 
 
Principalmente, la descentralización como problema político administrativo del Estado, 
ha sido abordada desde la perspectiva de los estados nación, dejando de lado una de sus aristas 
más recientes: el problema de la descentralización en las grandes ciudades de las sociedades 
contemporáneas. Las causas que han dado origen a la descentralización como problema en el 
ámbito nacional se han venido trasladando en formas similares al ámbito local, específicamente 
en la administración y gobierno de las grandes ciudades, sin que se haya profundizado en este 
problema de política. 
 
En consideración a lo anterior y como forma de responder a la necesidad de abordar el 
problema de la descentralización en las grandes ciudades contemporáneas, este trabajo se ocupa 
de investigar la descentralización de la capital colombiana en sus últimas cuatro 
administraciones, centrando su análisis en los dos niveles de gobierno de Bogotá: el central y el 
local. 
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En el primer capítulo, se realiza una exposición teórica del problema de la 
descentralización como objeto de estudio y se identifican distintos enfoques teóricos que se han 
encargado de su estudio, centrándose en la teoría secuencial de la descentralización. Esta última, 
aborda el problema de la descentralización desde un enfoque multidimensional  que la concibe 
como parte del proceso de reforma del Estado compuesto por un conjunto de políticas públicas 
que transfieren responsabilidades, recursos o autoridad, desde los niveles de gobierno más altos a 
los más bajos. Las bases y los elementos centrales de la teoría secuencial de la descentralización, 
perfilarán la forma como se abordará el estudio del caso de descentralización en Bogotá, a partir 
un ejercicio de extrapolación de los elementos de análisis de la teoría secuencial de la 
descentralización hacia los procesos de transferencia de responsabilidades, recursos y autoridad. 
 
El segundo capítulo describe el proceso descentralizador en América Latina, Colombia y 
Bogotá. En este último caso particular, se realiza un análisis del proceso descentralizador de las 
últimas cuatro administraciones del Distrito Capital, tomando como base los planes de desarrollo 
distrital, sus políticas y las asignaciones presupuestales relacionadas con medidas 
descentralizadoras hacia las localidades. 
 
En el tercer capítulo de este trabajo,  se concreta el ejercicio de extrapolar cada uno de los 
elementos de la teoría secuencial de la descentralización a las particularidades de la ciudad de 
Bogotá D.C. Así, se hará un análisis de los tipos de descentralización que ha experimentado el 
Distrito Capital, determinando los actores clave, sus preferencias y los intereses que se ven 
involucrados en el proceso . Finalmente, se determinan las secuencias que pueden observarse en 
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los últimos 14 años, para discernir los efectos de las medidas de descentralización sobre la 
autonomía de las localidades en relación a la Alcaldía Mayor. 
 
Inspirado en la teoría secuencial y acotados para el caso de Bogotá D.C., este trabajo 
propone un conjunto de indicadores de los tipos teóricos de la descentralización administrativa, 
fiscal y política, para poder finalmente mostrar algunas conclusiones en torno al proceso de 
descentralización, desconcentración y delegación de competencias en la ciudad. 
 
El resultado final de este trabajo de investigación pretende dar respuesta del grado de 
autonomía que tienen las localidades con relación al nivel superior de gobierno, en concordancia 
con los objetivos de la teoría secuencial de la descentralización de la profesora Tulia Falleti. 
 
Como resultado adicional, este trabajo espera contribuir  al análisis de la 
descentralización en Bogotá y en las ciudades partiendo del caso de estudio y de los indicadores 
de medición de los tipos de descentralización administrativa, política y fiscal, los cuales además 
podrían dar razón acerca de la efectividad de las medidas de descentralización que pueden 
emprenderse a futuro, a razón del potencial crecimiento del número de ciudades de varios 
millones de habitantes en Colombia y Latinoamérica. 
  
1 
 
PROPÓSITO DE ESTE TRABAJO 
 
Como problema de investigación, este trabajo pretende abordar la pregunta acerca de qué 
tan eficaces han resultado las medidas de descentralización política, administrativa y fiscal en el 
Distrito Capital de Bogotá, en relación al grado de autonomía que se ha transferido entre el nivel 
central (Alcalde Mayor de la ciudad y secretarios de despacho) hacia el nivel local (las alcaldías 
locales). Todo esto sin pretender evaluar la pertinencia o no de las medidas y/o de realizar una 
defensa acerca de la necesidad de descentralizar el gobierno de la ciudad. Partiendo del problema 
central de transferencia de autonomía en la descentralización, y tal como en el marco teórico 
principal de este trabajo de investigación, el foco será el análisis del grado de autonomía de las 
alcaldías locales respecto del nivel central en torno al resultado de las medidas de 
descentralización.  
 
Como punto de partida y como hipótesis principal, este trabajo de investigación busca dar 
explicación acerca del por qué las medidas de descentralización adelantadas en Bogotá DC, han 
tenido un resultado moderado en la transferencia de autonomía administrativa y fiscal, y casi 
nulo en la transferencia de autonomía política del nivel central hacia el nivel local. 
 
Como se podrá observar en el caso particular de Bogotá, la explicación de esta situación 
se debe a las constantes medidas de descentralización, desconcentración o delegación, que en 
distintos momentos han podido ser objeto de reversión o re-centralización y que ha 
experimentado la ciudad desde 2001 hasta 2015 e incluso hasta la actualidad; en determinados 
momentos se ha otorgado un mayor grado de autonomía a las localiddes, para posteriormente 
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hacer compensaciones entre los niveles de gobierno y reversar o matizar las medidas, lo cual 
tiene un efecto moderado sobre la autonomía de las localidades.  
 
Así mismo, los resultados que arroja el trabajo, permitirán mostrar cómo el caso bogotano 
es sui generis, puesto que si bien Bogotá cuenta con un marco definido para profundizar en un 
proceso de descentralización al interior de la ciudad y todos los planes de desarrollo distrital 
hacen hincapié en la importancia del proceso descentralizador, unos más que otros, lo que ha 
sucedido principalmente  es la profundización de medidas de desconcentración y delegación de 
funciones, y en menor medida la generación de un campo de autonomía relativa de las 
localidades frente al nivel central. 
 
Este trabajo utilizará como principal referente teórico, la teoría secuencial de la 
descentralización de la profesora argentina Tulia Falleti (2006; 2010), como base para realizar 
una extrapolación teórica que permita dar explicación de lo acontecido en el proceso 
descentralizador de la ciudad de Bogotá DC. Para lograr este cometido resultará necesario 
realizar una reformulación del alcance de algunos conceptos básicos de la teoría secuencial para 
ser aplicados al proceso de descentralización de Bogotá. 
 
Los indicadores que se formularán y se utilizarán en el trabajo de campo de esta 
investigación, darán razón acerca del resultado de las medidas aplicadas en Bogotá sobre el 
grado de autonomía de las localidades y permitirán explicar cómo en la ciudad, ha primado 
secuencias de descentralización de tipo administrativas, fiscales y políticas en este mismo orden 
de jerarquía. 
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Así pues, la contribución que realiza este estudio radica en que centra su análisis en el 
problema de la descentralización al interior de una ciudad o a nivel intraterritorial1, pues 
tradicionalmente el problema de la descentralización ha sido abordado desde el Estado como 
unidad de análisis y cómo este descentraliza, delegada o desconcentra sus funciones, mas no al  
interior de las ciudades.   
 
 
                                                             
1 El término INTRATERRITORIAL ha sido usado por la profesora Botero en su obra “Bogotá y la descentralización 
intraterritorial: crónica de una historia inconclusa”, para referirse a la descentralización de Bogotá hacia sus 
localidades (Botero, 2010). 
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CAPÍTULO 1 
ENFOQUES DE TEÓRICOS DE LA DESCENTRALIZACIÓN 
 
La descentralización se ha impuesto como fenómeno político y económico en la mayoría 
de países del mundo sin que América Latina sea la excepción. Sus promotores se encuentran en 
distintas vertientes ideológicas, la descentralización cuenta con adeptos con pensamiento de 
izquierda y también de derecha, líderes democráticos y autoritarios, formuladores de políticas 
públicas financieras, educación u otros sectores, instituciones financieras internacionales, 
organizaciones no gubernamentales, instituciones multilaterales, etc. Todos han sido, a su modo, 
promotores de la descentralización en los últimos treinta años, por lo que puede argumentarse 
con facilidad que se trata de un proceso de reforma paradigmático del Estado, más que una 
plataforma política particular con un corto horizonte temporal. 
 
Este fenómeno, dependiendo el enfoque teórico desde donde se mire, se ha entendido 
como un medio para alcanzar diversos objetivos: profundizar principios democráticos,  buscar 
eficiencia en el desarrollo económico y en la administración pública o incluso lograr la 
estabilización de un sistema político. El presente capítulo abordará brevemente los enfoques 
teóricos desde los cuales se ha estudiado la descentralización en la región, lo que nos permitirá 
tener un panorama teórico general de  la descentralización; realizará algunas precisiones 
conceptuales importantes  sobre este fenómeno,  para luego abordar en concreto la teoría de la 
profesora Tulia Falletti como marco teórico específico sobre el cual se desarrollará este trabajo.  
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1.1 Estudios sobre Descentralización y sus Críticas. 
 
El profesor Montecinos en un ejercicio por sistematizar los enfoques teóricos sobre 
descentralización, ofrece la clasificación que se procede a exponer (Montecinos, 2005), 
partiremos de esta propuesta para presentar una descripción general de cada uno de los enfoques 
y algunas de las críticas que cada uno de estos ha tenido. 
 
El enfoque económico identifica la descentralización principalmente con la realización de 
dos supuestos: (i) la participación de los gobiernos locales de las finanzas nacionales y (ii) el 
medio a través del cual los territorios fortalecen su desarrollo económico. Así cuando hablamos 
del primer supuesto nos estamos refiriendo al enfoque económico desde una óptica del 
federalismo fiscal y en el segundo caso del enfoque del regionalismo.  
 
Desde la teoría económica, Charles Tiebout (1956), argumenta que la descentralización 
fiscal mejora la asignación de recursos a través del mejor conocimiento de las preferencias 
locales entre las jurisdicciones federales (Falleti, 2010), lo cual a su vez mejora sustancialmente 
el proceso de toma de decisiones bajo criterios de efectividad y eficiencia.  Así mismo, Oates 
(1977) propone el teorema de la descentralización mediante el cual es posible, establecer las 
zonas geográficas en las que se deben descentralizar la provisión de los servicios y bienes 
públicos, basándose en la determinación de los costos que deben ser internalizados por la mínima 
región o territorio posible; así pues, solamente puede descentralizarse aquello que puede ser 
pagado por la mínima extensión territorial. Esta postura lleva implícito el supuesto que entre más 
pequeño sea el territorio, los servicios y bienes públicos son de mejor calidad (Oates, 1977). 
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El enfoque sociológico, parte del supuesto que los procesos de descentralización facilitan 
el acercamiento de los ciudadanos al aparato estatal y en esa medida promueve la participación 
social como acción colectiva con capacidad o poder de influencia en las decisiones que les 
conciernen. 
 
Según García- Guardilla (citado en Montecinos, 2005) se identifica la descentralización 
con la participación de los actores sociopolíticos locales en la agenda de decisión pública, los 
cuales se desarrollan en dos orbitas: (i) como medios de fortalecimiento democrático de la 
sociedad civil y (ii) como mecanismos de asignación  y provisión de bienes  y de control para la 
gestión más eficiente del Estado. En teorías sobre la democracia participativa, la 
descentralización aparece como elemento necesario para mejorar la democracia, acercando a los 
ciudadanos con los gobiernos locales y regionales. Este argumento puede rastrearse desde Alexis 
de Toquecville (1835-1840) quien veía en las pequeñas comunidades de Norteamérica, las raíces 
de la democracia (Falleti, 2010, pág. 5). 
 
El enfoque de la nueva gestión pública, en lo que corresponde al caso latinoamericano, 
entiende a la descentralización como parte de un macro proceso de reforma del Estado. 
Específicamente Dora Orlanski, afirma que la descentralización es una de las propuestas de 
reforma, junto con la privatización y reducción del aparato estatal (Orlanski, 1998). La nueva 
gestión pública mira entonces a la descentralización como una herramienta de administración 
pública para lograr eficiencia y calidad en los servicios que presta el Estado. 
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El enfoque politológico se concentra, a diferencia de los demás, en determinar las causas 
del fenómeno descentralizador. Es así como Rojas (citado en Montecinos, 2005) señala que el 
contexto político ha determinado en gran medida el desarrollo de la descentralización y agrega 
que, salvo en países como Argentina y Chile, en la mayoría de países latinoamericanos han sido  
fuerzas de naturaleza política las que han dado origen a la descentralización2. Aunque aclara el 
mismo autor que el fenómeno no ha sido tan profundo como se esperaba, pues la debilidad de los 
partidos políticos y el predominio del presidencialismo en la región ha permitido que el poder 
central siga teniendo una fuerte influencia y control sobre los procesos de descentralización.   
 
Finalmente, el enfoque de los organismos internacionales considera a la 
descentralización como un principio orientador del diseño de política pública en Latinoamérica 
para la segunda mitad del siglo XX. Este enfoque tiene tres principios: (i) es el sustento 
ideológico para superar las formas centralistas en las que el estado de bienestar garantizaba los 
estándares sociales; (ii) como un propósito político que explica la viabilidad de los procesos de 
descentralización a partir de ciertas condiciones socio políticas y económicas; y finalmente (iii) 
como la praxis tecno-burocrática en virtud de la cual la descentralización permite la prestación 
de manera eficiente y más cercana al ciudadano. 
 
Sin embargo, es necesario hacer alusión a las críticas que ha tenido la descentralización 
desde sus distintos enfoques. Desde la visión económica se ha expresado que corresponde a un 
                                                             
2 “… las fuerzas que pudieron determinar la descentralización son de naturaleza fundamentalmente política: el 
regreso de la democracia en Brasil y Paraguay, los procesos de pacificación interna en Nicaragua, Colombia y 
Guatemala, la multiplicación de centros de poder en Venezuela y la reorganización de la sociedad civil en Bolivia 
son claros ejemplos de los orígenes de la descentralización en América Latina. La excepción viene dada por los 
casos de Argentina y Chile, en los cuales se observa que el proceso fue iniciado con la motivación de lograr mayor 
eficiencia en el uso del gasto público y para fortalecer las capacidades de gestión del Estado (Rojas, 
1999).”(Montecinos, 2005, pág. 80) 
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modelo empírico de los Estados Unidos que no se adecúa a las realidades institucionales de 
Latinoamérica (Bardhan citado en Montecinos, 2005). Así mismo, estudios como el de Perry 
(1999 citado en Montecinos, 2005), afirman que las transferencias fiscales a las regiones han 
generado problemas como la inestabilidad macroeconómica y contrario a lo pensando, no se han 
mejorado las ineficiencias en el gasto. 
 
Complementando esta crítica al enfoque económico encontramos a Willis, Garman y 
Haggard (1999) quienes desde la perspectiva sociológica encuentran que impulsar procesos de 
descentralización sin hacer coincidir estos con la capacidad de los gobiernos locales, genera 
situaciones altamente ineficientes que debilitan aún más los procesos democráticos locales, como 
lo veremos más adelante, esta crítica concuerda con las conclusiones de la profesora Falletti, en 
cuanto a afirmar que un proceso de transferencia de responsabilidades que no esté acompañado 
de recursos y capacidad administrativa, lejos de aumentar la autonomía de los gobiernos, locales 
la disminuye.  
 
Sobre el enfoque sociológico, es importante referenciar el trabajo crítico de Finot en el 
sentido de no encontrar evidencias que permitan concluir que en América Latina, la 
descentralización haya generado un incremento de la participación ciudadana (Finot, 1998). Para 
este autor, la descentralización debe llevarse a cabo en escenarios inclusive inferiores al 
municipio, que permitan que el Estado se acerque lo más posible al ciudadano (Finot 2001), 
como sería el caso de Bogotá, que interesa particularmente a este trabajo. 
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Dentro del enfoque de la nueva gestión pública, Prates (citado en Montecinos, 2005) 
demuestra que la descentralización no garantiza eficiencia y eficacia, pues las necesidades del 
Estado no pueden ser consideradas de manera fragmentada sino en su totalidad, por lo que 
atender necesidades traducidas en prestación de servicios de manera aislada, genera que las 
políticas públicas resulten ineficientes.  
 
Otra particular crítica de este enfoque expresa que los mismos argumentos con los que se 
defiende la descentralización, son válidos para defender el centralismo. Así cada forma en que se 
entiende la descentralización llevada a la práctica produce ciertos riesgos y problemas políticos 
que llevan a afirmar que, a pesar de las múltiples ventajas de la descentralización, ésta genera 
numerosos problemas de control e incentivos. Los argumentos de que la descentralización genera 
eficiencia, eficacia y mayor democracia en la formulación de políticas son cuestionados, ya que 
la experiencia de algunos países europeos señala que en algunos periodos las ventajas percibidas 
por la descentralización son las mismas identificadas en periodos previos para favorecer la 
centralización. 
  
En el enfoque politológico se encuentran igualmente argumentos críticos que reconocen 
la descentralización como una herramienta para fortalecer el caudillismo y los líderes políticos, 
que a la postre, traen como consecuencia ineficiencias o inclusive riesgos macroeconómicos 
(Nickson citado en Montecinos, 2005).  
 
Ilustrados de manera somera los enfoques teóricos, el resto del capítulo se concentrará en 
la descripción y metodología de la teoría secuencial de descentralización de Falletti, la cual 
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aborda en nuestro criterio, un enfoque politológico de descentralización pues la entiende desde 
una mixtura del institucionalismo histórico y la elección racional, centra su atención en cómo las 
secuencias de descentralización previas influyen sobre las futuras y cómo las síntesis que se 
producen en cada una, son producto de la interrelación entre intereses y preferencias,  realizando 
un análisis comparado para explicar las diferencias en los procesos de descentralización entre 
cuatro países latinoamericanos.  
 
Para ello, se busca hacer una síntesis de la teoría secuencial a partir del trabajo de la 
profesora Falleti,  tomando como base la publicación de su artículo “Una teoría secuencial de la 
descentralización: Argentina y Colombia en perspectiva comparada” de 2006 y de la ampliación 
de este trabajo con la publicación de su tesis doctoral “Decentralization and subnational politics 
in Latin America” en 2010. 
 
 
1.2 Enfoque multidimensional - Replanteamiento de un Supuesto Básico de las Teorías de 
la Descentralización: La Transferencia de Autonomía. 
 
La teoría secuencial de la descentralización es una propuesta que surge a partir del 
estudio de cuatro países de América Latina. La autora encuentra que las consecuencias de la 
descentralización para el balance de poder entre el gobierno nacional y los subnacionales, están 
fuertemente ligadas con los intereses e impulsos territoriales presentes en los orígenes de los 
procesos y dependen del contenido y el diseño institucional de las políticas.  
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En su teoría propone distinguir tres tipos de descentralización (administrativa, fiscal y 
política) con distintas consecuencias para el balance de poder, que darán lugar a distintas 
secuencias cuyos resultados serán reactivos o se retroalimentarán. 
 
La teoría secuencial de la descentralización no tiene interés en identificar aspectos 
positivos o negativos asociados a este proceso, busca dar explicación a la disparidad de la 
transferencia de autonomía que produjeron los distintos procesos descentralizadores de América 
Latina, puesto que el grado de autonomía que alcanzaron las unidades subnacionales varía de un 
país a otro. Incluso, Falleti demuestra que en algunas ocasiones, lejos de otorgar más autonomía 
a las entidades subnacionales, las reformas descentralizadoras incluso pueden mermar su 
capacidad de autodeterminación.  
 
La disparidad de resultados en los procesos de descentralización puede ser observada en 
nuestra región; a pesar de la similitud de los procesos de descentralización, el espacio geográfico 
relativamente homogéneo y el periodo común en que estos se dieron (en el último cuarto del 
siglo XX), los resultados y sus efectos sobre la autonomía de los niveles subnacionales varía 
bastante entre los países. Esta consecuencia encuentra explicación no sólo por razones históricas 
e institucionales, sino por la forma y el tiempo en el que se inició el proceso descentralizador. 
 
Antes de describir la teoría secuencial y como insumo fundamental para decantar los 
alcances de este trabajo, resulta necesario precisar conceptualmente la descentralización, conocer 
sus tipologías y subrayar las diferencias de este con otros conceptos similares, esto será útil para 
entender la teoría secuencial y adaptarla al caso de la ciudad de Bogotá. 
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1.2.1 Conceptos preliminares. 
 
La  descentralización, de acuerdo con el expuesto por Falletti,  es  un  proceso  de  
reforma  del  Estado  compuesto  por  un  conjunto  de  políticas  públicas  que  transfieren  
responsabilidades,  recursos  o  autoridad  de  los  niveles  más  altos  de  gobierno  a  los  más  
bajos. Esta definición plantea al menos dos elementos que conviene precisar:  
 
De una parte, (i) se  concibe  a  la  descentralización  como  un  proceso  dinámico  de  
reformas  de  políticas  públicas,  no  como  una  característica  estática  que  describe  al  sistema  
político  o  fiscal. De otra, (ii) los  receptores  de  las  reformas   son  los  niveles  inferiores  de  
gobierno.  Entonces, la descentralización  debe ser analizada desde la óptica  de las relaciones de 
poder, en este sentido, la política subnacional es un juego de negociación entre intereses 
conflictivos que se da entre los distintos niveles de gobierno del Estado. (Falleti, 2010, pág. 31). 
 
Al  estudiar  la  reasignación o transferencia  de  la  autoridad  a  niveles  de  gobierno  
inferiores,  es  clave contar  con  una  taxonomía  de  las  medidas  descentralizadoras (Falleti, 
2006).  La propuesta taxonómica que la profesora Falletti ofrece es una clasificación basada en el  
tipo  de  autoridad delegada, donde encontramos tres categorías:  
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Administrativa 
La descentralización administrativa contempla la transferencia de 
obligaciones a los niveles subnacionales, en relación a la provisión de 
servicios públicos tales como la salud, educación, vivienda, etc.  
Fiscal 
Se define como la capacidad para definir las políticas que incrementan los 
ingresos de las autoridades subnacionales. En este sentido, la definición 
propuesta por Falleti solamente se concentra en las capacidades y facultades 
para el recaudo y  excluye el mayor nivel de gasto como variable de estudio. 
Política 
La descentralización política hace referencia al grupo de reformas 
constitucionales, legales y electorales que transfieren la autoridad política 
del centro hacia las autoridades subnacionales. Considera también la 
creación de espacios de representación territorial de intereses dentro de los 
receptores de la medida. Generalmente se traduce en la realización de 
elecciones locales para elegir a la autoridad local principal o al cuerpo de 
presentación de intereses territoriales dentro ante la administración. 
Tabla 1. Tipos de Descentralización 
Fuente: Elaboración propia con base en la información de Falleti (2006). 
 
 
Retomando los elementos enunciados por Falletti  (proceso  dinámico  de  reformas  de  
políticas  públicas y  niveles inferiores del gobierno como receptores  de  las  reformas  
descentralizadoras), es necesario precisar, para efectos de este trabajo, qué se considera como 
subnivel de gobierno. Así, si se considera  el subnivel de gobierno en un sentido rígido y formal, 
se está diciendo que la descentralización solo tiene lugar cuando la transferencia tenga como 
receptor una persona jurídica o ente autónomo. 
 
Una consideración distinta, o mejor, una transferencia a órganos o estamentos sin 
personería jurídica o carentes de autonomía, pueden dar lugar a otras formas de transferencia de 
atribuciones como son la desconcentración o la delegación. Estas últimas, si bien coinciden con 
la descentralización en ser formas de administración, guardan importantes diferencias. Dicho de 
otra forma, la desconcentración y la delegación son, a criterio de este trabajo, subformas o 
subniveles de la  descentralización.   
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La desconcentración y la delegación aparecen como formas alternativas o 
complementarias a la descentralización. Así, la desconcentración se define como la concesión,  
por disposición legal previa, de forma regular y permanente, de atribuciones a órganos inferiores 
dentro de la misma organización de una entidad pública. Es importante resaltar esta última parte, 
toda vez que ahí radica su distinción con la descentralización. En la desconcentración el ente 
central ha transferido parte de su competencia a órganos que forman parte del mismo, situación 
totalmente diferente a la descentralización que implica, en cualquier de sus tres modalidades, una 
transferencia (de autoridad, responsabilidad o recursos) a un nivel subnacional de gobierno.   
 
Por otro lado, la delegación de funciones implica una decisión de una autoridad 
administrativa por la cual transfiere el ejercicio de todo o parte de aquellas a sus colaboradores u 
otras autoridades. Es importante precisar que la delegación a diferencia de la descentralización y 
la desconcentración no requiere de un ordenamiento jurídico previo, es una decisión que suele 
contenerse en actos administrativos y no determinan nuevas estructuras de competencia. 
 
Retomando el concepto de descentralización, entendida como proceso de reforma del 
Estado y un conjunto de políticas públicas que puede englobar un gran número de medidas 
tendientes a transferir autoridad, recursos y competencias, es preciso mencionar que este trabajo 
centra su campo de acción en la ciudad de Bogotá. Desde la administración pública y 
particularmente el régimen jurídico de Colombia, la descentralización posee unas características 
particulares que no permiten afirmar que cualquier medida tendiente a transferir autoridad, 
responsabilidades o recursos, se constituya en descentralización, de ahí la necesidad de entender 
los conceptos de desconcentración y delegación como alternativos y complementarios. 
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Particularmente en Colombia existen, desde la óptica jurídica, varias clases de 
descentralización:  territorial, funcional o por servicios, por colaboración y por estatuto personal 
(Corte Constitucional, 2001).  
 
La descentralización territorial se entiende como el otorgamiento de competencias a las 
entidades territoriales regionales o locales, las cuales se ejecutan en su propio nombre y bajo su 
responsabilidad (Corte Constitucional, 2001). En palabras del profesor Pedro Alfonso 
Hernández, la descentralización tiene una connotación política: la organización del poder público 
y esta se traduce en la existencia de las entidades territoriales (Hernández, 1999). Este tipo de 
descentralización presupone la existencia de entidades territoriales con personería jurídica, 
autoridades propias, autonomía administrativa y financiera. Como veremos, nuestro caso de 
estudio no permite adecuarse completamente a estos elementos de descentralización territorial, si 
bien es indiscutible que Bogotá es una entidad territorial, no se puede afirmar lo mismo de sus 
localidades. más adelante se abordará este análisis. 
 
La descentralización funcional o por servicios consiste en la asignación de competencias 
o funciones del Estado a ciertas entidades que se crean para ejercer una actividad especializada. 
Esta clase de descentralización es eminentemente técnica y administrativa (a diferencia de la 
anterior que era fundamentalmente política) y se manifiesta  a través de lo que la Constitución 
Política denomina como entidades descentralizadas.  
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La descentralización por colaboración se presenta cuando personas privadas ejercen 
funciones administrativas o prestación de servicios, verbigracia las Cámaras de Comercio y la 
Federación Nacional de Cafeteros (Corte Constitucional, 2001). 
 
Finalmente, la descentralización por estatuto personal, la cual se realiza teniendo en 
cuenta las características distintas de las personas que habitan el territorio del Estado, de acuerdo 
con lo expuesto por la Corte, pueden dictarse normas, con validez para todo el territorio jurídico, 
de diferente contenido para hombres de diferentes características, como ser diferente lenguaje, 
religión, raza, sexo, etc., o inclusive de diferente profesión, como es el caso, por ejemplo, de las 
normas que se dirigen únicamente a las comunidades indígenas; o los que permiten a unos 
casarse por el rito católico y a otros, ubicados en el mismo territorio, casarse por el rito 
musulmán. (Corte Constitucional, 2001). 
 
Hechas estas precisiones conceptuales, si bien en un sentido estricto y jurídico la 
descentralización se comprende en Colombia como una medida en virtud de la cual se transfieren 
determinadas funciones públicas a órganos que gozan de autonomía y están dotados de 
personalidad jurídica, bien sea entes territoriales o entidades  descentralizadas, a efectos de este 
trabajo y por tratarse de una extrapolación a una ciudad y sus localidades, es necesario 
comprender la descentralización en un sentido amplio, según el cual, cualquier medida 
encaminada a otorgar autonomía a un subnivel del gobierno (en este caso a una localidad), se 
considera como tal (bien sea que se constituya formalmente o no como entidad autónoma). 
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Como veremos más adelante, en la ciudad de Bogotá no ha existido un proceso de 
descentralización en sentido estricto, pues carece de un elemento fundamental: las localidades de 
Bogotá no son entidades territoriales, es así como la profesora Botero, al referirse al modelo de 
descentralización bogotano afirma que ha sido sui géneris (Botero, 2010). 
 
 
1.3 Metodología de la Teoría Secuencial de la Descentralización 
 
1.3.1 Aspectos metodológicos.  
 
Antes de exponer la teoría secuencial de la descentralización de Tulia Falleti, a efectos 
del presente trabajo es necesario realizar un recuento de la metodología aplicada para la 
formulación y comprobación de la misma, pues la contribución que pretende  realizar este 
trabajo, radica en la extrapolación del modelo teórico secuencial de la descentralización al 
proceso descentralizador de una ciudad, por lo que se aplicarán los mismos procedimientos 
metodológicos.3  
 
1.3.2 Método comparativo secuencial e individualismo metodológico. 
 
El método comparativo secuencial fue originalmente diseñado y aplicado en las ciencias 
sociales, y nutrido particularmente por el sociólogo Ronald Maindzade (1993). Este método 
establece una narrativa de los hechos relevantes, sobre los eventos estudiados vistos de forma 
                                                             
3 El capítulo tercero contendrá dicha aplicación de la teoría secuencial y la comprobación de las hipótesis que se 
formula  relación con Bogotá. 
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comparativa. Esto permite identificar patrones de las distintas secuencias comparadas en los 
casos de análisis. Citando los estudios aplicados en la ciencia política de Alexander George y 
Timothy McKeonw (1985), Falleti indica que este método debe también indagar por los 
estímulos que llevaron a distintos actores a tomar decisiones, como también por los efectos de 
los arreglos institucionales de tales actuaciones y otras variables intermedias. Posteriormente, 
dado que cada momento de la descentralización es visto como parte de una secuencia, la 
metodología debe considerar y evaluar las consecuencias de las decisiones o actuaciones que 
tomaron los actores involucrados en diferentes secuencias, quienes actúan en torno a la 
consecución de un fin (Falleti, 2010, pág. 21). 
 
Tulia Falleti utiliza el método comparativo para establecer los eventos que causaron las 
secuencias de descentralización, buscando relaciones entre estos y estableciendo los efectos que 
producen, los cuales permiten desde una perspectiva comparada, identificar los diferentes 
productos resultantes de cada encadenamiento de sucesos, ordenado de una forma en particular y 
bajo parámetros temporales distinguibles. 
 
Dado que el método inicial del enfoque secuencial comparativo, se encuentra ligado a la 
tradición epistemológica del individualismo metodológico -que tiene en cuenta al individuo 
como unidad de análisis-, Falleti utiliza dos niveles dentro del modelo metodológico que emplea: 
tiene en cuenta tanto el nivel micro-individual de la actuación social como también un nivel 
macro-social de análisis. Esto resulta explicativo de los problemas macro de política y permite 
estudiar el comportamiento colectivo de los actores4. 
                                                             
4 “The comparative sequential method amalgamates the comparative approach of the historical method with the 
microfoundations of the decision-process-tracing method. Similarly to the analytic narrative approach of Robert 
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Sin perjuicio del método comparativo utilizado, en este punto es conveniente anotar que 
por tratarse de un trabajo de extrapolación de la teoría secuencial en una ciudad específica, se  
prescindirá del elemento comparativo, valga decir, el ejercicio investigativo solo abarcará un 
objeto de estudio que será la ciudad de Bogotá.  
 
Retomando el enfoque secuencial, que como se dijo involucra el comportamiento 
colectivo de los actores, es necesario hacer mención a los tipos de actores que Tulia Falleti 
identifica en la elaboración de su teoría secuencial de la descentralización.  La autora encuentra 
los siguientes grupos de actores para el análisis de los eventos descentralizadores: (i) intereses 
partidistas y territoriales (centro y subnacionales) de actores políticos y sociales; (ii) nivel 
nacional: funcionarios nacionales (presidentes y ministros), legisladores nacionales y 
asociaciones nacionales;  (iii) nivel subnacional: gobernadores, provinciales y ministros de estos 
(en países con esquemas federales), activistas políticos representando intereses locales, 
representantes locales en los congresos nacionales y alcaldes; (iv) instituciones: instituciones 
nacionales que gestionan tareas administrativas. 
 
En la aplicación de la teoría secuencial una vez son identificados los actores, se deben 
definir las preferencias de cada uno y estudiar el proceso de negociación, de tal forma que sea 
posible discernir quiénes fueron los ganadores y perdedores en la secuencia de descentralización 
iniciada. Cuando ya ha iniciado el proceso, se tienen siempre como referencia las secuencias 
                                                                                                                                                                                                    
Bates and his collaborators, it <<seeks [s] to understand the actor´s preferences, their perceptions, their evaluation 
of alternatives, the information they possess, the expectations they form, the strategies they adopt, and the 
constraints that limit their actions>> (Bates et al. 1998, 11). However, unlike the analytic narratives project, my 
sequential method does not refers to the theory of games in extensive form. The comparative sequential method does 
not focus on the order of movements, or actions or reactions, of the relevant players. The sequences of interest are 
instead those formed by the main events or stages of a process, which may or not coincide with all the relevant 
actor’s moves.”  
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previas como referentes contextuales de los nuevos procesos de negociación, este es 
precisamente el efecto del “camino de la dependencia” (concepto explicado más adelante).5 
 
Teniendo en cuenta los efectos de los eventos iniciales sobre los siguientes, si bien los 
actores tienen organizadas sus preferencias jerárquicamente, estas pueden acomodarse a las 
condiciones establecidas por cada secuencia estudiada (por cada situación problemática o 
momento histórico) y pueden producir mecanismos de “reproducción del poder, ruedas dentadas 
de política pública6, coordinación, compensación e incrementalismo” (Falleti, 2010, pág. 22). De 
tal forma que los efectos pueden reproducir el poder de determinado grupo mediante efectos 
multiplicadores o por el contrario, quienes resulten menos favorecidos pueden encontrar en los 
efectos producidos, oportunidades para compensar su posición con posterioridad y en una 
secuencia venidera. 
 
Cada evento de política de descentralización: administrativa, fiscal y política, es 
considerado de interés y como objeto de estudio en sí mismo, pero que en conjunto forman un 
todo, por lo que las secuencias son analizadas bajo la óptica del conjunto de enfoques teóricos 
expuestos, y de manera complementaria, con un amplio trabajo de campo: entrevistas a 
profundidad, estudio de registros de archivo, datos cuantitativos y los estudios comparados. 
                                                             
5 “In sum, the methodological and theoretical approach undertaken in this book emphasizes the importance of 
medium-term and context-specific processes and causal mechanism. I do nor place the emphasis of the 
<<stickiness>> of long-term institutional legacies (as some comparative historical explanations may do). For 
example, I show that the historical evolution of the institutional educational systems in Argentina and Mexico led to 
different decisions by the national executive branches to whether the administrative decentralization of schools 
would be funded. Neither do I focus on the short-term of electoral incentives. Although I do take them to understand 
the calculations and preferences of strategic actors. This, I analyze together the partisan and territorial interests of 
politicians and societal actors in order to understand their motivations toward different types and contents of policy 
reform” (Falleti, 2010, pág. 24)  
6 “Policy ratchet effect” 
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Por último y de acuerdo con lo expuesto por Falleti, la elaboración de su trabajo tomó 
alrededor de 18 meses de investigación en campo en cada uno de los países, para obtener 
información acerca del contexto, información constitucional y legal y realizar entrevistas a 
profundidad, la siguiente tabla enumera los insumos aplicados en este trabajo. (Falleti, 2006). 
 
Información utilizada en la aplicación de la teoría secuencial 
● Electoral, Fiscal e información fiscal sobre el sector de educación (priorizado por Falleti). 
Debates constitucionales y de los congresos. 
● Legislación. 
● 150 entrevistas a profundidad con académicos, políticos y servidores públicos. 
● Bibliografía en español, inglés y portugués. 
 
Tabla 2. Insumos para aplicación de la teoría secuencial de la descentralización 
Fuente: Elaboración propia con base en Falleti (2010). 
 
1.3.3 Países en los que se ha aplicado la teoría secuencial. 
 
Este modelo teórico y metodológico es aplicado por Falletti a cuatro países de América 
Latina: Argentina, Brasil, Colombia y México. Los países seleccionados representan el 70% de 
la población latinoamericana, además de que estos presentan 3 niveles intergubernamentales de 
autoridades nacionales o federales, intermedias y municipales (Falleti, 2010, pág. 27). Así 
mismo, tres de los cuatro países presentan arreglos constitucionales que los hacen estados 
federales, mientras que Colombia presenta un estado central unitario, lo cual hace que el estudio 
comparativo pueda aplicar la teoría secuencial a dos tipos de organización del Estado. De otra 
parte y como el criterio para haber elegido estos cuatro países, está el que todos los países 
tuvieron medidas descentralizadoras en el campo administrativo, fiscal y político. Aquí es donde 
precisamente, la teoría secuencial de la descentralización busca dar explicaciones, pues el efecto 
sobre la autonomía de las autoridades subnacionales varía en cada caso, no siendo un producto 
“natural” de todos los procesos de descentralización. 
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Falletti hace equiparable la comparación entre países y determina que las medidas de 
descentralización, se dieron en estados que siguieron (más o menos) los mismos patrones de 
reforma: pasaron de estados desarrollistas a estados orientados hacia el mercado, en donde 
importaba reducir el tamaño del Estado y la descentralización era una de las maneras de hacerlo 
(sin que fuera la única). De acuerdo con la autora, no se trata de establecer un momento exacto 
en donde todos los países adoptaron medidas similares, sino establecer cuáles fueron los 
primeros gobiernos en iniciar con las medidas de descentralización bajo el modelo de Estado pos 
desarrollista (Falleti, 2010, pág. 26). 
 
Las conclusiones que extrae de su trabajo de campo explican por qué Brasil y Colombia 
lograron una mayor autonomía de los gobiernos subnacionales: incrementaron sus ingresos y 
gastos como la cantidad de servicios públicos a su cargo y la autonomía constitucional para 
gestionar sus intereses territoriales. Así mismo, ofrece explicaciones acerca de por qué en 
México el efecto es moderado y finalmente argumenta que en Argentina el efecto de las medidas 
de descentralización sobre la autonomía del nivel subnacional es casi nulo. 
 
 
1.4 La Teoría Secuencial de la Descentralización como Base de esta Investigación 
 
Bajo la óptica de comprensión de la descentralización como problema político y 
administrativo la teoría de Falleti se compone de tres grandes partes. En esta división analítica de 
la teoría secuencial de la descentralización, se encuentran presentes tanto los factores 
administrativos y de políticas públicas como el estudio del campo de lo político:  
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a) Los tipos de descentralización y los receptores de procesos descentralizadores. 
b) Los intereses territoriales representados en actores de negociación a favor y en contra de 
la descentralización. 
c) Las secuencias de reformas y sus efectos: refuerzo, equilibrio y compensación 
 
1.4.1 Tipos de descentralización y los receptores de procesos descentralizadores. 
 
Respecto de los tipos de descentralización puede indicarse que la mayoría de estudios 
sobre estos, se concentran en sus objetivos y consecuencias ahondando acerca de si se considera 
como una necesidad a lo que se percibe como efectos negativos de la misma. Sin embargo, la 
mayoría de estos estudios no se han preocupado por estudiar las interacciones entre los distintos 
tipos de descentralización, su aparición en el tiempo y las consecuencias en las variaciones de la 
temporalidad en que cada tipo de secuencia de descentralización se presenta (Falleti, 2010, pág. 
31). 
 
Los receptores de las reformas de descentralización son definidos por la autora como las 
unidades subnacionales de gobierno, teniendo presente en esta definición, los receptores pueden 
ser niveles intermedios de gobierno o el nivel municipal al tiempo. En ocasiones, puede darse 
que una reforma descentralizadora solamente hacia un solo nivel de gobierno o también a ambos 
niveles.  
 
La discusión acerca de quiénes son los receptores de las responsabilidades significa un 
proceso de negociación. La decisión que se tome al respecto de quién resulta ganador y perdedor, 
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presenta consecuencias políticas mayores sobre el ajedrez político y administrativo, por lo que 
existen razones que van más allá de los aspectos técnicos y del deber ser de las reformas 
administrativas; en las decisiones que generan cambios en el equilibrio de poder 
intergubernamental, pesan tanto factores técnicos como políticos. Finalmente, el juego de 
intereses y de negociación reflejará un resultado en cada secuencia. 
 
Retomando lo expuesto en las precisiones conceptuales, Falletti enuncia tres tipos de 
descentralización, ya explicados, que ofrecen algunos comentarios adicionales: 
 
La descentralización administrativa  es el  paquete de políticas que transfieren la facultad 
de proveer servicios públicos tales como educación, salud, bienestar o vivienda a las autoridades 
subnacionales, entre otros varios. Generalmente este tipo de descentralización se presenta como 
producto de una reforma legal o constitucional, que otorga competencias a los niveles 
subnacionales del gobierno, quienes en adelante deberán proveer y satisfacer los bienes y 
servicios derivados de la competencia que le es transferida. 
 
Este tipo de descentralización a veces está acompañada de la facultad de tener la 
autonomía necesaria para decidir acerca de las condiciones de prestación de los servicios 
públicos y sobre sus competencias, sin embargo no es necesariamente una condición sine qua 
non. Si la transferencia de responsabilidades y autoridad para ejercerlas, está acompaña de 
recursos para financiar estas nuevas tareas, se dice que la descentralización administrativa cuenta 
con los fondos necesarios para su ejecución. Por el contrario, si lo anterior no sucediera, los 
recursos deben ser extraídos de los presupuestos subnacionales, sin que dicha transferencia 
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signifique una mayor reasignación de recursos, sino que más bien se trataría solamente de la 
transferencia de responsabilidades, lo cual indudablemente genera disminución de autonomía 
relativa, en tanto la ejecución de tareas dependerá de los recursos que les deben ser transferidos 
desde un nivel superior de gobierno, incrementado su relación de dependencia con el nivel 
superior de gobierno o nivel central. De esta forma, la descentralización administrativa puede 
tener como consecuencia mayor autonomía en las unidades subnacionales o también significar 
una merma de la misma. 
 
De otra parte, la descentralización fiscal hace referencia al paquete de reformas 
destinadas a incrementar el recaudo o la autoridad fiscal de las entidades territoriales. Esta 
descentralización puede darse de tres formas: (i) a través del incremento del porcentaje de 
participación de los ingresos nacionales que les son transferidos a las entidades subnacionales, ya 
sea por regularidad normativa o como producto de la negociación entre actores o transferencias 
discrecionales; (ii) otorgando la facultad para crear nuevos impuestos locales a las entidades 
territoriales; (iii) mediante la delegación de la autoridad fiscal que anteriormente podría haber 
estado en manos de alguna autoridad nacional.  
 
Esta última vía para incrementar el recaudo, puede generar menor nivel de autonomía 
pues la capacidad institucional para llevar a cabo esta tarea puede producir un descenso en el 
recaudo. No obstante, si se trata de entidades subnacionales prósperas y fuertes, estas prefieren 
efectuar su propio recaudo (Falleti, 2010). 
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A efectos de la teoría secuencial de Falleti, la descentralización fiscal se define solamente 
en el marco de situaciones que incrementan los ingresos o el recaudo, puesto que mayores 
niveles de gasto, también pueden ser producto de una reforma de tipo administrativa, en donde se 
delegan funciones y obligaciones sobre la provisión de bienes y servicios. Esta separación 
analítica facilita la diferenciación de los dos tipos de descentralización y su secuencia en el 
tiempo.  
 
Por último, la descentralización política hace referencia a aquel paquete de reformas 
constitucionales o electorales, diseñadas para entregar autoridad política a los actores 
subnacionales y para abrir o reactivar, espacios de representación política en las entidades 
territoriales, ya sea mediante la elección popular de autoridades locales o a través de la apertura 
de espacios de representación para pequeñas circunscripciones. Por definición, a diferencia de las 
anteriores, la descentralización política genera un incremento en la autonomía de las entidades 
subnacionales y de los servidores públicos territoriales en relación al nivel nacional de gobierno 
(Falleti, 2010). 
 
1.4.2 La descentralización como un problema político de negociación entre actores. 
 
La comprensión del problema de la descentralización como un problema político de 
negociación entre actores y coaliciones es otro gran componente de la teoría secuencial de 
Falleti. Este segundo elemento de la teoría, agrega elementos de análisis político al estudio de los 
procesos de descentralización. 
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Los procesos de negociación son concebidos como parte de la formulación de las 
políticas públicas, comprendidas como la respuesta del Estado para solucionar un problema 
público. Dentro de la teoría de Falleti, este componente teórico facilita la comprensión del 
proceso descentralizador en tanto busca formular un marco contextual e histórico de los 
acontecimientos, decisiones y de la síntesis de los procesos, permitiendo identificar aquellos 
actores que resultaron favorecidos o que vieron disminuida su influencia y otorgando sentido al 
tercer elemento de la teoría, el cual indica las secuencias de la descentralización, los mecanismos 
de autorrefuerzo y de compensación y las situaciones de equilibrio. 
 
Este enfoque puede ser encontrado en variadas teorías de las políticas públicas 
encaminadas a  comprender los problemas públicos como construcciones sociales, y por tanto su 
solución como reflejo de las relaciones de poder, otorga una dimensión política que no puede 
dejarse de lado. La realidad social se transforma por la acción del Estado y por la complejización 
de las relaciones sociales que tienen cabida en el sistema social en las distintas fases del ciclo de 
las políticas públicas, todas las cuales podrían dar cuenta del proceso de cambio social (Roth, 
2013). 
 
Los actores sociales son otro componente de gran relevancia. Estos pueden alinearse de 
acuerdo a los intereses de los servidores públicos nacionales o territoriales, dependiendo de si las 
reformas afectan o mejoran su posición. En ocasiones los actores sociales nacionales, tales como 
los sindicatos con alcance nacional, prefieren mantener centralizadas algunas funciones a fin de 
mantener su posición de privilegio sobre la toma de decisiones. Así mismo, algunas 
organizaciones sociales de orden regional, pueden abogar a favor de la descentralización si esto 
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significa incrementar su nivel de incidencia sobre la definición de las políticas públicas al 
interior de niveles intermedio y municipal de gobierno. 
 
En lo que concierne a los intereses de los actores, se pueden identificar dos tipos de 
lealtades: la partidista y la identidad territorial. Los intereses partidistas son definidos por Falleti 
de una manera simple: son aquellos que son establecidos por el partido político al cual 
pertenecen los actores locales o por las ideologías que representan, y en todo caso están 
orientados por incentivos electorales o por los programas de los partidos. 
 
De otra parte, la autora define los intereses territoriales como aquellos que están 
determinados por el nivel de gobierno al cual pertenecen los políticos locales, teniendo como 
referencia que en su teoría secuencial, existen tres niveles: central, intermedio y municipal. En 
este mismo sentido, los intereses territoriales son definidos por el nivel económico de la entidad 
territorial a la cual representan y por las principales actividades económicas que se desarrollan 
dentro de la provincia o municipio (industrial, agricultora, minería, extracción de hidrocarburos, 
etc.). Identificar estos intereses contribuye de manera sustancial a construir una explicación sobre 
los hechos que llevaron a generar políticas de descentralización y a comprender los efectos del 
orden secuencial en las que estas tuvieron lugar. 
 
Conociendo que los actores territoriales pueden alinearse con los intereses de actores 
nacionales o subnacionales, ya sea por intereses partidistas o territoriales, Falleti como lo vemos 
en la siguiente tabla, propone una clasificación de estos, de acuerdo al tipo de alineación que 
prefieran en los momentos de negociación de las reformas descentralizadoras: 
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Alineación 
A favor de actores nacionales 
A favor de actores territoriales 
Oposición Al dominio nacional Al dominio territorial 
Tabla 3. Clasificación de intereses partidistas o territoriales 
Fuente:  Construcción propia, elaborada con base en Falleti (2006). 
 
1.4.3 Ordenación de preferencias según el perfil de los actores. 
 
Existe un supuesto básico en la teoría secuencial de la descentralización, de acuerdo al 
cual los políticos territoriales prefieren la descentralización política (P) a la fiscal (F), y la fiscal 
(F) a la administrativa (A) como última secuencia (si pudieran elegir). 
 
Se prefiere siempre tener la autonomía política (P) para poder demandar mayor atención 
del nivel central, antes que el incremento en el ingreso de recursos (F) y las obligaciones 
administrativas (A) de proveer servicios públicos a los ciudadanos. Así mismo, los servidores 
públicos territoriales prefieren contar con recursos disponibles a través de un mayor recaudo, que 
contar con funciones y competencias en un primer término. De acuerdo con lo anterior, una 
expresión que define las preferencias de las autoridades subnacionales es la siguiente: P > F > A7 
(Falleti, 2010, pág. 45). 
 
De otra parte, las autoridades nacionales también presentan preferencias típicas respecto 
de la primera, segunda y tercer medida o secuencia de descentralización de manera ordenada. 
Así, el nivel central prefiere en primer término otorgar funciones administrativas (A) a las 
entidades subnacionales, antes que recursos (F) y estos últimos antes que autonomía política (P). 
                                                             
7 “Subnationals executives prefer political autonomy, money, and responsibilities, in that order (or P > F > A)” 
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Siguiendo lo anterior, las preferencias del gobierno central se ve reflejada en la siguiente 
expresión: A > F > P. Esto aplica tanto para el proceso descentralizador latinoamericano como 
para los procesos políticos en otras latitudes.8 
 
En el mismo sentido y continuando con la ordenación de preferencias en las autoridades 
nacionales, estas presentan una variación cuando se trata de decidir los beneficiarios del 
otorgamiento de autonomía de las reformas de descentralización. Así, los actores nacionales 
prefieren que el beneficiario de las medidas descentralizadoras sea el nivel municipal antes que 
el nivel intermedio (estatal, provincial o departamental) dado que los alcaldes representan un 
menor riesgo político y electoral que los gobernadores (siempre y cuando se traten de alcaldes de 
pequeños municipios y no de grandes ciudades, pues estos pueden significar competencia a los 
cargos de elección popular del nivel central). 
 
Si se trata de elegir entre si hay que descentralizar desde el nivel nacional hacia el 
intermedio o municipal, los servidores públicos nacionales preferirán hacer transferencias de 
poder desde el nivel intermedio hacia el municipal, antes que ceder poder desde el centro hacia 
los otros niveles. De acuerdo con Falleti, las preferencias de las autoridades nacionales cuando se 
trata de elegir a los destinatarios de las medidas descentralizadoras serían las siguientes M > IM 
> I, donde (M) es el nivel municipal, (IM) es intermedio y municipal e (I) es el nivel intermedio9 
(Falleti, 2010, pág. 47). 
                                                             
8 “We would expect the president to be more inclined to transfer responsibilities tan resources to meet them”. 
(Falleti, 2010, pág. 44). Citando a Chtistopher Garman, Stephan Haggard and Eliza Willis, 2001,209. 
9 Originalmente Falleti describe esta expresión en inglés: L: Local, SL: state and local level y S: state level 
(intermedio). 
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1.4.4 Coaliciones, descentralización y los intereses territoriales. 
 
Los servidores públicos nacionales, departamentales y municipales necesitan formar 
coaliciones que permitan realizar las reformas que cada quien impulsa, cuando se trata de 
contextos políticos competitivos en donde el poder no se encuentra estricta o autoritariamente 
centralizado (Falleti, 2010, pág. 48). 
 
Según Tulia Falleti, después de estudiar los procesos o secuencias de descentralización 
seguidas en Colombia, Brasil, Argentina y México, se concluye que de forma muy seguida las 
políticas de descentralización son diseñadas, elegidas, planeadas y negociadas por actores 
políticos nacionales y territoriales, que logran imponerse a través de coaliciones estratégicas. 
 
Por supuesto, para la autora no solo las coaliciones que se puedan dar son las que definen 
por sí solas las reformas de descentralización en las que se aventura un país; el contexto histórico 
mismo e institucional de los Estados y sociedades, son también importantes y determinantes en 
algún grado, por lo que ciertos tipos de medidas de descentralización son más factibles en unos 
países que en otros. No obstante, lo que interesa a Falleti en su teoría es poder probar que la 
primera secuencia de descentralización determina de forma muy significativa las siguientes 
secuencias, produciendo mecanismos de autorrefuerzo en los ganadores o por el contrario, 
compensación para los perdedores.10 
                                                             
10 “Not only are historical and contextual factors important in making some decentralization policies and contents 
easier or harder to pursue tan others, my contention is that once the first  type of decentralization has been realized, 
different future scenarios become more or less likely depending on that type of reform first implemented. In other 
words, once the first type of decentralization has happened, it defines the country´s intergovernmental relations 
context in which future types of decentralization occur. Of particular importance is whether a political or an 
administrative type of decentralization occurs first. In what follows, I elaborate on this interesting path-dependence 
feature of decentralization processes.” (Falleti, 2010, pág. 58) 
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1.4.5 Secuencias de descentralización, capas de la administración pública y 
mecanismos de transmisión. 
 
Usando la descripción que hace Stephen Skowronek (1993, pág. 9), Falleti (2010) 
comprende la administración pública como una estructura institucional en acción, que se divide 
en distintas capas: la administración fiscal, administrativa y política, que pueden ser identificadas 
por separado y cada una tiene sus propias características y sin embargo están estrechamente 
relacionadas, por lo que algún cambio en una (como una política de descentralización), produce 
cambios en las demás. 
 
En términos generales las medidas descentralizadoras afectan a solo una capa a la vez. 
Raramente se opta por afectar o generar políticas de descentralización en todas las capas al 
mismo tiempo. En efecto, resulta más común que las políticas de descentralización sean 
negociadas de forma separada en distintos momentos en el tiempo. La temporalidad en que se 
den las distintas reformas y lo observado en estas, dirá, de acuerdo con la teoría secuencial, si 
esta activó mecanismos de autorrefuerzo, reactivos o de compensación11 (Falleti, 2010, pág. 53). 
 
El balance de poder además de lo anterior, depende de forma significativa de los intereses 
e impulsos que generaron el proceso mismo de la descentralización. Se destaca entonces la 
importancia del origen del proceso de cambio institucional aunque no se trata solamente de 
manera simplista y determinista, de expresar que el proceso se encuentra determinado por su 
origen, sí se quiere resaltar que el origen restringe o fija las oportunidades de negociación que 
                                                             
11 “The timing of each of these forms of reforms allows us to stablish a sequence of decentralization an to uncover 
the self-reinforcing or reactive causal mechanisms that connect one policy to another.” 53 
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pueden tomar los actores, acerca de las reformas institucionales entre los niveles de gobierno que 
seguirían. En la teoría del camino de la dependencia12 de Pierson, “los eventos tempranos 
importan mucho más que los últimos” (citado en Falleti, 2010). Todo esto lleva a la conclusión 
de que “cuando las cosas suceden dentro de una secuencia, afecta a cómo suceden y las 
consecuencias que traen consigo” (Falleti, 2010, pág. 4). 
 
Acogiendo a Paul Pierson, Falleti identifica seis secuencias cuando se dan los tres tipos 
de políticas descentralizadoras (administrativa, fiscal y política), en tanto comprende que cada 
política pública produce un efecto de reacción y retroalimentación que a su vez genera influencia 
sobre la política en momento presente: “Es la forma como la política pública afecta la lucha 
política”.13 
 
En este mismo sentido y siguiendo con uno de los principales supuestos de la teoría 
secuencial, la primera reforma de descentralización produce un “efecto trinquete” sobre la que se 
forma un grupo de apoyo, que sale fortalecido y que pretende profundizar en el enfoque con el 
que logró salir victorioso en esta primera síntesis. Siguiendo a Evelyne Huber y John Stephens 
(2001, 10), Falleti entiende que la primera reforma produce una configuración de política sobre 
de la cual va a resultar difícil desprenderse o desligarse, en lo que sería la fijación de un centro 
de gravedad de política y agenda pública (Falleti, 2010, pág. 55). 
 
En este sentido, la teoría secuencial indica que los actores territoriales o nacionales que 
logren una mejor posición de negociación y puedan incidir de forma significativa en la primera 
                                                             
12 Path dependence. 
13 “the way in wich policies produce politics”. 54 
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reforma de descentralización, lograrán al mismo tiempo una mejor posición para generar un 
centro gravitacional de discusión de política pública para las posteriores reformas, en lo que sería 
un mecanismo de transmisión de efecto de autorrefuerzo y profundización.  
 
De otra parte, podría también producirse un efecto reactivo o de compensación a los 
actores que resultaron “derrotados” en la primera reforma, por lo que la siguiente reforma trataría 
de compensar la pérdida de poder intergubernamental y mejoraría su posición dependiendo del 
contexto en el cual se presente esta situación. 
 
Como ya se explicó con anterioridad, el nivel subnacional ordena sus preferencias de la 
siguiente forma: P > F > A. En primer término pretenden lograr medidas de reformas de 
descentralización política, con lo cual pueden ganar la autonomía para generar discusión política 
acerca de la descentralización fiscal y por último administrativa. . Esta es la principal secuencia 
que genera un alto grado de autonomía en el balance de poder entre el centro y las entidades 
subnacionales. 
 
Ahora bien, las administraciones centrales siempre prefieren en primer término entregar 
funciones administrativas antes que recursos y autonomía política: A > F > P. La 
descentralización de las funciones de provisión de servicios sociales es la primera en la lista de 
preferencias. Si esta descentralización administrativa se da sin la transferencia de recursos 
adicionales, se generará un mayor grado de dependencia y mejorará el balance a favor del centro 
en detrimento del territorial. En segundo término, se prefiere entregar la autonomía fiscal para 
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recaudar impuesto y por último la autonomía política. Este tipo de secuencia afecta el balance de 
poder intergubernamental a favor del centro (Falleti, 2010, pág. 57). 
 
Las circunstancias externas o de contexto, contingentes o inesperadas, pueden generar 
cambios en el balance de poder, tales como un golpe de opinión, una crisis fiscal, un caso de 
corrupción, la afectación climática, las huelgas y protestas sociales, etc. Estos factores en todo 
caso influyen en el resultado o síntesis que se produzca en cada secuencia.  
 
En resumen, la teoría secuencial  que se utilizará como base conceptual del trabajo que 
ocupa a esta investigación, se compone de cuatro elementos que se consideran como centrales: la 
identificación de los tipos de descentralización, los actores e intereses de este proceso, la 
ordenación de preferencias y las secuencias de descentralización ordenadas de distinta forma y 
los resultados sobre la autonomía que todo este conjunto de variables producen. En el tercer 
capítulo de este trabajo buscamos identificar cada uno de estos elementos en el proceso 
descentralizador de la ciudad de Bogotá, determinar las secuencias de descentralización y los 
efectos que estas produjeron sobre la autonomía de las localidades 
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CAPÍTULO 2.  
ANÁLISIS DEL PROCESO DE DESCENTRALIZACIÓN EN BOGOTÁ 
 
 
En este apartado se busca precisar el contexto y la evolución del proceso descentralizador 
en Bogotá. Para ello se parte de un recuento de la descentralización en América Latina y 
Colombia.  Posteriormente se descenderá a la ciudad de estudio, en la cual se analiza el proceso 
descentralizador de las últimas cuatro administraciones del Distrito Capital. 
 
Este análisis parte de la revisión de los planes de desarrollo distrital, las políticas 
planteadas y asignaciones presupuestales relacionadas con medidas descentralizadoras hacia las 
localidades, a partir de esta información se pretende realizar un ejercicio de extrapolación de la 
teoría secuencial al nivel intraterritorial, valga decir, al proceso de transferencia de 
responsabilidades administrativas, políticas y fiscales desde entidades territoriales de gran 
tamaño y concentración de población, como es el caso de Bogotá, hacia sus subdivisiones 
político administrativas (localidades) 14.  
 
Este capítulo se sustenta en su primera parte en los trabajos investigativos de Finot, 
Falleti, Velásquez, Tirado Mejía, en el informe de Descentralización y Democracia Local en el 
Mundo de la Organización Mundial de Ciudades y Gobiernos Locales Unidos  y en el trabajo de 
campo realizado con diversos actores de la descentralización en Bogotá en los últimos 14 años.  
                                                             
14 Esta definición de descentralización intraterritorial es una adaptación propia del concepto de descentralización 
usado por la profesora Falletti, sumado al ingrediente semántico intraterritorial manejado por la profesora Botero  
en su obra.  
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2.1 Evolución Histórica del Proceso Descentralizador 
 
Como ya se expresó, desde el siglo XIX los problemas subnacionales no resultaban ser el 
centro del análisis académico del Estado. La academia centraba su atención en el Estado –Nación 
como unidad de análisis sin mayor interés en analizar lo que ocurría en su interior15, sin embargo 
en las últimas tres décadas del siglo XX, las reformas al interior de los estados-nación, de las 
relaciones entre el “centro” y la “periferia”, trajeron nuevamente el problema de los intereses 
subnacionales y los nacionales (Falleti, 2006). 
 
Las ciudades-estado de la antigüedad o las ciudades libres de la Edad Media precedieron, 
particularmente en Occidente, a la constitución de los reinos y de los estados-nación. Pero la 
descentralización, como institucionalización de una autoridad local por parte del Estado, se 
distingue en su sentido moderno hasta finales del siglo XVIII en Europa y  Estados Unidos. El 
Estado del siglo XIX instituye los gobiernos o concejos locales como una emanación de los 
intereses locales a cargo de la gestión de sus propios asuntos, figura que se extiende fuera de 
Europa, por la colonización o por la adopción voluntaria de los estados. Por su parte, la Unión 
Soviética y los países que siguieron su modelo, desarrollaron un tipo de Estado en el cual las 
administraciones locales no eran más que órganos territoriales del poder central (Ciudades y 
Gobiernos Unidos CGLU, 2008). 
 
                                                             
15 El problema de la formación de los Estados-Nación pasa necesariamente por identificar a los actores que se vieron 
involucrados en la formación de estas unidades a través de la historia, sin embargo la formación del orden mundial 
de la primera y segunda guerra mundial, hizo que la atención se centrara solamente en la forma Estado como unidad 
de análisis. 
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 La mayoría de los estados del mundo actual, surgieron durante los años 50 y 60 y se 
construyeron sobre el modelo de centralización, por lo que la descentralización como política y 
modelo de organización administrativa es un fenómeno relativamente reciente que está 
relacionado con las transformaciones socio-económicas de principios de los años 80s. Esto sin 
perjuicio que en algunos países como Colombia se puedan encontrar ejemplos de 
descentralización anteriores a esta fecha. 
 
De acuerdo con la CGLU mientras que la descentralización en el siglo XIX se desarrolló 
paralelamente a la construcción del estado liberal, la de finales del siglo XX se da a partir del 
cuestionamiento del keynesianismo y del estado de bienestar, lo que se traduce en la búsqueda de 
alternativas para asumir las grandes funciones colectivas del Estado. Esta evolución se produce 
en el contexto de la globalización y al agotarse el período de conflictos internos y de regímenes 
autoritarios, que afectó a un gran número de países en América Latina, África y Asia, situación 
que coincide con la caída de la Unión Soviética. 
 
 La salida de estos procesos orienta los estados hacia una lógica de mercado y hacia el 
establecimiento de reformas institucionales, entre las cuales se incluye la descentralización, que 
se apoya en procesos de regionalización sobre todo en Europa (Ciudades y Gobiernos Unidos 
CGLU, 2008). Esta evolución explica por qué la descentralización y las privatizaciones pudieron 
ser consideradas por algunos, como fenómenos vinculados o como políticas convergentes. 
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2.2 Descentralización en América Latina 
 
La descentralización latinoamericana, es un proceso que inició en la década de los 80 
como parte de un ajuste estructural en el contexto de la crisis de la deuda y la alta inflación, que 
buscó reducir el tamaño de la administración central con una segunda fase en la década de los 90 
que provino de la crisis provocada por las anteriores medidas, y que buscó mejorar las políticas 
sociales y fomentar la participación (Ciudades y Gobiernos Unidos CGLU, 2008). 
 
Fernando Rojas (citado en Montecinos, 2005), sobre las causas de la descentralización en 
América Latina señala que más que la racionalidad fiscal de los años 80, ha sido el contexto 
político el que ha determinado en gran medida el proceso descentralizador. Es así como el 
regreso de la democracia en Brasil y Paraguay, los procesos de pacificación interna en 
Nicaragua, Colombia y Guatemala, la multiplicación de centros de poder en Venezuela y la 
reorganización de la sociedad civil en Bolivia son ejemplos de los orígenes de la 
descentralización latinoamericana. La excepción viene dada por los casos de Argentina y Chile, 
en los cuales se observa que el proceso fue iniciado con la motivación de lograr mayor eficiencia 
en el uso del gasto público y fortalecer las capacidades de gestión del Estado. 
 
Otros autores como Finot, refieren adicionalmente que el cambio en la política de Estados 
Unidos favoreció que esta potencia pasara de apoyar las dictaduras militares, a promover la 
defensa de los derechos humanos y ciudadanos, recuperando el funcionamiento democrático de 
la región, así los mismos que participaron masivamente por recuperar los derechos humanos, 
reclamaban su derecho a seguir participando en las decisiones que afectaban la vida colectiva, lo 
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cual implicaba la transformación del aparato centralista a una descentralización del poder hacia 
el ciudadano (Finot, 2001).  
 
Sin embargo, este autor le resta importancia al discurso de la participación ciudadana 
como hecho histórico que marca el fin del paradigma centralista o de planificación central, 
afirmando que fue  la crisis de la deuda externa de algunos países, la cual determinó un alza de la 
tasa de interés que resultó insoportable para economías latinoamericanas y en consecuencia ante 
la necesidad de reducir los déficit fiscales se generó la tendencia a transferir responsabilidades 
sobre prestación de servicios a gobiernos subnacionales y a privatizar las empresas estatales 
(Finot, 2001).  
 
Bajo estas distintas perspectivas, tenemos que en América Latina durante las décadas de 
los 80 y 90, la transición democrática se acompañó de reformas del Estado y del inicio del 
proceso de descentralización donde se puede distinguir dos ciclos:  
 
El primero se desarrolla en los años 80, en un contexto de crisis de la deuda externa y alta 
inflación, en donde el Estado busca reducir el tamaño de la administración central y disminuir el 
déficit fiscal, se transfiere la prestación de servicios básicos a los gobiernos subnacionales y se 
privatizan empresas estatales (Ciudades y Gobiernos Unidos CGLU, 2008). 
 
El segundo ciclo se inicia a mediados-finales de la década de los 90, en medio de severas 
crisis financieras y sociales que afectan a países como Argentina, Bolivia, Brasil, Ecuador, 
México, Perú y Venezuela. Las nuevas estrategias aplicadas refuerzan las políticas sociales y 
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resaltan el desarrollo democrático y la participación ciudadana (Ciudades y Gobiernos Unidos 
CGLU, 2008). 
 
Estos ciclos tomaron diferentes formas en cada región. Los países federales reforzaron los 
niveles intermedios. En los países andinos y en Chile se implementaron reformas profundas que 
fortalecían el nivel municipal y permitían el surgimiento de un nivel intermedio (departamentos 
o regiones) en períodos de tiempo relativamente breves, aunque con fuertes fluctuaciones, 
avances y retrocesos. En el resto del cono sur los procesos de reforma fueron más lentos 
(Ciudades y Gobiernos Unidos CGLU, 2008). De esta manera la descentralización se convierte 
en una herramienta para la democratización del gobierno, un mecanismo para afrontar problemas 
económicos y una forma de organización más eficiente.  
 
En este mismo contexto histórico, el auge de tendencias de instituciones internacionales y 
multilaterales tales como la integración regional y la globalización, limitaron la acción de estado 
nacional y potencializaron la de los gobiernos locales. La ola de políticas neoliberales 
promovidas desde instituciones internacionales de gran relevancia como el Grupo Banco 
Mundial, sirvieron como refuerzo del proceso descentralizador en América Latina, pues se ha 
evidenciado que las organizaciones financieras internacionales solo incluyeron este tema en la 
agenda cuando ya los gobiernos de América Latina habían emprendido el camino 
descentralizador.  (Falleti, 2010, pág. 11).  
 
De manera anecdótica, Tirado Mejía refiere como los organismos internacionales 
multilaterales hablaban de descentralización y democracia como si fueran sinónimos; las 
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medidas descentralizadoras estaban siendo promovidas desde distintos lugares y desde 
organizaciones poderosas y como una condición para la financiación de proyectos como las 
líneas de crédito destinadas exclusivamente al fortalecimiento de los gobiernos locales por el 
Banco Interamericano de Desarrollo y el Banco Mundial, entendiendo fortalecimiento como 
saneamiento fiscal y como el fomento de la participación ciudadana para generar mecanismos de 
control y sostenibilidad (Alcaldía Mayor de Bogotá, 2001). 
 
El crecimiento urbano fue otro de los factores de gran influencia para que se reforzara la 
tendencia a descentralizar como respuesta a los problemas de aprovisionamiento de servicios 
públicos, situación que se presentó particularmente en las capitales. Las ciudades 
latinoamericanas presentaron su mayor etapa de crecimiento y concentración de población entre 
las décadas de los 40 y los 80, la migración de población de las zonas rurales hacia las ciudades 
se dio principalmente por la búsqueda de inserción en mercados laborales industriales y el 
crecimiento económico de las ciudades. Este proceso de crecimiento de las ciudades 
latinoamericanas se caracterizó entre otras cosas, por la imprevisión de las autoridades locales y 
sobre todo por la poca capacidad gerencial de estas (Alcaldía Mayor de Bogotá, 2001, pág. 25).  
 
Que el Estado pudiera responder a las necesidades poblacionales era una de las 
prioridades, sin que esto significara que la descentralización siempre tenía como objetivo 
reforzar la autonomía de las grandes ciudades (Falleti, 2010, pág. 12). Más adelante esto 
resultará fundamental para abordar el problema de investigación de este  trabajo. 
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2.3 De Latinoamérica a Colombia 
 
Para el caso colombiano, el primer tipo de descentralización implementada en el país fue 
la descentralización por servicios en la década de los 70, cuando fueron creadas las instituciones 
de desarrollo regional, hoy conocidas como las corporaciones autónomas regionales -la pionera 
fue la vallecaucana, mucho antes de los 70, en 1954, siguiendo el modelo de la Autoridad del 
Valle del Tennessee en Estados Unidos- (Colmenares, 1998).  
 
En cuanto a la descentralización territorial en Colombia,  se encuentran varios ejemplos 
que es importante revisar  atendiendo a los elementos de la teoría secuencial, es decir, se pueden 
encontrar antecedentes de descentralización en sus distintas capas: administrativa, fiscal y 
política.  
 
En lo referente a descentralización fiscal se encuentra un primer antecedente normativo 
en 1913. En aquella época por medio de la ley 14 de ese año, se dio facultades a las asambleas 
departamentales para establecer y organizar impuestos. Con posterioridad, en 1920, se expide la 
ley 34 mediante la cual se fijó la tasa del impuesto con que podían gravar la propiedad raíz. 
 
Sin embargo, las deficiencias en la administración de cobros no permiten afirmar que 
estas disposiciones hubiesen concretado un antecedente real de descentralización fiscal. Fue con 
la creación del “situado fiscal” a través de la Ley 46 de 1971, que ordenó la apropiación de un 
porcentaje de los ingresos ordinarios de la nación, para ser distribuido entre los departamentos, 
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intendencias, comisarías y el Distrito Especial de Bogotá, que se dio el primer gran avance en 
esta materia. 
 
Así mismo la ley 14 de 1983, que introdujo modificaciones de fondo en el manejo de los 
impuestos locales y la ley 12 de 1986, que asignó un porcentaje de participación del impuesto 
sobre las ventas a los entes territoriales, materializó una verdadera transferencia en el recaudo de 
recursos hacia lo local. 
 
Un antecedente significativo en materia de descentralización territorial administrativa fue 
el Decreto 77 de 1987 que le asignó a los municipios la prestación de los servicios de agua 
potable, saneamiento básico, matadero público, aseo público y plazas de mercado.  
 
La descentralización territorial en su aspecto político comienza en el gobierno de 
Belisario Betancur con la aprobación de una reforma constitucional que permitió la elección de 
alcaldes por votación popular, dicha reforma tuvo su origen en las movilizaciones sociales contra 
un estado ineficiente e incapaz de responder a las necesidades de la población. 
 
En 1991 con la expedición de una nueva constitución se consolidó el conjunto de 
reformas descentralizadoras donde se extendió la elección popular a gobernadores de 
departamentos, y se elevó a rango constitucional las reformas de orden fiscal para la 
transferencia de recursos y gastos a los niveles subnacionales. Fue precisamente este ambiente 
descentralizador el que permeó a Bogotá y le permitió dar inicio a medidas del mismo orden. 
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2.4 Bogotá y la descentralización territorial hacia sus localidades. 
 
El fenómeno descentralizador no fue ajeno a las particularidades de las grandes ciudades, 
la crisis económica sufrida por Latinoamérica en general, frenó el proceso de crecimiento de las 
grandes urbes y dio lugar a una serie de protestas y disturbios que llevaron al momento de re-
pensar las ciudades y a revisar los modelos político-administrativos. Los modelos que se veían 
como exitosos en otros países, sirvieron de base para dar esta discusión (Alcaldía Mayor de 
Bogotá, 2001), sin embargo, previo a exponer la evolución del proceso de descentralización de 
Bogotá a partir de 1991, se hará referencia a los antecedentes históricos que permiten entender la 
organización político administrativa actual del Distrito Capital. 
 
2.4.1  Antes de 1991. 
 
Desde que inició la época republicana y hasta mediados del siglo XX, Bogotá ostentó la 
misma categoría municipal que los demás centros poblados del país, por lo que 
administrativamente todos se comportaron de igual forma durante aquel periodo.  
 
 En 1905 la ciudad fue separada del departamento de Cundinamarca y pasó a ser 
dependiente de la Nación, sin embargo, en 1909 volvió a depender del departamento como un 
municipio de este. Las razones se enmarcan dentro de lo que significaba la ciudad para el 
departamento en términos de recaudo por venta de licores y cigarrillos y por el peso electoral del 
municipio para la elección de senadores, representantes a la cámara y diputados a la asamblea 
departamental (Alcaldía Mayor de Bogotá, 2001).  
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Dado que la relación entre el municipio de Bogotá y el departamento de Cundinamarca 
era tensa, se pensó en crear un régimen especial, por lo que en la reforma constitucional de 1945 
se le otorgó la condición de distrito especial a Bogotá y se dejó abierta la posibilidad para que 
esta pudiera anexar municipios vecinos, situación que se materializó años después con la 
expedición del decreto legislativo 3640 de 1954.  (Alcaldía Mayor de Bogotá, 2001, pág. 39) 
 
Este decreto sustrajo a la ciudad del régimen municipal ordinario y reglamentó la anexión 
de municipios circunvecinos. Consecuencialmente, este mismo decreto le atribuyó al Alcalde 
Mayor (en esa época designado por el Presidente) la facultad de designar alcaldes menores en las 
zonas del territorio distrital que estimara convenientes. 
 
Fue así como, el Consejo Administrativo -entidad que en la época hacía las veces de 
Concejo Municipal- expidió el Acuerdo 11 de 1954, mediante el cual se dispuso que en cada uno 
de los municipios anexados, habría un alcalde menor encargado de dirigir la acción 
administrativa y ejercer la primera autoridad de policía de la localidad con todas las funciones 
inherentes a esta investidura. En todo caso, desde esta época dicha autoridad local ha sido 
dependiente del nivel central en cabeza de la Secretaria de Gobierno (Alcaldía Mayor de Bogotá, 
2001, págs. 16-19).   
 
Para ese entonces Bogotá quedo dividida en las alcaldías menores de Suba, Usaquén, 
Fontibón, Engativá, Bosa y Usme, que corresponden a los municipios anexados, posteriormente 
a través del Decreto 677 de 1972 y el Acuerdo 7 de 1997, se crearon 16 alcaldías menores como 
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organismos integrantes de la administración distrital, las cuales estaban al mando de alcaldes 
locales de libre nombramiento y remoción, siendo estos agentes del Alcalde Mayor. 
 
Un especial esfuerzo descentralizador fue llevado a cabo a través del Acuerdo 8 de 1987 
el cual dividió a la ciudad en las 20 localidades que actualmente conocemos, a las que denominó 
zonas y creó las juntas administradoras zonales, sin embargo esta reforma nunca pudo ser 
implementada porque el Tribunal Administrativo de Cundinamarca anuló el acuerdo, ya que este 
reglamentaba una ley que no era aplicable para Bogotá.  
 
Como se puede notar, para 1991, si bien se contaba con instituciones locales, originadas 
en algunos esfuerzos descentralizadores de los alcaldes Carlos Albán Holguín en 1972, Bernardo 
Gaitán Mahecha en 1977, Augusto Ramírez Ocampo en 1982, estas resultaban débiles e 
incipientes.   
 
Fue solo a partir de 1986, con el establecimiento de la elección popular de alcaldes y de la 
Constitución Política de 1991, que se iniciaron dos procesos descentralizadores: (i) uno de la 
Nación y el Departamento de Cundinamarca hacia la ciudad y (ii) otro de la administración 
central de Bogotá hacia las alcaldías menores. Primero, porque se logró la condición de Distrito 
Capital para Bogotá, lo cual le permitió ser administrativamente independiente del departamento 
de Cundinamarca; y segundo porque se consagró el principio de descentralización con rango 
constitucional. 
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2.4.2 Después de 1991. 
 
En la Constitución del 1991 se estableció, de una parte, la división del territorio distrital 
en localidades, de acuerdo con las características sociales de sus habitantes, y de otra, la división 
de funciones y competencia en cuanto a que a las autoridades distritales les corresponde 
garantizar el desarrollo armónico e integrado de la ciudad y la eficiente prestación de los 
servicios a cargo del Distrito, y a las localidades la gestión de los asuntos propios de su territorio. 
 
Otro hito importante fue la creación en cada una de las localidades de una junta 
administradora elegida popularmente para períodos de cuatro (4) años, así como el mecanismo 
de elección de los alcaldes locales, los cuales, serían designados por el Alcalde Mayor de terna 
enviada por la Junta Administradora. 
 
En materia fiscal, se estableció además que las juntas administradoras locales 
distribuyeran y apropiaran las partidas globales que en el presupuesto anual del Distrito fueran 
asignadas a las localidades, teniendo en cuenta las necesidades básicas insatisfechas de su 
población. 
 
Este espíritu renovador y decidido a dar un régimen especial a la ciudad, surgió del 
particular empeño de los constituyentes Augusto Ramírez Ocampo16 y Jaime Castro Caicedo17 
aunando a la aceptación generalizada de la política descentralización y a una deficiencia en la 
                                                             
16 Ramírez Ocampo se desempeñó como  Alcalde Mayor de Bogotá entre 1982 y 1984, durante el mandato 
presidencial de Belisario Betancur. 
17 Quien fue posteriormente elegido Alcalde Mayor de Bogotá D.C. en las elecciones de marzo de 1992. 
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atención de los problemas de la ciudad que generó una crisis urbana (Velásquez Gavilanes, 
2003).  
 
En desarrollo de estas normas constitucionales, se realizó un primer intento de 
reglamentación por parte del Congreso a través de la Ley 1ª de 1992, la cual estableció la 
organización Juntas Administradoras Locales y las facultades de los alcaldes locales dentro de 
las que se encontraba la ordenación de gasto de los recursos de los Fondos de Desarrollo Local. 
Por su parte el Concejo y Alcalde de la ciudad adoptaron los Acuerdos 2 y 6 de 1992. 
 
Las primeras Juntas Administradoras Locales fueron elegidas en marzo de ese mismo año y los 
gobiernos locales empezaron a funcionar, sin embargo, las tres normas fueron expedidas en un 
ambiente dominado por el interés de elegir las juntas para favorecer electoralmente a 
congresistas y concejales, incluso en beneficiar la elección del candidato Jaime Castro Caicedo a 
la Alcaldía, esto generó que tanto la ley como los acuerdos se formularan deficientemente, con 
premura y mala redacción (Velásquez Gavilanes, 2003). 
 
En un balance de los primeros meses de vigencia de estas normas, el profesor Velásquez 
(2003) expone que la ineficiencia, corrupción, mala administración y clientelismo de este 
periodo se debió a los efectos de las disposiciones legales equivocadas, la ausencia de elementos 
para apoyar a las autoridades locales, la novedad y complejidad del sistema de gobierno local, el 
medio en el cual se instituyó y el estilo personal del alcalde Castro.    
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Estas normas quedaron sin validez luego de la expedición del Estatuto Orgánico de 
Bogotá, que fue impulsado por el alcalde Castro con ocasión de los graves problemas de 
corrupción e ineficiencia de las localidades, norma que a la fecha se encuentra vigente.  
 
Lo primero que hay que decir del Decreto Ley 1421 de 1993, es que debido al 
vencimiento del plazo establecido por el constituyente para expedir el régimen especial para 
Bogotá, el Presidente sancionó esta norma por decreto. En este estatuto coexisten, disposiciones 
que restringieron la autonomía local desde algunos aspectos y la apoyaron desde otros. 
 
El Decreto 1421 de 1993, dedica el título quinto a la descentralización territorial, 
fijándole cinco propósitos a la división territorial que está en cabeza del Concejo Distrital. De la 
misma manera, dedica varios artículos a fijar como autoridades locales al Alcalde Local y la 
Junta Administradora Local, y establece reglas básicas de funcionamiento y competencias. En 
este punto llama la atención el artículo 63, el cual establece la facultad del Concejo Distrital para 
que, por iniciativa del Alcalde Mayor, distribuya competencias y funciones administrativas entre 
las autoridades distritales y locales, sin embargo el desarrollo reglamentario de esta Corporación 
no se ha dado, tan solo en una ocasión en el mandato de Luis Eduardo Garzón, se propuso una 
reforma administrativa que contemplaba, entre otras cosas, un capítulo destinado a dar mayor 
autonomía a las localidades, el cual no superó el primer debate en la Comisión del Plan del 
Concejo. 
 
Hecho el estatuto, el alcalde Castro expidió el Decreto 435 de 1993, donde delega la 
ordenación del gasto de los Fondos de Desarrollo Local en los alcaldes locales y un mes después 
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mediante decretos 553 y 698 del mismo año y 050 de 1994, restringe esta ordenación a unas 
determinadas cuantías. 
 
En 1995, es elegido como alcalde Antanas Mockus Sivickas, hecho sin precedente en la 
ciudad pues, por esa época, era considerado como un anti político (Revista Semana, 1994). Se 
presentó como una esperanza para solucionar los problemas de la ciudad y llamado a conjurar las 
dificultades de ese momento, cuando Bogotá pasaba de una crisis ambiental a una ecológica, 
presentaba bajos niveles de calidad de vida y aumento de los índices de inseguridad y de 
violencia (Medellín, 1998). 
 
Durante el periodo de 1995-1999, Mockus utilizó el dispositivo pedagógico como método 
de gobierno lo que tuvo como resultado la generación de una conciencia ciudadana sobre la 
necesidad de modificar sus comportamientos para establecer un orden en la ciudad. Mockus 
encontró que el ejercicio de gobierno está regido por las reglas de re contextualización 
(Medellín, 1998). 
 
 
En su obra, Pedro Medellín hace un balance general del trabajo que realizó este ex alcalde 
con propuestas pedagógicas en pro de la cultura y convivencia basadas en la idea del discurso 
pedagógico como apropiación de otros discursos que se transmiten y se apropian de manera 
selectiva, para dar paso a su vez a otros discursos. Las grandes dificultades de este gobierno 
fueron su desconocimiento sobre la necesidad de gubernamentalizar el quehacer del gobierno, el 
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retraso en el nombramiento del secretario de gobierno y la ausencia de una agenda frente al 
Concejo de Bogotá  (Medellín, 1998). 
 
En materia de descentralización específicamente, el alcalde Mockus expidió el Decreto 
425 de 1995, por el cual se fijan los procedimientos para la elaboración de los proyectos de Plan 
de Desarrollo Local y se permite la participación de la comunidad organizada. Este mandatario 
mantiene las reglas sobre ordenación de gasto de Castro, situación que solo vendría a cambiar al 
llegar a la alcaldía Enrique Peñalosa.  
 
A los pocos días de posesión de Peñalosa como Alcalde Mayor, expide el Decreto 022 de 
1998, suspendiendo la delegación conferida a los Alcaldes Locales en materia de contratación, 
en su remplazo expide el Decreto 176 de 1998, delegando esta función en los Secretarios de 
Despacho. El decreto justificaba que las funciones asignadas a los alcaldes locales en el Decreto 
Ley 1421 de 1993 demandaban un alto grado de atención y la actividad contractual era una 
responsabilidad adicional que le distraía de las actividades de gobierno local encaminadas a la 
atención de la comunidad, apreciación sustentada en los informes de evaluación efectuados por 
los organismos de control18. 
 
Adicionalmente, el Decreto 176 de 1998 creó unas instancias técnicas de apoyo a la 
ejecución de recursos de los Fondos de Desarrollo Local denominadas Unidades Ejecutivas de 
Localidades. Estas se convirtieron en dependencias al interior de las secretarias cuya función fue 
                                                             
18 Uno de los considerandos del decreto 176 de 1998 expresa “Que las funciones asignadas a los alcaldes locales en 
el Decreto Ley 1421 de 1993, demandan un alto grado de atención y la actividad contractual se ha constituido en 
una responsabilidad adicional que le distrae de las actividades de gobierno local encaminadas a la atención de la 
comunidad, apreciación sustentada en los informes de evaluación efectuados por los organismos de control”. 
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atender los aspectos relativos a la planeación, programación, revisión y elaboración de 
componentes técnicos y legales, con el fin de lograr la contratación de bienes y servicios de los 
fondos. 
 
En cuanto a la planeación local, Peñalosa expide el Decreto 739 de 1998, que 
posteriormente sería también aprobado como acuerdo por el Concejo. El contenido de este 
decreto es en esencia el mismo del Acuerdo 13 de 2000 que hoy se encuentra vigente (Velásquez 
Gavilanes, 2003). 
 
El acuerdo 13 de 2000 fue aprobado por el Concejo de Bogotá en diciembre de 1999, sin 
embargo, el alcalde se negó a sancionar objetándolo por vicios de legalidad. El Concejo rechazó 
las objeciones y el acuerdo fue enviado al Tribunal Administrativo de Cundinamarca quien le dio 
la razón al Concejo y el alcalde Peñalosa se vio forzado a sancionarlo en julio de 2000. Esta 
norma regula el plan de desarrollo local, las autoridades e instancias de planeación; crea y 
reglamenta las instancias más importantes de la participación local: los consejos de planeación 
local y los encuentros ciudadanos.  
 
Ya en el 2001 al llegar el alcalde Mockus a su segundo mandato, expidió el Decreto 854 
de 2001, donde acoge la postura del alcalde Peñalosa en cuanto a mantener la delegación de la 
contratación en los secretarios de despacho y las funciones de las unidades ejecutivas locales. 
 
En el año 2004, Luis Eduardo Garzón asume como Alcalde de Bogotá, siendo el primer 
alcalde con período extendido a cuatro años y con una tendencia de izquierda. En cumplimiento 
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de su plan de desarrollo expidió el Decreto 612 de 2006, el cual materializaba una progresiva y 
gradual autonomía a las localidades, a la par que se desmontaba la competencia de las Unidades 
Ejecutivas de Localidades. Fue así como entregó la ordenación de gasto a los alcaldes locales en 
algunos asuntos específicos relacionados con ambiente, cultura, desarrollo económico y 
gobierno.  
 
Posteriormente, en la administración de Moreno Rojas se impulsó la descentralización 
estableciéndola como uno de los ejes estructurantes de su plan de desarrollo. Fue así como, 
expidió el Decreto 101 de 2010 hoy vigente, el cual crea el enfoque de gestión territorial, 
orientado a la creación de condiciones institucionales para que las entidades del nivel central y 
las alcaldías locales, incorporaran la dimensión territorial en el diseño y ejecución de las 
responsabilidades que tenían a su cargo. El aspecto más importante de esta norma es la 
implementación, como una de las medidas para el fortalecimiento institucional, de la devolución 
de la totalidad de la ordenación del gasto de los recursos de los Fondos de Desarrollo Local a los 
alcaldes locales. 
 
En 2012 con la llegada de Gustavo Petro a la Alcaldía se mantuvieron las medidas 
implementadas en el Decreto 101 de 2010, sin embargo, a través de la Directiva 005 de 2012 se 
dictaron los "Lineamientos de Política para las Líneas de Inversión Local en la formulación de 
los Planes Locales de Desarrollo",  los cuales se constituyeron en la herramienta de carácter 
indicativo y específico que señalaban las inversiones que podían adelantar las localidades. 
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Los recursos locales, de acuerdo con esta directiva, se debían destinar prioritariamente en 
el marco de dos grandes sectores: Movilidad (malla vial local) en un 40% y el segundo, a los 
sectores estratégicos de inversión del Plan de Desarrollo Distrital en un 60%19. Esta directiva 
busco armonizar los planes de desarrollo local con el distrital y que el nivel central asumiera 
algunos bienes y servicios que se venían prestando desde las localidades. 
 
En la actual administración de Enrique Peñalosa se mantiene este mismo esquema, es 
decir, el Decreto 101 de 2010 sigue vigente, se mantiene la ordenación del gasto en los alcaldes 
locales y a través de directiva se adoptan lineamientos de inversión local. Para para el caso de 
este alcalde se fijó una destinación del 85% del presupuesto a 6 temas estratégicos, y otro 15% 
para atender otros asuntos priorizados localmente.  
 
Como se aprecia a partir de 1991 se inicia un proceso de descentralización amparado en  
la Constitución que eleva a Distrito Capital la ciudad, dándole la capacidad de dividirse en 
localidades y asignándole a las autoridades de estas, la gestión de los asuntos propios de su 
                                                             
19 De acuerdo con la Directiva debían invertirse en:  
i. Fortalecer la promoción de la salud, los procesos de inclusión social, organización y participación en defensa de la 
salud pública.  
ii. Fomentar procesos e iniciativas orientados/as a la promoción, garantía y disfrute de los derechos de los/las 
jóvenes, en las dimensiones de salud, educación, cultura, recreación y deporte, con prioridad en aquellos en 
condiciones de vulnerabilidad. 
iii. Concurrir con la asignación de recursos para la ampliación de coberturas mediante adecuación, remodelación y 
dotación del equipamiento de los espacios determinados para la Atención Integral a la Primera Infancia -AIPI.   
iv. Promover acciones de sensibilización, promoción, prevención para la recuperación, preservación y conservación 
de los espacios del agua (incluyendo la optimización a los sistemas de acueducto y alcantarillado operados por las 
organizaciones comunitarias en las áreas rurales de la ciudad).   
v. Concurrir con el sector central en la realización de intervenciones integrales, preventivas y correctivas de gestión 
del riesgo local.   
vi. Promover una cultura de separación de residuos en la fuente, recolección separada, procesos de reciclaje y 
aprovechamiento final de las basuras.   
vii. Concurrir en el desarrollo de proyectos estratégicos definidos por el Gobierno Distrital para seguridad 
ciudadana, fundamentalmente relacionados con la prevención de los delitos, la violencia y la conflictividad cotidiana 
(autorregulación y corresponsabilidad ciudadana, pactos de convivencia, rutas de protección).   
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territorio (artículo 322 de la Constitución Política). Sin embargo, este impulso descentralizador 
ha tenido mayor o menor intensidad en cada uno de los periodos de gobierno, esta situación 
podrá ser mejor evidenciada cuando apliquemos la teoría secuencial al proceso de Bogotá. 
 
2.5  La descentralización en los Planes de Desarrollo (2001 – 2015) 
 
Hasta acá se ha hecho un recuento de cómo ha evolucionado el proceso descentralizador 
en Bogotá, en este aparte y con el fin de profundizar el origen de los procesos de 
descentralización en el espacio temporal que hemos fijado para esta investigación, se hace 
especial énfasis en las medidas que a partir de su plan de desarrollo, cada mandatario distrital 
adoptó con el fin de materializar sus propuestas en materia de descentralización. 
 
2.5.1 Antanas Mockus (2001-2003). 
 
Este Alcalde en su plan de desarrollo denominado, “Todos del mismo lado”,  fija la 
descentralización como uno de los principios orientadores de la gestión pública. 
 
Este principio lo desarrolló en el séptimo objetivo de su plan “Gestión Pública 
Admirable”, que buscaba elevar la confianza y el respeto de los habitantes de Bogotá hacia las 
instituciones y los organismos distritales y el compromiso de los servidores públicos y de todas 
las personas con una gestión efectiva y transparente (Alcaldía Mayor de Bogotá, 2001). El 
fortalecimiento de las competencias locales fue una de las estrategias para cumplir este objetivo 
y para materializar su ejecución se formuló el proyecto de inversión “localidades fuertes” al cual 
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se le asignó para todo el periodo, 12 mil millones de pesos correspondientes al 1.6% del objetivo 
y este a su vez correspondió al 6% de los recursos del plan de desarrollo.  
 
El proyecto “localidades fuertes” fue ejecutado presupuestalmente en un 70% y tenía 
como metas relevantes: (i) Un mayor número de personas percibe a las Alcaldías Locales y a las 
JAL como gestoras eficientes y eficaces del desarrollo local y (ii) Ajuste del modelo de 
asignación de recursos a las localidades a partir de criterios de eficiencia y equidad. Como 
proyectos prioritarios se fijaron el desarrollo de un sistema de información para el seguimiento 
de la gestión local y el fortalecimiento de mecanismos democráticos locales. 
 
Con particular interés se puede mencionar que la meta asignada al Departamento 
Administrativo de Planeación enfocada a “diseñar un modelo de asignación de recursos a las 
localidades a partir de criterios de eficiencia, equidad y gestión” aparece en el informe final de 
gestión como ejecutada en un 88%. Por su parte el proyecto prioritario de fortalecimiento de 
mecanismos democráticos locales asignado al Departamento Administrativo de Bienestar Social 
tuvo una ejecución final de 82%  (Secretaria Distrital de Planeación, 2004). 
 
 En resumen, la administración de Mockus no fue ajena al proceso descentralizador, sin 
embargo su gestión se limitó a procurar hacer más eficientes las tareas y recursos con las que ya 
contaban las localidades, su plan de desarrollo no avanzó en medidas descentralizadoras como si 
lo hicieron con posterioridad Garzón y Moreno. 
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2.5.2 Luis Eduardo Garzón (2004-2007). 
 
En el mandato de Luis Eduardo Garzón, se incrementa decididamente el interés del 
gobierno distrital por los procesos de descentralización hacia las localidades, no solo porque 
Garzón desarrolla y destina mayores recursos hacia el fortalecimiento local en su plan de 
desarrollo, sino porque además presentó ante el Concejo de la ciudad una reforma administrativa 
que contemplaba, entre otras cosas, un capítulo destinado a dar mayor autonomía a las 
localidades.  
 
Este proyecto de reforma pretendía distribuir competencias y funciones administrativas 
en asuntos de carácter local, para que las comunidades les pudieran exigir responsabilidades a 
sus autoridades y en forma complementaria, el proyecto buscaba precisar funciones adicionales 
de los alcaldes locales para acentuar su papel como coordinador y ejecutor de acciones de 
desarrollo en su localidad, y de las JAL para ratificar su papel de control político. 
 
 En la exposición de motivos del proyecto de reforma se evidencia la intención de llevar a 
cabo un proceso gradual de transferencia de competencias y ajuste institucional y fijaba como 
objetivo específico el “consolidar una verdadera descentralización territorial en el Distrito, 
mediante el desarrollo del sector de las localidades precisando su naturaleza jurídica y asignando 
con claridad sus competencias y funciones administrativas”. (Alcaldía de Bogotá, 2006). 
 
Este capítulo del proyecto de reforma administrativa no superó el primer debate en la 
Comisión del Plan del Concejo, debido a que un grupo de concejales lo consideró no solo 
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inconveniente desde la perspectiva política sino jurídicamente inviable por usurpar competencias 
del Congreso de la Republica (Luna, 2017) (García, 2017) (Rojas, 2017). Este capítulo fue 
finalmente eliminado en el trámite ante el Concejo de Bogotá, pero deja clara constancia del 
interés de este alcalde en favor del proceso descentralizador intraterritorial. 
 
En el plan de desarrollo de Garzón “Bogotá Sin Indiferencia. Un Compromiso Social 
contra la Pobreza y la Exclusión”, se expone que el poder estaba excesivamente concentrado en 
el Alcalde, y en la administración central por lo que se debía avanzar en la definición y puesta en 
marcha de un proceso de descentralización. En concreto, el plan de Garzón planteaba tres ejes y 
un objetivo, el cual articulaba al conjunto de las acciones. Dichos ejes eran el Social, el Urbano 
Regional y el de Reconciliación y el objetivo era el de Gestión Pública Humana, Sostenible y 
Eficaz.  
 
La descentralización se encontraba en el Eje de Reconciliación y en el objetivo de 
Gestión Pública Humana, Sostenible y Eficaz. En el eje de reconciliación se proponía adelantar 
un proceso para fortalecer la capacidad institucional de las localidades y consolidar los 
escenarios de gobernabilidad local, como condición para lograr una verdadera descentralización 
que vaya aparejada con la participación, en un marco de corresponsabilidad entre la 
administración y las comunidades organizadas; específicamente la descentralización 
correspondía a la quinta política del Eje Reconciliación, definida como la consolidación de un 
proceso gradual de desarrollo autónomo de las localidades en el cual se iban a fortalecer los 
gobiernos locales y éstos, a su vez, promoverían la integración y coordinación de las instancias 
de participación y control ciudadano respecto de los asuntos propios de su territorio. Como 
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estrategia para ello se planteó el diseño y puesta en marcha de un modelo propio de 
descentralización para la ciudad, progresivo en su ejecución en consonancia con las condiciones 
de cada localidad, basado en la corresponsabilidad de la administración central y la local, y 
fundamentado en la consolidación de las capacidades locales (Concejo de Bogotá, 2004). 
 
En el objetivo de Gestión Pública Humana, Sostenible y Eficaz, pretendió adecuar y 
desarrollar la organización Distrital dentro del marco de la descentralización y desconcentración. 
en concreto, la descentralización figuró en la primera de las políticas de este objetivo donde se 
buscaba que la institucionalidad pública se transformara y desarrollara en concordancia con las 
demandas de la ciudad para lograr la coordinación del gobierno y la autonomía progresiva de las 
localidades. La estrategia de Garzón era el desarrollo progresivo y gradual de la autonomía de las 
localidades, mediante un modelo propio de descentralización, con base en un criterio de 
corresponsabilidad que comprometiera a las autoridades locales al logro de procesos de 
organización, participación y control social, y a la Administración Distrital al fortalecimiento de 
la capacidad técnica, jurídica, administrativa, financiera e informática de las localidades. De otro 
lado, se planteó que a medida que el gobierno determinara  la autonomía de las localidades, se 
desmontaría paralelamente la competencia de las Unidades Ejecutivas Locales (Concejo de 
Bogotá, 2004). 
 
Estas dos políticas (la del eje de reconciliación y la del objetivo de gestión Pública) se 
buscaron materializar a través de los siguientes programas:  
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La política “Gobernabilidad y administración territorial de la ciudad” que tenía como 
meta apoyar procesos de fortalecimiento de la gobernabilidad local y se ejecutaba a través del 
proyecto de inversión: “Fortalecimiento del Gobierno Local” el cual tuvo una asignación 
presupuestal de $12.087 millones de pesos y logró una ejecución del  96.2%. 
 
De otra parte la política “Localidades modernas y eficaces”, que tenía como metas lograr 
unas localidades autónomas y con capacidad, técnica, jurídica y administrativa para atender las 
necesidades de la ciudadanía y se ejecutaba a través del proyecto de inversión: “Fortalecimiento 
de las Localidades” este tuvo una asignación de $49.900 millones de pesos y logró una ejecución 
68,7%. En este punto resulta de particular interés señalar que la Secretaría de Gobierno que lleva 
gran parte de la asignación presupuestal del programa  (28.545 millones de pesos) solo alcanzó 
una ejecución de 56% y presentó alguna metas suspendidas como: (i) la de asesorar y acompañar 
a las localidades en temas relacionados con respuesta directa al ciudadano, asesoría jurídica y de 
obras, unidades de mediación y conciliación, inspecciones de policía,  (ii) la de diseñar e 
implementar un marco normativo para fortalecer la justicia local y (iii) la de apoyar un proceso 
de descentralización, organización y participación social adelantar un proceso de fortalecimiento 
de la capacidad institucional técnica y administrativa de las alcaldías locales. 
 
Como balance final de la ejecución de su plan de desarrollo Luis Eduardo Garzón 
presentó como logros las estrategias: “1421 al límite” (en referencia al decreto ley) y gestión de 
reformas normativas; el apoyo político, administrativo y técnico al nivel local; la delegación en 
los alcaldes locales la ordenación del gasto en algunos temas; y  la expedición del sistema 
distrital de participación ciudadana (Alcaldía Mayor de Bogotá, 2008). 
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En resumen, la administración de Garzón tuvo especial interés en promover el proceso 
descentralizador. Sin embargo, puede decirse que su gran interés desde lo programático, no logró 
materializarse del todo en su gobierno debido principalmente a las barreras jurídicas que se 
presentaban para implementarlo. Se le reconoce que logró un agendamiento público e inició 
procesos que hasta hoy se mantienen, como las delegación de ordenación del gasto en las 
alcaldías locales, que fueron recogidos y profundizados en la administración de Moreno. 
 
2.5.3 Samuel Moreno Rojas (2008 - 2011). 
 
El plan de desarrollo “Bogotá Positiva” propuesto por Samuel Moreno se articuló en 
torno a programas sectoriales contenidos en 7 objetivos estructurales uno de los cuales se 
denominó “Descentralización”. 
 
Como se aprecia el alcalde Moreno eleva la descentralización como eje fundamental del 
plan de desarrollo, situación que no ocurrió con sus antecesores, por lo que en principio, pese a 
su cuestionada administración, resultó ser el mandatario que mayor relevancia le dio a este 
asunto en su plan de desarrollo. 
 
El quinto objetivo estructurante de este plan buscaba construir una ciudad con un modelo 
de descentralización territorial acorde con las necesidades de los territorios. Una ciudad con 
alcaldías locales autónomas administrativamente y articuladas con el nivel central, con 
competencias claras, y consolidadas institucionalmente en el marco de un enfoque de 
desconcentración (Concejo de Bogotá, 2008). 
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Este objetivo fijaba como propósitos: 
 
Contribuir a la ampliación de la democracia local, tanto representativa como 
participativa. 
 
● Aumentar la vinculación de las y los habitantes a la gestión pública, y cualificar la 
organización comunitaria en los asuntos territoriales. 
● Mejorar la provisión de servicios locales y el servicio al ciudadano. 
● Avanzar en la desconcentración de las actividades sectoriales en función de la 
distribución de competencias, aplicando los mecanismos de coordinación y articulación 
entre el nivel local y el central. 
● Garantizar complementariedad y concurrencia entre el ámbito local y los demás niveles 
territoriales. 
 
En desarrollo de lo anterior se formularon los siguientes programas: 
● Gestión distrital con enfoque territorial: establecer un esquema de planeación, 
presupuestal y de ejecución de las entidades distritales, con metas y acciones por 
localidades, con el fin de mejorar la coordinación entre las acciones del nivel central y el 
local. 
● Localidades efectivas: mejorar la capacidad física, técnica y humana de las 
administraciones locales, con el fin de optimizar su gestión y orientar su operación al 
logro de resultados eficaces y eficientes, dando cuenta de las necesidades de la 
comunidad. 
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● Gestión e implementación de la política de descentralización y desconcentración: 
Promover las reformas normativas requeridas para fortalecer la desconcentración y la 
descentralización territorial en la ciudad, en el marco de la acción unificada del gobierno. 
 
Estos programas tenía una robusta asignación presupuestal en comparación con periodos 
anteriores como se puede apreciar en el siguiente cuadro: 
Programa Asignación (en millones) Ejecución 
Gestión distrital con enfoque territorial. $72.720 89% 
Localidades efectivas. $34.688 83% 
Gestión e implementación de la política de 
descentralización y desconcentración 
$2.343 91% 
 
Tabla 4. Asignación por programa, valor de la asignación y nivel de ejecución. 
Fuente: Respuesta a derecho de petición radicado en la Secretaría de Planeación Distrital en noviembre de 2016. 
 
Al finalizar este mandato, Clara López Obregón (alcaldesa designada en virtud de la 
suspensión de Moreno), presentó como balance de cumplimiento de las acciones adelantadas los 
siguientes aspectos (Alcaldía Mayor de Bogotá, 2011): 
 
● Expedición del Decreto 101 de 2010 que concreta el modelo de gestión con enfoque 
territorial, el fortalecimiento de la capacidad administrativa de los alcaldes y alcaldesas 
locales, a través de la delegación de la facultad para contratar y la ordenación  del gasto y 
pagos con cargo al presupuesto de los Fondos de Desarrollo Local. 
● En lo que corresponde a las relacionadas con las reformas legales en el marco de lo 
dispuesto en el Plan Distrital de Desarrollo, la Secretaría de Gobierno coordinó la 
elaboración de proyectos de reforma constitucional y de ley, orientadas a conformar un 
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modelo de descentralización en la ciudad, sin embargo, ninguna de ellas tuvo eco en el 
nivel nacional. 
● En cuanto a las reformas mediante acuerdos, la Secretaría de Gobierno coordinó la 
realización de estudios sobre la división territorial, la estructura organizativa de las 
localidades y la distribución de competencias, que sirvieron de base para la preparación 
de los proyectos de acuerdo sobre división territorial de la ciudad y sobre organización 
administrativa y distribución de competencias.  
 
Estas propuestas fueron presentadas a consideración de Concejales, Ediles, 
Representantes del Consejo Distrital de Planeación, académicos y consultores, así como a la 
ciudadanía en general en el Foro “Un modelo democrático de ciudad, los retos de la 
descentralización”, realizado en abril de 2011.  Sin embargo, el informe nada dice sobre el 
trámite y resultado de estas iniciativas que a la postre no tuvieron eco.  
 
Sin perjuicio, de los dos últimos puntos señalados, relacionados con la poca efectividad 
en el trámite de reformas legales y reglamentarias para ampliar el marco normativo de la 
descentralización, lo cierto es que la administración de Moreno con la expedición del Decreto 
101 de 2011 fue la que más avanzó en un proceso de descentralización. Su relevancia en el plan 
de desarrollo y la cantidad de recursos invertidos, evidencian que esta administración dejó 
medidas descentralizadoras que continúan aún vigentes, tal como  la delegación total de la 
ordenación del gasto local en cabeza de los alcaldes locales. 
2.5.4 Gustavo Petro (2012- 2015) 
 
El plan de desarrollo de  Gustavo Petro giraba en torno a los siguientes ejes: (i) Una 
ciudad que reduce la segregación y la discriminación: el ser humano en el centro de las 
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preocupaciones del desarrollo. (ii) Un territorio que enfrenta el cambio climático y se ordena 
alrededor del agua. (iii) Una Bogotá en defensa y fortalecimiento de lo público.  
 
La descentralización hacia parte del tercer eje, específicamente en el programa 
“fortalecimiento de las capacidades de gestión y coordinación del nivel central y las localidades 
desde los territorios”, en dicho programa se expone que la descentralización se asume como un 
refuerzo a la participación de la ciudadanía en los procesos de planeación, presupuesto y control 
de las administraciones locales. Para ello fija como proyectos prioritarios: 
 
• Reorganización de las estrategias de intervención de los sectores en las localidades, que 
contemplaba el apoyo a las alcaldías locales en el mejoramiento de espacios y áreas 
físicas con los modernos conceptos de gestión administrativa donde se genere un clima 
de bienestar para el cumplimiento de su función y operatividad, contribuyendo a una 
eficiente prestación del servicio. 
 
• Estatuto de la planeación de Bogotá para reformar el Acuerdo 12 de 1994 y el Acuerdo 
13 de 2000, donde se buscaba desarrollar las acciones necesarias para definir el esquema 
de localidades de la ciudad y fortalecer la democracia local, así como elaborar un 
Estatuto de Planeación que reformara los acuerdos 12 de 1994 y 13 de 2000, con el fin de 
armonizar temporal y funcionalmente los procesos de planeación distrital con el de las 
localidades y ampliar los procesos de planeación local.  
 
Para el efecto planteó como metas las siguientes: 
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● Realizar un proceso de definición de competencias exclusivas para las localidades que 
mejoren la gestión local, mediante de un proyecto de acuerdo presentado ante el Concejo 
de Bogotá.  
● Diseñar e implementar un sistema de información de gestión de las localidades.  
● Mejorar los índices de eficiencia en la gestión de las localidades de acuerdo con los datos 
del observatorio de descentralización. 
● Fortalecer la gestión de las alcaldías locales con mayor eficiencia y medición de 
impactos.  
● Proponer un estatuto de planeación para la ciudad que reforme el Acuerdo 12 de 1994 y 
el Acuerdo 13 de 2000. 
 
Como balance de la ejecución del programa de “fortalecimiento de las capacidades de 
gestión y coordinación del nivel central y las localidades desde los territorios” se encuentra una 
asignación presupuestal para el cuatrienio $46.502 millones de pesos y se alcanzó una ejecución 
presupuestal del 89.11%. 
 
Para resaltar, sin perjuicio de la ejecución presupuestal ya referida, puede decirse que en 
cuanto a su meta de modificar los acuerdo 12 y 13, a diciembre de 2015 el proyecto de acuerdo 
no fue radicado. El informe final del plan de desarrollo frente a este punto menciona que “En el 
último trimestre del año 2016 (sic), el proyecto se encontraba en la DSAE (Dirección de 
Seguimiento y Análisis Estratégico de la Secretaría de Gobierno), a espera del pronunciamiento 
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de los sectores de la administración con el propósito de recibir los conceptos de viabilidad” 
(Secretaría Distrital de Planeación, 2015).  
 
Si bien el gobierno de Petro mantuvo la dogmática del Alcalde Mayor frente a la 
importancia de la descentralización en la agenda pública, la cantidad de metas y actividades, así 
como la asignación presupuestal no fue de la magnitud de la administración Moreno. Es posible 
decir, que no se profundizó en el tema. En parte, a la baja voluntad política de los actores locales 
de impulsar una reforma legal o reglamentaria. Por el contrario se limitó de alguna manera el 
grado de autonomía que habían ganado las localidades en la disposición de los recursos 
asignados, bajo la expedición de una circular que orientaba la inversión local. 
 
 
2.6  Bogotá: ¿existe un modelo de descentralización en Bogotá? 
 
En principio no puede afirmarse, desde lo conceptual, que el proceso de Bogotá sea 
estrictamente de descentralización. Como ya vimos, existen varias clases de descentralización 
siendo las más relevantes, la territorial y por servicios. Si revisamos estos dos conceptos se 
puede afirmar que con relación a sus localidades en Bogotá no opera una descentralización 
territorial, pues es un elemento  de la esencia de la descentralización territorial, que el nivel  de 
gobierno receptor de las medidas sea formal, valga decir, que este reconocido como entidad 
territorial, tal como fue precisado en el capítulo anterior. 
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En Colombia las categorías de entidades territoriales son determinadas exclusivamente 
por la Constitución20, ni la ley ni el reglamento pueden establecer otras (Hernández, 1999). Así, 
ni las veredas, ni las comunas, ni los corregimientos, ni las localidades tienen carácter de entidad 
territorial.  
 
Las localidades de Bogotá tienen un reconocimiento de rango constitucional21, pero este 
se circunscribe a una división territorial. Por otro lado, la misma Constitución enuncia que las 
localidades cumplirán las funciones administrativas que se le repartan, lo que nos lleva a 
examinar el modelo bogotano como una descentralización funcional o por servicios. 
 
La descentralización funcional o por servicios asigna funciones a una entidad 
especializada, cabe preguntarse entonces si la localidad puede considerarse como tal. La 
respuesta obvia es en principio: no. Sin embargo, es importante acotar que el decreto ley 1421 de 
1993 creó los Fondos de Desarrollo Local22, estos fondos reúnen en líneas generales los 
elementos que la ley ha decantado para las entidades o institutos descentralizados23, salvo por 
                                                             
20 ARTICULO 286. Son entidades territoriales los departamentos, los distritos, los municipios y los territorios 
indígenas. La ley podrá darles el carácter de entidades territoriales a las regiones y provincias que se constituyan en 
los términos de la Constitución y de la ley. 
21 ARTICULO 322.  … Con base en las normas generales que establezca la ley, el concejo a iniciativa del alcalde, 
dividirá el territorio distrital en localidades, de acuerdo con las características sociales de sus habitantes, y hará el 
correspondiente reparto de competencias y funciones administrativas… (Subrayado y negrilla fuera de texto) 
22 ARTÍCULO 87. Naturaleza. En cada una de las localidades habrá un fondo de desarrollo con personería jurídica y 
patrimonio propio. Con cargo a los recursos del fondo se financiarán la prestación de los servicios y la construcción 
de las obras de competencia de las juntas administradoras. La denominación de los fondos se acompañará del 
nombre de la respectiva localidad. 
23 ARTICULO 68. ENTIDADES DESCENTRALIZADAS. Son entidades descentralizadas del orden nacional, los 
establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado, las sociedades públicas y las 
sociedades de economía mixta, las superintendencias y las unidades administrativas especiales con personería 
jurídica, las empresas sociales del Estado, las empresas oficiales de servicios públicos y las demás entidades creadas 
por la ley o con su autorización, cuyo objeto principal sea el ejercicio de funciones administrativas, la prestación de 
servicios públicos o la realización de actividades industriales o comerciales con personería jurídica, autonomía 
administrativa y patrimonio propio. Como órganos del Estado aun cuando gozan de autonomía administrativa están 
sujetas al control político y a la suprema dirección del órgano de la administración al cual están adscritas. 
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uno: la autonomía administrativa. A pesar  de que los fondos cuentan con personería jurídica y 
patrimonio propio la ley no les dio autonomía administrativa. Esta situación nos deja entonces 
con la conclusión inicial de que las medidas de transferencia de competencias, recursos y 
autoridad hacia las localidades no pueden considerarse descentralización en sentido estricto (bien 
sea territorial o funcional). 
 
Si las medidas de transferencia de responsabilidades, recursos y autoridad hacia las 
localidades  no pueden considerarse conceptualmente descentralización en sentido estricto, 
conviene entonces examinar las figuras de desconcentración y delegación. 
 
La desconcentración, como se expuso, es la concesión por disposición legal previa, de 
atribuciones a órganos inferiores dentro de la misma organización de una entidad pública. 
Aplicado al caso bogotano tenemos que la Constitución y la ley contemplan la división del 
territorio de la ciudad en localidades, crea las juntas administradoras locales y los fondos de 
desarrollo local, con el objetivo de financiar la prestación de los servicios y la construcción de 
las obras de competencia de aquellas. 
 
Aparecen entonces tres estamentos: la junta administradora, el alcalde local y el fondo de 
desarrollo local, los dos primeros de creación constitucional y el tercero de creación legal. En ese 
sentido, tendríamos que las atribuciones asignadas por la ley o decreto de carácter general a las 
localidades y específicamente a los alcaldes locales, configuran una desconcentración, sin 
embargo, los alcaldes son autoridades locales pero no un órgano funcional, como lo exige la 
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doctrina de la desconcentración, por lo que en estos casos podría incluso pensarse más que 
estamos al frente de una delegación por vía de ley o reglamento. 
 
Por otro lado,  la asignación de recursos y su manejo a los fondos de desarrollo, si bien 
podría considerarse desconcentración también tiene un elemento particular, y es que el receptor 
de la atribución no es en estricto sentido un órgano inferior de la misma entidad, pues cada fondo 
como ya se advirtió tiene personería jurídica propia. Agregando otra particularidad, y es que el 
representante legal de los fondos de desarrollo local es el Alcalde Mayor quien coincide con la 
representación legal del órgano superior que es el Distrito Capital. 
 
Para el caso de las juntas administradoras igualmente habrían dudas de encasillar sus 
atribuciones como fruto de la desconcentración, pues es en definitiva una corporación pública 
independiente no un órgano funcional inferior. 
 
Si se revisa la delegación, es también difícil encontrar plena coincidencia de sus 
elementos con las medidas de transferencia de atribuciones de Bogotá, por citar solo un ejemplo, 
la delegación es una figura administrativa que se da entre funcionarios no entre niveles de 
gobierno o unidades administrativas (Hernández, 1999). 
 
Sin embargo, lo cierto es que muchas de las “medidas descentralizadoras” de mayor 
impacto, se han materializado en delegaciones como la transferencia de ordenación de gasto y 
capacidad de contratación. 
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Así las cosas, cobra todo el sentido la afirmación de la profesora Botero, cuando dice que 
Bogotá cuenta con un esquema de descentralización sui generis, que recoge matices de distintas 
corrientes descentralizadoras acomodadas y ensambladas con elementos de procesos de 
desconcentración y delegación (Botero, 2010). 
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CAPÍTULO 3.  
SECUENCIAS DE DESCENTRALIZACIÓN EN BOGOTÁ 
 
 
El presente capítulo contiene el ejercicio de extrapolar la teoría secuencial de Tulia 
Falletti al proceso de descentralización de una ciudad de gran tamaño. Este trabajo significaría el 
primer esfuerzo por estudiar el proceso descentralizador de una ciudad sui generis y su modelo 
de administración que fue explicado en el capítulo anterior mediante la aplicación de la teoría 
secuencial, como quiera que la misma, ha sido aplicada solamente al estudio de los procesos 
descentralizadores a nivel de países latinoamericanos: México, Colombia, Argentina y Brasil, tal 
como se mencionó en el primer capítulo.  
 
Como hipótesis de investigación, el presente documento plantea que las secuencias de 
descentralización en Bogotá, de los últimos 14 años, reflejan resultados variables en torno al 
grado de autonomía en las localidades en relación al nivel distrital de gobierno. Esto se explica 
por los resultados de las secuencias y los mecanismos de autorrefuerzo de los ganadores y de 
compensación de quienes resultaron perdedores en algunos casos, situación que se evidencia en 
los constantes intentos por transferir funciones, recursos y autonomía política a las localidades de 
parte del nivel central, los cuales en muchos casos resultaros prontamente reversados y 
compensados. En definitiva, se trataría de un resultado intermedio del grado de autonomía 
transferido al nivel inferior. 
 
Sin tener interés en determinar si el proceso descentralizador es deseable o no, la teoría 
secuencial tiene como propósito principal establecer parámetros del resultado sobre la autonomía 
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de las secuencias de descentralización en las unidades subnacionales. De acuerdo a cómo se 
den  algunas condiciones políticas, de reforma y de tiempo, al orden como se den las secuencias 
de los tipos de descentralización24, se producen altos o bajos niveles de autonomía. Incluso, el 
resultado final puede ser la reducción de la autonomía. Para lograr el cometido de este trabajo –
aplicar la teoría secuencial de Falleti- será necesario realizar algunas precisiones en cuanto a la 
definición de algunos conceptos de la misma, sin que esto signifique realizar cambios de sus 
elementos centrales o relevantes. Se trata más bien de una adaptación lógica del marco teórico y 
a las particulares del caso de estudio, sin pretender su reformulación en aspectos esenciales. 
 
En este sentido la primera precisión conceptual que debe hacerse, se enmarca en la 
definición del objeto de estudio. Así, mientras que Falleti estudia el proceso de descentralización 
en países que tienen tres niveles de gobierno: central, intermedio y local25, para el caso de 
Bogotá solamente comprenderemos dos niveles de gobierno, representados en la Alcaldía Mayor 
de Bogotá D.C., que denominaremos nivel distrital y las 20 localidades que en adelante se 
denominará como nivel local. Esto conlleva a que las medidas de descentralización, que en los 
casos de estudio de Falleti tienen como destinatarios a los niveles intermedio y local (ya sea en 
simultáneo o por separado generando en ocasiones competencia entre niveles), tengan solamente 
como destinatarias a las alcaldías locales. 
  
 
                                                             
24 De acuerdo con Falleti (2010) el “timing” en que se dan las secuencias de los tipos de descentralización es una 
variable de gran relevancia, que afecta de significativamente el resultado final del proceso de descentralización 
sobre la autonomía de las entidades subnacionales. 
25 Para el caso colombiano tendríamos el nacional, departamental y el municipal o distrital. 
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La descentralización en Bogotá entonces presenta un comportamiento al interior de la 
unidad territorial Distrito, como primera diferencia con el proceso descentralizador clásico 
comprendido como la cesión de autonomía26 de un nivel superior de gobierno hacia niveles 
inferiores, esto sería, entre gobierno nacional o federal hacia entidades territoriales 
diferenciables. En este sentido, se entenderá la descentralización intraterritorial, tal como ya se 
dijo antes, como la transferencia de responsabilidades administrativas, políticas y fiscales desde 
entidades territoriales de gran tamaño y concentración de población, como es el caso de Bogotá, 
hacia sus localidades. 
 
Para el estudio del proceso descentralizador en Bogotá se aborda de manera esquemática 
la teoría secuencial de la descentralización, tanto en los conceptos aplicados por Falleti como 
también metodológicamente (identificando los tipos de descentralización, actores parte del 
proceso, ordenación de preferencias, secuencias de descentralización). Por supuesto, como ya se 
ha señalado, se deberá acotar las definiciones de algunos conceptos y su aplicación, dadas las 
particularidades del proceso de descentralización en Bogotá. 
 
 
 
 
 
                                                             
26 No obstante que en las definiciones clásicas de la descentralización las medidas siempre conducen a un 
incremento de la autonomía y cesión de poder, la teoría secuencial explica cómo también las medidas 
descentralizadoras pueden incrementar el grado de dependencia. 
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3.1 Primer Elemento de la Teoría: Tipos de descentralización en el Distrito Capital de 
Bogotá 
 
De acuerdo con las distintas teorías de la descentralización pueden identificarse tres tipos 
o capas de descentralización: administrativa, política y fiscal.  Vista la complejidad al momento 
de determinar si una medida es considerada de descentralización, desconcentración o delegación, 
para efectos del análisis nos atendremos al sentido amplio de la descentralización, entendido 
como cualquier medida encaminada a transferir autoridad, recursos o responsabilidades al nivel 
local de la ciudad. Así mismo, se entenderá como descentralización administrativa, 
descentralización fiscal y descentralización política, de cara al análisis del proceso 
descentralizador en Bogotá D.C. lo siguiente: 
 
La descentralización administrativa en el proceso de descentralización de Bogotá, será 
comprendida en el mismo sentido que la definición de la profesora Falletti, valga decir, como el 
conjunto de medidas de orden constitucional, legal y administrativo, que conllevan a la 
asignación de competencias y funciones, que inicialmente se encuentran en un nivel de gobierno 
y que pueden ser delegadas o asignadas en un nivel inferior (Falleti, 2010). Para este caso en 
particular, hace referencia a las funciones de la Alcaldía Mayor de Bogotá que pasan a ser 
competencia de las alcaldías locales o los fondos de desarrollo local. 
 
 Si bien tomaremos la definición que se hace en la teoría secuencial de la 
descentralización de tipo administrativa -por su completa adaptación al caso del Distrito Capital-, 
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es preciso realizar algunos ajustes a las definiciones que tendremos de los otros dos tipos: la 
fiscal y la política. 
 
En la descentralización fiscal es preciso aclarar que en la definición original (de la teoría 
secuencial), esta se refiere a las políticas destinadas a aumentar los ingresos o la autonomía fiscal 
de los gobiernos subnacionales, para el caso de la descentralización intraterritorial de Bogotá esta 
no puede extrapolarse en sentido estricto.  
 
En Colombia son entidades territoriales los departamentos, los distritos, los municipios, 
las provincias, las regiones y los territorios indígenas, en ese sentido, solo las entidades 
territoriales tiene facultad por disposición constitucional para crear tributos y recaudarlos por lo 
que, en estricto sentido, una descentralización intraterritorial no conlleva autonomía fiscal en los 
nivel inferiores a la entidad territorial para este caso, las localidades.  
 
Otra forma de entender una medida de descentralización fiscal en este contexto sería la 
asignación  y la capacidad de disposición de estos recursos, así, la forma en que se permite 
disponer de esos recursos destinados para el desarrollo local incide en la mayor o menor 
autonomía de las localidades. En este sentido, a efecto de la aplicación de la teoría secuencial de 
la descentralización que realizaremos para la ciudad de Bogotá D.C., será definida como la 
capacidad de los alcaldes locales para disponer de los recursos que son asignados a la localidad y 
definir su inversión. A diferencia de la definición de descentralización fiscal en la teoría de 
Falleti, que se encuentra enfocada hacia la obtención de un mayor número de ingresos (ya sea vía 
transferencias o recaudo propio), nuestra definición para el caso de Bogotá D.C. se encuentra 
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enfocada hacia la capacidad de gasto. En estricto sentido, las medidas de descentralización fiscal 
de nuestra investigación corresponden a una delegación de las facultades del Alcalde Mayor 
hacia las autoridades locales de disponer de los recursos asignados a la localidad. 
 
Por su parte, si se comprendiera la descentralización política de las localidades como una 
situación en la que los alcaldes locales fueran elegidos por votación directa, tal como se 
entendería la teoría secuencial, esta situación no habría tenido lugar en la ciudad. Sin embargo, 
las alcaldías locales como unidades dependientes de manera vertical de su nivel superior de 
gobierno, sí experimentaron un mínimo de apertura a la participación democrática a través de las 
Juntas Administradoras Locales. Estas se comprenden como un espacio de representación de la 
población de una localidad ante la autoridad administrativa en cabeza del alcalde local y en todo 
caso, cumplen algunas funciones que determinan asuntos en las localidades. 
 
En este sentido, este trabajo define la descentralización política en Bogotá como 
aquellas medidas de rango legal o reglamentario, que transfieren autoridad política a través de la 
creación o ampliación de espacios de representación local de los intereses de las comunidades 
que forman la localidad. 
 
De acuerdo con la teoría secuencial de Falleti, los dos primeros tipos de descentralización 
(administrativa y fiscal) pueden o no generar autonomía en los receptores de las medidas 
descentralizadoras, y así mismo contrario a los tipos de descentralización administrativa y fiscal, 
la descentralización política por definición, siempre tendrá como consecuencia la generación de 
mayores niveles de autonomía. 
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3.2 Segundo elemento de la teoría: actores de la descentralización en Bogotá 
 
La comprensión del problema de la descentralización como un problema político de 
negociación entre actores y coaliciones, es otro gran componente de la teoría secuencial de 
Falleti. Este componente busca identificar aquellos actores que resultaron favorecidos o que 
vieron disminuida su influencia con el devenir de las secuencias. 
 
Para el caso de Bogotá, en el nivel distrital tenemos como actores al Alcalde Mayor y sus 
secretarios de despacho y a los concejales. En el nivel local encontramos como actores relevantes 
al alcalde local, los ediles de la JAL elegidos popularmente y a las organizaciones o empresas 
que proveen bienes o prestan servicios a la localidad. 
 
3.2.1 Los intereses de las autoridades distritales. 
 
3.2.1.1 Alcalde Mayor y secretarios de despacho. 
 
De acuerdo con la teoría secuencial, los actores distritales en principio no estarían  
alineados con los intereses locales, pues en materia de descentralización la mayor autonomía de 
las localidades implica necesariamente restarle poder al nivel central. Sin embargo, para el caso 
de Bogotá, podemos afirmar que al menos programáticamente, como se pudo apreciar en el 
segundo capítulo de este trabajo, el nivel Distrital ha tenido dentro de su discurso la priorización 
de las medidas de descentralización en las localidades, tal como se evidencia en los planes 
distritales de desarrollo.  
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Para el caso de los secretarios de despacho, se supondría que sus intereses están 
plenamente alineados con los del Alcalde Mayor quien es su nominador, sin embargo, los 
secretarios de despacho suelen en gran medida oponerse a la transferencia de competencias en la 
medida que estas restrinjan su capacidad de decisión o de ordenación de gasto, tal como como lo 
confirmó Clara López Obregón y Fernando Rojas en sus entrevistas, al afirmar  “nadie quiere 
renunciar a su capacidad de contratación” (López Obregón, 2017) (Rojas, 2017). 
 
El hecho de que en los planes de desarrollo los alcaldes mayores incluyan procesos de 
descentralización, permite afirmar que al menos en el discurso no existe un antagonismo de 
intereses locales versus distritales, lo cual evidencia un consenso en la necesidad de 
descentralización. Ahora, lo que sí puede demostrarse es que en cada periodo de gobierno, el 
Alcalde ha tenido mayor o menor interés en descentralizar, situación que pudo evidenciarse a 
través el análisis efectuado en el segundo capítulo. 
 
3.2.1.2 Concejales. 
 
Situación distinta opera con los intereses de los concejales como autoridades 
distritales.  Para los concejales la explicación de sus intereses puede variar según sus lealtades 
partidistas y su militancia en causas específicas. Por ejemplo, para un ex concejal como 
Fernando Rojas sus intereses al contrario de lo que podría suponerse, están enfocados por 
mayores grados de autonomía en la localidad, esto puede explicarse por un lado, a que pertenece 
a un partido de izquierda que tuvo como bandera el proceso descentralizador y por otro,  a que su 
origen en la política viene precisamente de la localidad Chapinero donde fungió por dos periodos 
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como Edil. Esta situación no es generalizable para otros concejales que bien pueden no estar 
interesados en buscar esta autonomía pues representa un riesgo para sus intereses electorales, 
dado que el mayor grado de autonomía a la localidad fortalece políticamente a los ediles quienes 
pueden ser eventuales rivales.  
 
Una interesante explicación de esta rivalidad la explica Clara López, quien expresa cómo 
la capacidad de incidir en la ordenación del gasto para un concejal es casi nula, pues siempre que 
se lleva un proyecto de acuerdo al concejo para modificar el presupuesto, debe contar con el aval 
del secretario de hacienda. En cambio, en el nivel local, los ediles sí tienen competencia y 
capacidad de decisión para realizar este tipo de modificaciones, por tanto, los concejales se han 
opuesto, en forma general, al incremento de autonomía de las localidades, principalmente en 
materia de disposición del gasto, porque esto significaba una reducción de poder relativo y de 
intermediación (López Obregón, 2017). 
 
En este punto y de acuerdo al trabajo de campo realizado, basta concluir que el orden de 
preferencias de los concejales de la ciudad no es homogéneo, ni tampoco pronosticable como 
podría hacerse por parte de los congresistas, quienes sistemáticamente en su trabajo legislativo 
han archivado todos los intentos de introducir mayor autonomía a las localidades, dejando esta 
decisión en manos del Concejo Distrital y principalmente del Alcalde Mayor. 
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3.2.2 Intereses Locales 
 
3.2.2.1 Autoridades locales. 
 
Los intereses de los actores del nivel local pueden explicarse como lo hace la profesora 
Falletti identificando dos tipos de lealtades: la partidista y la identidad territorial. Para el caso en 
estudio, encontramos que la lealtad partidista tanto del alcalde local como de los ediles, se 
caracteriza más por un deber de obediencia a quien podríamos denominar su “superior político” 
que corresponde al Concejal, Representante a la Cámara o político de mayor grado con el que ha 
hecho alianza. Sin embargo, no es una lealtad indiscutible, de hecho existen varios ejemplos de 
ediles que no cuentan con ningún respaldo en el Concejo o en el Congreso, o en algunos otros 
casos, ediles que indistintamente han apoyado a concejales o representantes de distintos partidos, 
en otras palabras, muchos ediles ofrecen su apoyo “al mejor postor” en épocas electorales (Pérez, 
2017). 
 
Ahora bien, la identidad territorial tampoco es un factor fundamental en la definición de 
los intereses de los actores locales. Si bien el arraigo local hace parte de los discursos de los 
actores como alcaldes locales y ediles, lo cierto es que un gran porcentaje de la población 
presenta una baja participación electoral. Como ejemplo de esto, para las elecciones distritales de 
octubre de 2015, 6 de cada 10 personas encuestadas por Bogotá Cómo Vamos, manifestaron que 
no sufragarían en dichas elecciones, situación que se acentúa aún más en los jóvenes de 18 a 25 
años, quienes respondieron que 7 de cada 10 no lo harían (Encuesta de percepción ciudadana, 
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2015). En este mismo sentido, a esta situación se le suma la baja participación ciudadana en 
distintos escenarios políticos y sociales en Colombia. 
 
Los ediles no muestran un alto grado de congruencia y representatividad de los intereses 
locales y su lealtad obedece más a los intereses del grupo de personas que lo apoyan 
electoralmente, situación que puede o no coincidir con los intereses territoriales, entendidos 
como aquellos que procuran el bienestar de los ciudadanos de la localidad. Particularmente en el 
caso de Bogotá, aunque el 48% de sus habitantes consideran que los asuntos públicos son 
importantes en su vida, solamente un 7% participa efectivamente en agrupaciones políticas o 
espacios de control social de lo público (Corpovisionarios, 2013, pág. 30).  
 
Para el caso de los alcaldes locales dado su mecanismo de selección, suelen tener 
intereses afines a quienes han sido sus aliados para llegar al cargo, así, de un lado para ser 
ternado debe necesariamente contar con la simpatía y apoyo de un grupo de ediles, y por otro, 
contar con las calidades y respaldo para que sea finalmente seleccionado por el Alcalde Mayor. 
 
3.2.2.2 Organizaciones de la localidad 
 
Los actores sociales  de la localidad como las organizaciones cívicas, son otro 
componente de gran relevancia que puede alinearse con los intereses del centro o los locales 
dependiendo de si las reformas afectan o mejoran su posición, tal como se explica en la teoría de 
Falleti. En ocasiones los actores sociales prefieren mantener centralizadas algunas funciones a 
fin de mantener su posición de privilegio sobre la toma de decisiones. De igual manera empresas 
84 
 
u organizaciones pueden abogar a favor de la descentralización si esto significa incrementar su 
nivel de incidencia. Sin embargo, del trabajo de campo realizado, en el cual se consultaron varios 
miembros de organizaciones locales, se encontró un malestar generalizado frente a los tomadores 
de decisiones de ambos niveles y un interés legítimo en que se resuelvan sus necesidades con 
enfoque territorial, esto, sin importar si tales soluciones o servicios son suministrados desde el 
nivel central o el local.   
 
3.2.2.3 Tercer Elemento de la Teoría: Orden de Preferencias. 
 
Estudiados los intereses de los distintos actores corresponde entonces establecer el orden 
de preferencias de cada uno. 
 
Para la situación de Bogotá resulta particularmente relevante entender que el orden de 
preferencias varía especialmente entre la Descentralización Administrativa (DA) y la 
Descentralización Fiscal (DF), esto tiene explicación en el hecho de que para que se materialicen 
medidas de descentralización política, como podría ser la elección popular de alcaldes locales, se 
requieren cambios de orden constitucional y legal y es muy poco el margen de maniobra de los 
actores distritales (Alcalde Mayor y Concejo Distrital) tienen en este.  
 
No obstante, es preciso señalar que la iniciativa constitucional relativa a la elección por 
voto popular de los alcaldes locales, si bien se ha propuesto, no ha sido vista como una reforma 
verdaderamente viable y no existen coaliciones alrededor del tema. 
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Para Mockus predominó un orden de preferencias de DA > DF > DP, como lo veremos 
más adelante, si bien este alcalde en su discurso introdujo el fortalecimiento de las localidades, lo 
cierto es que bajo su administración se incrementaron más las funciones y delegaciones hacia las 
localidades que el incremento en la capacidad de disposición de los recursos, lo que es una 
evidencia de descentralización administrativa antes que fiscal. 
 
En la administración de Garzón predominó un orden de preferencia DF > DA > DP, 
situación que se explica (como se expresó en el segundo capítulo), por las acciones que 
estuvieron encaminadas al desmonte de las UEL y la trasferencia de ordenación del gasto en 
algunos asuntos hacia los alcaldes locales. Este incremento no solo en la capacidad de disponer 
sino en los recursos destinados a las medidas descentralizadoras, resulta ser una evidencia de 
primacía de la descentralización fiscal sobre la administrativa, lo que en definitiva compensó la 
alta transferencia de funciones de la administración anterior. 
 
En el periodo de gobierno de Samuel Moreno se mantuvo un orden de preferencia DF > 
DA > DP, el cual se evidencia en la expedición del Decreto 101 de 2010 como medida para el 
fortalecimiento institucional, que trajo la devolución de la totalidad de la ordenación del gasto de 
los recursos de los Fondos de Desarrollo Local, medida que significó un autorrefuerzo de la 
secuencia anterior en donde se profundizó en la descentralización fiscal por encima de la 
administrativa. 
 
Por último, la alcaldía de Gustavo Petro, al igual que la del Antanas Mockus, manifiesta 
un orden de preferencias DA > DF > DP. Esto se explica por limitación en la discrecionalidad de 
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la ordenación del gasto a nivel local, la cual se expresa a través de la expedición de la Directiva 
005 de 2012, que establece lineamientos de política para las líneas de inversión local: Movilidad 
(malla vial local) en un 40% y el segundo, a los sectores estratégicos de inversión del Plan de 
Desarrollo Distrital en un 60%. Se trata entonces de una medida que buscaba la coherencia entre 
el gasto en las localidades con las grandes metas de desarrollo del nivel central. Como se podrá 
apreciar más adelante, esta medida representa en buena forma, la visión preponderante respecto 
del gobierno de la ciudad que tienen varios actores relevantes y líderes de opinión en la ciudad. 
 
De otra parte y a nivel local, de manera general puede indicarse que los intereses locales 
están enfocados a una mayor descentralización, sobre todo la política y fiscal, aunque el mayor o 
menor grado de intensidad en la misma puede variar por las lealtades políticas, intereses o 
capacidad de incidir. 
 
La descentralización administrativa es el tipo de transferencia funcional menos deseada 
en el nivel local, sobre todo si esta no se acompaña de las facultades de ordenación de gasto y 
presupuesto suficiente para asumirlas con eficacia. Esta transferencia de funciones sin recursos,  
de acuerdo con la teoría secuencial de la descentralización, puede resultar en una reducción de la 
autonomía, lo cual justifica entonces, la extrapolación de la teoría de Falleti corresponde con el 
resultado entre los niveles nacionales y subnacional (Falleti, 2006). 
 
Un resumen de lo expresado en este aparte sobre los intereses de los actores y su orden de 
preferencias sería el siguiente: 
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Actor nivel central Orden de Preferencias 
Alcaldes mayores DA > DF > DP 
Concejales DA > DF > DP 
Secretarios de despacho DA > DF > DP 
Tabla 5. Orden de Preferencias de los Actores a Nivel Central 
Fuente: elaboración propia con base en la teoría secuencial de la descentralización de Tulia Falleti (2010). 
 
Actor nivel local Orden de Preferencias 
Alcaldes locales DF > DP > DA 
Ediles DP > DF > DA 
Contratistas de alcaldías locales DF > DP > DA 
Organizaciones locales DP  > DF > DA 
Tabla 6. Orden de Preferencias de los Actores a Nivel Local 
Fuente: elaboración propia con base en la teoría secuencial de la descentralización de Tulia Falleti (2010). 
 
 
3.3 Cuarto Elemento: Secuencias de Descentralización en Bogotá 
 
Para determinar las secuencias de descentralización que se han presentado en Bogotá en 
los últimos años, es necesario determinar el grado de transferencia de responsabilidades, recursos 
y autoridad que se haya producido.  Para lograr este cometido, este trabajo propone algunos 
indicadores para cada tipo teórico de la descentralización que compone la teoría secuencial. 
 
3.3.1 Indicadores de descentralización administrativa. 
 
Como indicadores para determinar el grado de transferencia de responsabilidades, este 
trabajo  ha definido: (i) las competencias locales, (ii) la profesionalización de funcionarios y (iii) 
el número de funcionarios por habitantes. La finalidad de los indicadores busca dar explicación 
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acerca de la cantidad de competencias que fueron trasferidas y/o asignadas a las alcaldías locales, 
y las capacidades del subnivel de gobierno para dar respuesta a las mismas. 
 
3.3.2 Competencias locales.  
 
Este indicador muestra el número de funciones atribuidas a los alcaldes locales en un 
periodo determinado, permitirá evidenciar la mayor o menor carga funcional de las localidades, 
las fuentes normativas de la asignación y delegación de funciones, así como la asignación de 
funciones por los periodos de gobierno de los alcaldes mayores. Una vez determinada la 
transferencia de funciones, se podrá hacer una relación con los indicadores de descentralización 
fiscal, para establecer el grado de influencia de las medidas, sobre la autonomía intraterritorial.  
 
El indicador resulta de particular interés en la teoría secuencial pues como ya se ha dicho, 
la transferencia de responsabilidades sin una simultánea transferencia de recursos que permita 
atenderlos de forma adecuada, no aumenta la autonomía de las localidades, sino que por el 
contrario la aumenta su grado de dependencia frente al nivel distrital.  
 
3.3.3 Profesionalización de funcionarios. 
 
El indicador de porcentaje de servidores públicos calificados con el que cuenta la 
localidad para atender sus funciones, nos permitirá establecer la capacidad del recurso humano 
de la localidad para asumir las responsabilidades que le han sido transferidas y cómo esto influye 
en su grado de autonomía. Así, a mayor recurso humano disponible mayor grado de 
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independencia logra la localidad frente al nivel central, pues no dependerá de su asesoría técnica 
o apoyo administrativo para desarrollar sus funciones. 
 
3.3.3.1 Funcionarios por habitantes. 
 
Su cálculo se realizada a través de la relación entre el número de servidores del nivel 
profesional y asesor disponible en las localidades y el número de habitantes de las localidades. 
Este indicador es relevante evidencia la proporción de funcionarios en relación con el tamaña y 
crecimiento poblacional de las localidades en el tiempo.  
 
3.3.4 Resultados de indicadores de descentralización administrativa 
 
3.3.4.1 Indicadores de competencias locales.  
 
De acuerdo con la información que proporcionada por la Secretaría de Gobierno Distrital 
en respuesta a derecho de petición radicado a inicios de 2017 como parte del trabajo de campo de 
esta investigación27, hasta el año 2000 las alcaldías locales tenían 31 funciones que habían sido 
asignadas mediante el Decreto Ley 1421 de 1993 y mediante acuerdos distritales. Desde la 
expedición de la Constitución de 1991 hasta el año 2000, se destaca el otorgamiento de la 
facultad ordenación del gasto y su posterior y  rápida restricción. 
 
Desde 2001 y hasta 2011, fueron asignadas un total de 126 funciones relacionadas con la 
prestación de servicios en las alcaldías locales y los deberes de los alcaldes. Estas funciones se 
                                                             
27 Radicado interno de la Secretaría de Gobierno Distrital 2017-421-003551-2. 
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relacionan con diversas temáticas: policiales en asuntos urbanísticos; seguridad y convivencia; 
protección ambiental; pesas y medidas; prevención y atención de desastres; cobro de uso de 
espacio público por concepto de eventos culturales; participación ciudadana; protección de 
animales; certificaciones de existencia de edificaciones de propiedad horizontal; censo de perros 
potencialmente peligrosos; aprobación de planos para construcción de piscinas; planeación del 
desarrollo local acotado a los asuntos de su competencia;  y promoción cultural entre otros varios 
asuntos.  
 
Incluso en 2006, mediante la Resolución 796 de la Secretaría de Gobierno, se asignó la 
responsabilidad de realizar de un censo de establecimientos que prestan el servicio de 
videojuegos a efectos de la clasificación de edad y control del uso de estos, situación que refleja 
el amplio espectro temático de las funciones que tienen los alcaldes locales.  
 
Para el año 2000, las alcaldías locales contaban con un total de 31 funciones asignadas, 
de las cuales 14 provienen del artículo 86 del Decreto Ley 1421 de 1993. Posteriormente se 
sumaron otras 38 funciones y 13 delegaciones hasta 2003, 48 funciones y 1 delegación hasta 
2007 y 40 funciones y 2 delegaciones en 2011, para un total acumulado de 157 funciones y 16 
delegaciones, las cuales suman 173 competencias en total.  
 
Todo esto, evidencia un incremento de atribuciones entre los años 2000 y 2012, sirviendo 
como evidencia de una tendencia de descentralización administrativa. 
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 2000   2001-2003    2004-2007    2009-2011 
Número de funciones 31 38 48 40 
Número de delegaciones - 13 1 2 
Frecuencia acumulada de funciones y 
delegaciones 
31 82 131 173 
Acumulado porcentual    17,9%    47,4%    75,7%   100% 
 
Tabla 7. Número de funciones asignadas a las alcaldía locales desde 2000 hasta 2011. 
Fuente: Elaboración propia con base en la información entregada por la Secretaría de Gobierno Distrital. 
 
 
La tabla anterior muestra la cantidad de funciones y delegaciones que fueron asignadas a 
las alcaldías locales en cada periodo de administración del distrito. El indicador de competencias 
locales, permite observar que se han presentado dos momentos pico de asignación de funciones a 
las alcaldías locales.  
 
En primer lugar, durante la administración de Antanas Mockus de 2001-2003, de las 157 
funciones y 16 delegaciones, fueron asignadas 38 funciones y 13 delegaciones, para un total de 
51 responsabilidades, siendo este es el principal periodo de asignación de competencias a los 
alcaldes locales. Este momento pico es secundado por las 48 asignaciones funcionales y 1 
delegación, que se dieron durante la administración de Luis Eduardo Garzón de 2004-2007, para 
un total de 49 competencias. 
 
Durante las dos administraciones señaladas en el párrafo anterior, se asignaron un total de 
100 competencias en las alcaldías locales, las cuales representan un 58,9% del total de funciones 
que se identificaron durante el trabajo de investigación. 
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Lo anterior permite indicar  adicionalmente que la alta asignación de funciones no se 
corresponde con una transferencia de mayores recursos y de autonomía en el gasto. Como se 
verá más adelante en los indicadores de descentralización fiscal, será necesario destacar las 
delegaciones que se hicieron en la administración de Antanas Mockus mediante el Decreto 854 
de 2001.  
 
Se destaca en este punto el otorgamiento, nuevamente, de la facultad de ordenación del 
gasto para el cumplimiento de planes y proyectos que atienden las necesidades de las 
comunidades (objetivo de las medidas de descentralización que fijó el Decreto Ley 1421 de 
1993), situación que resulta de gran relevancia para las alcaldías locales y el cumplimiento de sus 
funciones. Por supuesto, como sucederá con posterioridad, la ordenación del gasto se irá 
ampliando y acotando de acuerdo a la secuencia de descentralización. 
 
Respecto de las fuentes normativas que sustentan la transferencia de autoridad, priman 
los acuerdos distritales con un porcentaje de asignación del 45% y los decretos distritales con un 
40%. Por la vía legal, solamente fueron asignadas funciones equivalentes al 14%. Esto indica 
que el proceso de descentralización de las localidades en Bogotá, tuvo en principio el 
involucramiento de actores nacionales, pero se ha caracterizado principalmente por ser un asunto 
esencialmente entre actores distritales y que se ha desarrollo primordialmente desde el Concejo 
de Bogotá y el Alcalde Mayor. 
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Número de funciones asignadas por jerarquía normativa 
Fuente normativa Número de funciones % 
Decretos Ley 15 8,67% 
Leyes 9 5,20% 
Acuerdos distritales 78 45,09% 
Decretos distritales 70 40,46% 
Resoluciones Secretario de Gobierno Distrital 1 0,58% 
Total 173 100% 
 
Tabla 8. Número de funciones asignadas o delegadas por jerarquía normativa 
Fuente: Elaboración propia con base en la información entregada por la Secretaría de Gobierno Distrital. 
 
Dentro de este avance del proceso de descentralización al interior del Distrito, la mayor 
parte de las funciones asignadas a los alcaldes locales están relacionadas con el sector de 
gobierno, seguridad y convivencia. En el análisis realizado de las funciones de las alcaldías 
locales tras el desarrollo del trabajo de campo, muestra cómo la mayor cantidad se centra en el 
ejercicio de actividades propias de control policial, urbano y la vigilancia sobre el cumplimiento 
de la normatividad en la ciudad en relación a diversas temáticas como el funcionamiento de 
establecimientos públicos, protección animal, participación ciudadana, promoción cultural, 
control de parqueaderos y autorización de actividades en espacio público, entre otros varios 
asuntos. 
 
En términos generales puede indicarse que la asignación de este gran número de 
funciones, otorgan un importante papel a los alcaldes locales en sus jurisdicciones, sin embargo, 
esta asignación de competencias no significa automáticamente mayor autonomía de las alcaldías 
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locales, pues esta depende también de los factores fiscales y políticos, que serán tratados más 
adelante. 
 
En definitiva, el indicador sobre descentralización administrativa muestra que se ha dado 
un aumento progresivo en la cantidad de funciones de los alcaldes locales en relación a todos los 
sectores de la administración distrital. Si bien la trasferencia de funciones puede generar mayores 
niveles de autonomía, será necesario posteriormente hacer un cruce con el resultados de los 
demás indicadores de descentralización fiscal y política, pues solo así, será posible establecer el 
grado de autonomía que se pudo haber generado tras la ampliación progresiva de funciones.  
 
3.3.5 Profesionalización de funcionarios 
 
 La relevancia de este indicador radica en que sirve como medida para determinar la 
capacidad de las alcaldías locales de asumir las designaciones funcionales y las delegaciones que 
les han sido otorgadas durante el periodo de estudio. Para su cálculo es necesario establecer el 
número de funcionarios profesionales, en relación al número total de funcionarios con los que 
han contado las alcaldías locales durante el periodo de estudio de este trabajo. 
 
De acuerdo con los datos proporcionados por la Secretaría de Gobierno Distrital, durante 
1999 y 2015, las 20 localidades tuvieron en promedio 817 funcionarios cada año. Como lo 
muestra la gráfica 1, el año 2000 fue cuando las alcaldías locales tuvieron más funcionarios con 
un total de 1.106, lo cual contrasta con la cifra de 2014, año en el que se tuvo el menor número 
de funcionarios con 708. 
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Gráfica  1. Número de funcionarios de alcaldías locales 
 
Fuente: Secretaría Distrital de Gobierno – elaboración propia. 
 
 
Es de destacar el descenso generalizado en el número de personal vinculado a las 
alcaldías locales durante el periodo de estudio. Así, de tener 1001 servidores públicos en 1999 se 
pasó a 721 en 2015. El principal descenso en el número de servidores públicos adscritos a las 
localidades se da en 2003, con una baja sustancial de 926 en 2002 a 717 en 2003. Esto se explica 
por la reforma administrativa llevada a cabo por Antanas Mockus. 
 
No obstante, el descenso del número de servidores adscritos a las alcaldías locales, se ha 
identificado que el porcentaje de profesionales se ha incrementado en el conjunto de las 20 
localidades. 
 
La gráfica 2 presenta el promedio anual del porcentaje de servidores públicos 
profesionales que prestan sus servicios en las 20 localidades del Distrito Capital desde 1999 
hasta 2015. Para el año 1999 el conjunto de alcaldías locales solamente contaban con una 
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proporción cercana al 41% de personal profesional. Para 2002, la proporción tuvo un incremento 
de hasta el 47%. La reforma administrativa de 2003 del alcalde Antanas Mockus, redujo 
sostenidamente la cantidad de personal profesional hasta llegar a un mínimo de 43,5% en 2011. 
En adelante, se produjo un incremento constante hasta una cifra cercana al 47%.  
 
Gráfica  2. Promedio de proporción de funcionarios profesionales en las 20 localidades desde 1999 hasta 2015. 
 
 
 
En términos generales, es preciso anotar que en el mismo periodo de tiempo en el que se 
produjo la mayor asignación de competencias a las alcaldías locales, se produjo también una 
reducción de la cantidad de personal profesional adscrito a estas y en el número de funcionarios 
profesionalizados. Esta situación produce efectos negativos sobre la capacidad de las alcaldías 
locales para cumplir con sus funciones administrativas, lo cual incide sobre el nivel de 
autonomía del nivel local en relación al distrital e incluso podría incrementar el grado de 
dependencia. 
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 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 
LOCALIDAD % %  %  %  % % %  %  % %  % %  % % % % % 
USAQUÉN      38,33 45,13 44,98 44,33 45,95 41,86 40,91 40,43 39,13 40,00 38,64 39,13 37,78 39,13 42,86 43,24 42,50 
CHAPINERO       39,58 44,64 43,55 40,53 38,89 36,17 37,50 41,30 41,67 42,22 41,67 42,55 42,55 45,24 47,62 48,72 44,74 
 SANTA FE          39,98 41,68 41,82 41,82 41,86 41,30 38,10 40,00 42,22 40,00 40,48 41,46 39,53 40,48 41,03 40,54 45,00 
SAN CRISTÓBAL   33,31 40,36 43,30 43,22 48,57 47,06 44,74 50,00 48,57 50,00 46,88 48,57 40,63 41,94 40,00 44,83 51,52 
 USME 49,72 46,24 42,03 44,90 43,24 43,59 47,50 48,72 50,00 51,28 44,74 47,37 48,57 54,55 54,84 58,62 59,26 
TUNJUELITO    40,02 42,30 45,44 46,71 46,67 43,75 41,94 37,50 37,14 42,42 43,33 41,94 40,63 40,00 42,86 50,00 48,15 
 BOSA 37,73 42,18 46,19 45,19 44,74 46,34 42,86 45,24 41,30 43,75 44,90 41,51 41,30 41,03 40,00 41,46 39,53 
KENNEDY    37,33 39,78 41,29 40,67 46,34 37,50 40,82 40,74 41,51 40,74 39,22 42,86 42,00 47,83 40,91 41,86 43,18 
FONTIBÓN    38,89 42,46 45,44 46,95 44,12 42,86 37,14 35,14 41,67 37,84 34,21 33,33 33,33 41,03 36,84 39,02 37,50 
ENGATIVÁ     40,49 39,53 39,94 41,50 42,55 40,74 37,04 41,51 47,17 42,86 41,67 48,08 46,67 44,44 46,51 52,50 42,86 
SUBA   42,71 47,42 48,26 47,62 53,49 51,11 52,27 56,52 53,33 46,94 47,06 47,06 46,94 42,22 43,48 44,44 38,30 
 BARRIOS UNIDOS   39,89 44,33 41,00 42,30 43,24 40,00 38,46 35,00 35,90 35,90 35,90 35,00 36,84 36,59 34,21 39,47 39,47 
TEUSAQUILLO    37,33 44,35 43,22 44,74 50,00 45,65 42,86 47,22 47,06 47,06 47,06 46,15 46,15 43,24 46,15 50,00 47,37 
 LOS MÁRTIRES   40,48 43,00 49,72 44,86 50,00 52,94 51,43 48,78 48,78 43,90 44,74 45,00 38,46 41,86 45,00 47,50 47,50 
ANTONIO NARIÑO 38,10 42,22 45,19 49,84 48,65 46,15 42,11 43,59 43,59 43,59 42,50 45,95 45,95 43,24 43,24 51,43 54,55 
 PUENTE ARANDA 39,60 39,98 43,86 43,55 42,50 40,00 43,59 44,68 45,65 46,67 46,34 47,22 51,28 50,00 50,00 48,65 44,44 
CANDELARIA    44,33 46,16 47,43 49,28 50,00 45,83 57,89 50,00 47,62 47,62 52,38 57,89 46,67 47,37 50,00 47,06 55,00 
RAFAEL URIBE   46,10 48,27 44,18 46,45 45,95 48,72 47,50 46,67 42,22 41,30 38,30 37,78 36,59 44,19 41,86 45,00 43,59 
CIUDAD BOLÍVAR   38,43 42,14 48,64 46,59 55,88 53,49 48,89 51,28 52,38 53,49 52,27 51,11 52,27 53,49 53,49 52,50 50,00 
SAN JUAN DE 
SUMAPAZ 59,26 54,57 51,00 57,52 57,89 52,94 57,14 57,14 50,00 54,55 54,17 54,17 59,09 57,14 63,16 61,11 62,50 
Promedio % 
profesionales 41,08 43,84 44,82 45,43 47,03 44,90 44,53 45,07 44,85 44,61 43,82 44,71 43,66 44,75 45,20 47,40 46,85 
 
Tabla 9. Proporción de funcionarios profesionales adscritos a las localidades desde 1999 hasta 2015. 
Fuente: Elaboración propia 
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De acuerdo con las gráficas 1 y 2 y la tabla 13, puede observarse que durante el periodo 
de estudio se presentó un leve incremento de 5.7 puntos en el porcentaje de profesionales que 
prestan sus servicios en las alcaldías locales, lo cual contrasta con la reducción del número total 
de servidores, hecho que indica que el talento humano en las alcaldías locales ha incrementado 
su profesionalización al mismo tiempo que ha reducido el número total de funcionarios. 
 
De acuerdo con los datos de la tabla 9, se destaca el nivel de profesionalización para 2015 
de Sumapaz con un 62.5% de profesionales en su planta de personal, así mismo se destaca el 
bajo nivel porcentual de profesionales en Fontibón con un 37.5% de profesionales. Si bien estas 
dos alcaldías no son comparables por nivel sus diferencias poblacionales y presupuestales, sí es 
inquietante la gran distancia en la relación de personal profesional. 
 
La diferencia entre la proporción de funcionarios profesionales entre alcaldías locales,  
mostraría que la dependencia del nivel central varía según cada caso. Así también puede 
indicarse que dada la diferencia presupuestal (que se mostrará más adelante) y la diferencia en la 
proporción de funcionarios profesionales varía en cada alcaldía local, hay distintos grados de 
autonomía en torno en las alcaldías locales en relación al nivel central. 
 
3.3.6 Funcionarios por habitantes. 
 
Al igual que el indicador de funcionarios profesionales, este de funcionarios por 
habitantes, permite evidenciar la capacidad de las alcaldías locales para cumplir con sus 
obligaciones. Cruzando ambos indicadores, con el de cantidad de funciones asignadas a las 
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alcaldías locales, nos permitirá establecer si las secuencias de descentralización que se han dado 
en Bogotá, han disminuido o incrementado el grado de autonomía de las alcaldías menores. 
 
De acuerdo con la información que se presentada en las siguientes tablas relativas al 
indicador de número de habitantes por cada funcionario, en 1999 las 20 localidades contaban en 
promedio con 1 funcionario por cada 5.625 habitantes. Para 2015, esta relación se ve duplicada. 
De acuerdo con lo evidenciado en los datos, en promedio las 20 localidades cuentan con 1 
funcionario por cada 10.014 habitantes para 2015. 
 
Gráfica  3. Promedio del número de habitantes por funcionario en las 20 localidades desde 1999 hasta 2015. 
 
 
Fuente: Elaboración propia con base en la información entregada por la Secretaría de Gobierno en respuesta a 
derecho de petición. 
 
 
En términos porcentuales, encontramos que en promedio en las 20 localidades del 
Distrito Capital, se ha presentado un incremento del 78% en el número de habitantes por cada 
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servidor público. Incluso, pueden observarse incrementos sustanciales de hasta un 197,8% en el 
número de habitantes por cada servidor público, tal como es observado en la localidad de Usme, 
en donde en 1999 contaba con 1 funcionario por cada 5.382 habitantes, mientras que para 2015, 
la relación se ubica en 16.027 habitantes por cada funcionario. 
 
De otra parte, las 3 localidades más grandes de la ciudad: Kennedy, Suba y Engativá, 
presentan en promedio una variación porcentual del 97,4% de incremento en la relación 
habitantes por cada funcionario público. En estas localidades para 2015, en promedio se 
encuentra 1 funcionario por cada 24.306, 23.727 y 21.878 habitantes respectivamente. Esta 
situación deja nuevamente en evidencia, los resultados diferenciales en el grado de autonomía en 
cada localidad. 
 
La Tabla 10 muestra la variación que ha tenido el indicador propuesto, desde el año 1999 
hasta 2015. Con color rojo se han marcados las localidades que presentan un comportamiento 
marcadamente alto frente a las demás. De otra parte, se destaca también el bajo crecimiento del 
indicador en la localidad de Los Mártires, con solamente un 11,5%. 
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1999 7281 2473 1847 7050 5382 4960 8304 13245 6934 10006 12481 4019 2736 2235 2508 4494 789 7381 8172 209 
2000 6086 2141 1849 6198 5321 4418 8269 12850 6286 9861 10501 3641 2326 1884 2347 4345 765 6847 7289 204 
2001 7202 2577 2228 8706 6073 5641 10153 15241 7383 11851 13481 4888 2624 2425 2462 5238 849 8562 9322 222 
2002 7164 2845 2230 8025 6114 5800 10494 15194 7401 11991 13878 4812 2501 2260 2469 5466 821 8567 9885 253 
2003 11753 3434 2544 11699 7171 6764 12256 22532 8287 16515 20251 6019 3788 2977 2876 6429 995 10194 16045 309 
2004 10231 2660 2379 12049 7209 6340 11706 19491 8274 14430 20057 5627 2994 2810 2734 5715 989 9662 13001 346 
2005 10112 2631 2606 10780 7491 6527 11792 19281 8512 14703 20877 5749 3309 2739 2807 6592 1262 9418 12619 283 
2006 9570 2769 2433 11385 7954 6320 12151 17765 8273 15149 20507 5663 3893 2347 2745 5474 1091 8375 14878 287 
2007 9885 2678 2435 11716 8055 5777 11416 18355 8727 15312 21517 5857 4158 2355 2754 5600 1145 8381 14105 276 
2008 10215 2884 2438 12065 8599 6126 11246 18251 8707 16733 20273 5898 4195 2364 2761 5732 1146 8205 14058 279 
2009 10560 2730 2616 12821 9193 6737 11314 19563 8688 17252 19973 5934 4232 2560 2698 6302 1147 8036 14010 257 
2010 10209 2814 2684 11719 9571 6516 10738 20603 9394 16079 20471 5820 3722 2440 2923 7188 1269 8396 13964 259 
2011 10551 2846 2558 12806 10939 6308 12675 20399 8869 18749 21819 6152 3759 2511 2927 6627 1610 9210 14544 284 
2012 10431 3218 2618 13202 12142 6720 15321 22405 9073 18918 24322 5730 3998 2284 2931 6148 1272 8774 15153 300 
2013 11542 3246 2819 13616 13416 7187 15319 23684 9531 19975 24355 6222 3825 2461 2935 6792 1342 8762 15428 334 
2014 13230 3520 2972 14049 14727 8364 15343 24531 9048 21668 25489 6273 3954 2466 3108 6977 1420 9402 16887 355 
2015 12352 3628 2751 12304 16027 7409 15043 24306 9504 21878 23727 6098 3974 2492 3309 7206 1280 9735 16840 419 
Increment
o 
porcentual 69,6% 46,7% 48,9% 74,5% 197,8% 49,4% 81,2% 83,5% 37,1% 118,6% 90,1% 51,7% 45,2% 11,5% 31,9% 60,3% 62,2% 31,9% 106,1% 100,0% 
 
Tabla 10. Histórico de la relación número de habitantes por funcionario desde 1999 hasta 2015. 
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Gráfica  4. Histórico de la relación habitantes por funcionario en la administración local. 
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Para 2015 las localidades con bajos niveles de habitantes como San Juan de Sumapaz, 
Los Mártires y Candelaria, contaban con 1 funcionario por cada 419, 1.280 y 2.492 habitantes 
respectivamente, mientras que las localidades más grandes como Kennedy, Engativá y Suba 
contaban con un funcionario por cada 24.306, 23.727 y 21.878 habitantes respectivamente.  
 
Por último, de acuerdo con los datos aquí analizados, se ha encontrado que existe una 
gran disparidad entre algunas localidades en relación al número de habitantes por cada 
funcionario en las alcaldías locales. Las localidades pequeñas presentan un menor número de 
habitantes por cada funcionario, mientras que las grandes localidades como Kennedy, Engativá y 
Suba tienen un gran número de habitantes por cada funcionario.  
 
De este indicador, puede extractarse que efectivamente se ha producido una reducción del 
número de funcionarios en relación al número de sus habitantes. Este hecho afecta el grado de 
autonomía de las alcaldías locales en tanto el volumen de trabajo, de acuerdo a las competencias 
asignadas, es mayor. A pesar de que podría argumentarse que los cambios tecnológicos en la 
administración pública permitirían realizar una mayor cantidad de trabajo con menos personal, el 
descenso del indicador hace que sea difícil no encontrar afectaciones sobre la autonomía. 
 
El cumplimiento de un gran número de funciones con un menor número de funcionarios y 
con una menor proporción de funcionarios profesionalizados, genera en definitiva un déficit 
administrativo que no solo se ve reflejado en el cumplimiento de las funciones esenciales y en el 
incumplimiento normativo de normas entradas en desuso y de un tipo muy variado, sino que en 
definitiva esto representa una deficiencia en el ejercicio de controles urbanos, en menores actos 
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de promoción de eventos culturales, menor arborización y control de establecimientos públicos, 
entre otras funciones propias de las alcaldías locales. Todo esto influye en el grado de autonomía 
y en la eficacia de la descentralización de las alcaldías locales, pues implica que se debe recurrir 
al nivel central de manera repetida, posiblemente en asuntos que no deberían consultarse o 
apoyarse. 
 
3.3.7. Indicadores de descentralización fiscal  
 
Para la descentralización fiscal, es preciso aclarar que si bien en la teoría secuencial de 
Falleti esta se refiere a las políticas destinadas a aumentar los ingresos o la autonomía fiscal de 
los gobiernos subnacionales, para el caso de la descentralización intraterritorial de Bogotá D.C., 
esta no puede extrapolarse en sentido estricto.  
 
En Colombia de conformidad con la Constitución Política, son entidades territoriales los 
departamentos, municipios, distritos, resguardos, provincias y las regiones, por lo cual solo las 
entidades territoriales tienen facultad, por disposición constitucional, para crear tributos y 
recaudarlos. Así pues, en la descentralización intraterritorial no existe autonomía fiscal en los 
niveles inferiores a la entidad territorial, por lo que las localidades no tienen la facultad de crear 
tributos.  Esto no quiere decir que a nivel intraterritorial no pueda determinarse otras formas de 
transferir recursos a nivel local. 
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A efectos de esta investigación, se ha definido la descentralización fiscal de las 
localidades como la facultad y autonomía que tienen para gastar los recursos que les son 
asignados por el nivel central. En este marco, se proponen los siguientes indicadores: 
 
3.3.7.1 Porcentaje de participación en el presupuesto.  
 
Este indicador muestra el mayor o menor porcentaje de participación de las localidades 
frente al presupuesto distrital, permitiendo ver en qué medida el nivel central de la ciudad ha 
procurado aumentar el presupuesto disponible a las localidades. 
 
3.3.7.2. Crecimiento del presupuesto en las localidades.  
 
Este indicador se obtiene con base en la información que año a año se recoja del 
indicador anterior y permite determinar el crecimiento de los presupuestos locales en el periodo 
de estudio. 
 
3.3.7.3  Capacidad de decisión sobre el presupuesto. 
 
Este indicador busca evidenciar el grado de incidencia del alcalde local en el presupuesto 
local, es decir, su capacidad de ordenar gasto de manera autónoma sin injerencia de una 
autoridad distrital. 
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3.3.8. Resultados de indicadores de descentralización fiscal. 
3.3.8.1. Porcentaje de participación en el presupuesto. 
 
Las siguientes tablas 15, 16, 17 y 18 muestran el valor nominal del presupuesto distrital y 
los presupuestos asignados a las localidades en los tres periodos de gobierno analizados.  
 
 2001 2002 2003 
Bogotá D.C. $      7.488.138.928.805 $       8.144.192.688.647 $     10.032.961.829.183 
Usaquén $           11.786.990.829 $            13.250.136.610 $            13.173.452.654 
Chapinero $             6.928.935.892 $              8.055.268.441 $              8.821.754.891 
Santafé $           12.521.280.710 $            13.319.998.134 $            14.030.758.107 
San Cristóbal $           26.854.899.130 $            32.359.322.146 $             38.247.350.051 
Usme $             8.316.719.177 $            11.982.185.050 $             15.913.012.229 
Tunjuelito $             9.669.803.442 $            10.291.366.383 $             11.599.198.408 
Bosa $           17.773.629.802 $            20.383.532.500 $             21.732.041.127 
Kennedy $           22.154.654.506 $            25.112.376.450 $             29.387.834.508 
Fontibón $           10.450.354.096 $            11.230.395.504 $             12.314.072.386 
Engativá $           24.209.421.103 $            26.571.553.577 $             29.929.618.853 
Suba $           22.263.506.911 $            24.655.736.788 $             27.054.526.328 
Barrios Unidos $             8.120.546.373 $             8.328.539.486 $           8.640.744.652 
Teusaquillo $             6.109.541.723 $              6.844.951.215 $             7.959.962.148 
Los Mártires $             4.275.644.672 $             3.816.329.695 $              4.938.263.404 
Antonio Nariño $             6.747.074.504 $             7.078.634.828 $             7.885.037.971 
Puente Aranda $          13.594.819.705 $            15.573.403.001 $             18.209.669.627 
La Candelaria $             1.854.187.857 $             2.078.202.216 $             2.471.902.275 
Rafael Uribe $          21.233.993.385 $            23.689.050.871 $             26.154.649.617 
Ciudad Bolívar $          32.888.619.729 $            38.282.178.880 $             37.290.504.440 
Sumapaz $          15.128.804.148 $            13.119.112.955 $             16.812.315.991 
Participación en el 
presupuesto 3,78% 3,88% 3,51% 
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Tabla 11. Presupuesto del Distrito Capital durante el periodo de gobierno de Periodo Antanas Mockus 
Fuente: Elaboración propia con base en la información entregada por la Secretaría de Gobierno en respuesta a 
derecho de petición. 
 
 
Localidad / año 2004 2005 2006 2007 
Bogotá D.C. $ 8.108.421.711.467 $ 10.207.091.743.894 $ 13.282.374.496.723 $14.736.533.805.269 
Usaquén $17.870.998.606 $21.303.976.191 $  25.919.587.382 $ 28.052.598.003 
Chapinero $9.321.598.748 $10.976.701.485 $13.768.975.096 $ 15.650.984.261 
Santafé $ 17.537.434.343 $19.491.119.276 $  24.534.171.949 $26.302.864.018 
San Cristóbal $46.775.748.874 $51.730.154.238 $61.969.985.637 $69.516.567.632 
Usme $21.394.148.364 $23.909.528.120 $29.924.561.288 $34.709.410.123 
Tunjuelito $ 13.466.708.242 $15.897.138.163 $20.668.545.174 $22.994.949.888 
Bosa $24.465.639.526 $30.839.956.525 $40.644.830.183 $45.914.252.801 
Kennedy $ 35.028.361.512 $41.636.279.683 $ 51.150.626.799 $59.543.763.165 
Fontibón $15.620.711.934 $17.350.967.636 $ 22.992.810.068 $25.575.518.496 
Engativá $ 38.490.204.188 $43.056.124.773 $54.735.199.715 $ 60.670.272.916 
Suba $32.226.137.246 $36.740.521.479 $  47.769.907.107 $55.122.917.705 
Barrios Unidos $11.282.623.766 $13.972.078.778 $15.253.639.034 $17.219.224.117 
Teusaquillo $10.041.848.716 $12.961.096.244 $16.184.040.269 $ 17.540.518.638 
Los Mártires $ 6.549.590.693 $7.611.378.552 $ 9.726.323.175 $10.374.441.106 
Antonio Nariño $10.055.925.353 $11.071.619.224 $ 13.194.564.048 $ 14.639.579.724 
Puente Aranda $22.285.987.421 $23.372.413.861 $ 28.512.803.821 $32.491.545.341 
Candelaria $ 3.074.028.479 $ 3.515.956.317 $4.304.548.544 $ 4.433.089.345 
Rafael Uribe $28.624.022.893 $35.191.558.368 $  41.885.970.290 $58.882.935.129 
Ciudad Bolívar $48.858.463.234 $57.794.875.439 $ 76.228.383.675 $ 84.830.677.802 
Sumapaz $  21.880.436.878 $27.254.256.753 $ 34.336.594.149 $  34.700.611.546 
Participación en 
el presupuesto 5,36% 4,95% 4,77% 4,88% 
 
Tabla 12. Presupuesto del Distrito Capital durante el periodo de gobierno Luis Eduardo Garzón 
Fuente: Elaboración propia con base en la información entregada por la Secretaría de Gobierno en respuesta a 
derecho de petición. 
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Localidad / año 2008 2009 2010 2011 
Bogotá D.C. $ 15.982.326.139.020 $14.925.696.000.000 $ 14.500.964.000.000 $ 14.777.795.000.000 
Usaquén $        29.812.943.516 $        35.407.291.133 $        35.631.214.836 $        46.113.147.073 
Chapinero $        15.381.988.321 $   18.870.663.994 $        19.279.307.919 $        21.033.342.333 
Santafé $        25.193.196.249 $        31.640.241.740 $        31.278.347.712 $        31.146.654.516 
San Cristóbal $        68.242.237.733 $        84.253.598.319 $        69.779.154.187 $        63.695.870.556 
Usme $        36.750.599.602 $        48.178.316.096 $        49.278.364.085 $        57.288.580.567 
Tunjuelito $        23.041.324.972 $        30.437.425.075 $        29.472.620.808 $        31.457.010.703 
Bosa $        49.012.073.984 $        65.201.941.559 $        65.837.942.936 $        75.121.238.290 
Kennedy $        64.424.439.507 $        83.499.731.978 $        69.494.446.314 $        76.037.419.422 
Fontibón $        28.120.652.935 $        33.697.944.799 $        32.332.914.206 $        31.530.009.563 
Engativá $        59.696.019.688 $        70.355.480.177 $        64.453.960.014 $        68.808.958.868 
Suba $        63.075.354.827 $        74.164.557.955 $        64.299.345.448 $        65.850.502.347 
Barrios Unidos $        18.366.901.963 $        23.736.894.822 $        23.830.686.909 $        25.173.131.938 
Teusaquillo $        18.589.655.959 $        21.658.735.587 $        22.051.066.032 $        21.869.744.441 
Los Mártires $        10.154.477.703 $        14.605.933.658 $        20.862.006.452 $        23.722.944.956 
Antonio Nariño $        15.120.495.057 $        20.349.609.759 $        19.614.762.888 $        22.777.443.054 
Puente Aranda $        36.215.647.880 $        38.939.947.781 $        35.778.125.835 $        37.509.546.777 
La Candelaria $          4.831.092.494 $          7.750.447.857 $        10.799.821.747 $        15.728.489.779 
Rafael Uribe $        55.667.114.689 $        63.337.681.631 $        59.549.412.563 $        60.980.057.612 
Ciudad Bolívar $        86.949.423.203 $     109.348.972.926 $        89.408.332.853 $      115.301.857.338 
Sumapaz $        35.592.528.159 $        43.118.693.764 $        41.022.778.952 $        39.673.494.474 
Participación en 
el presupuesto 4,66% 6,15% 5,89% 6,30% 
 
Tabla 13. Presupuesto del Distrito Capital durante el periodo de gobierno de Samuel Moreno 
Fuente: Elaboración propia con base en la información entregada por la Secretaría de Gobierno en respuesta a 
derecho de petición. 
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Localidad / año 2012 2013 2014 2015 
Bogotá D.C. $  15.315.179.000.000 $17.533.795.000.000 $ 18.849.799.000.000 $ 22.525.286.000.000 
Usaquén $         48.333.428.599 $         46.132.956.749 $         46.740.847.311 $        45.270.558.439 
Chapinero $         23.748.299.518 $         20.064.073.845 $         25.192.413.785 $        22.998.888.820 
Santafé $         33.136.768.654 $         33.114.522.244 $         36.809.607.398 $        38.148.918.289 
San Cristóbal $         64.893.142.168 $         64.940.435.804 $         95.307.879.074 $        92.814.282.072 
Usme $         67.887.331.546 $         70.929.030.316 $         94.092.654.625 $        85.212.832.297 
Tunjuelito $         38.180.398.668 $         31.812.541.517 $         42.977.426.454 $        49.994.216.182 
Bosa $         82.102.698.286 $         80.557.295.165 $       103.113.550.750 $        99.641.953.635 
Kennedy $         77.085.611.990 $         81.798.285.022 $       116.323.284.391 $      168.380.142.738 
Fontibón $         32.628.116.009 $         32.867.199.876 $         44.167.486.215 $        46.790.591.936 
Engativá $         70.557.134.919 $         61.670.746.735 $         76.607.860.934 $        85.935.573.735 
Suba $         63.177.238.984 $         68.323.135.170 $         82.754.005.918 $        76.637.099.790 
Barrios Unidos $         27.608.969.933 $         26.770.734.143 $         34.345.913.680 $        32.288.290.624 
Teusaquillo $         19.555.099.007 $         19.624.974.402 $         27.270.813.953 $        27.855.055.070 
Los Mártires $         25.503.592.489 $         24.328.035.421 $         33.784.432.557 $        59.741.262.824 
Antonio Nariño $         23.885.430.210 $         22.197.730.061 $         29.836.823.388 $        29.450.161.765 
Puente Aranda $         34.087.308.246 $         31.049.180.729 $         36.329.666.566 $        36.302.894.605 
La Candelaria $         20.994.191.256 $         20.862.660.831 $         26.213.459.491 $        27.284.847.779 
Rafael Uribe $         77.913.893.145 $         80.590.162.465 $       108.264.995.678 $      120.723.681.602 
Ciudad Bolívar $       103.680.643.423 $       117.599.842.253 $       150.869.321.885 $      190.660.438.337 
Sumapaz $         34.540.823.696 $         34.838.096.515 $         32.570.342.402 $        35.909.010.011 
Participación en 
el presupuesto 6,33% 5,53% 6,60% 6,09% 
 
Tabla 14. Presupuesto del Distrito Capital durante el periodo de gobierno de Gustavo Petro 
Fuente: Elaboración propia con base en la información entregada por la Secretaría de Gobierno en respuesta a 
derecho de petición. 
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De acuerdo con la información presentada en las tablas anteriores, las alcaldías locales 
pasaron de tener una participación en el presupuesto del Distrito Capital del 3,78% en 2001  a un 
6,09% en 2015. Esto sirve como evidencia de que en efecto se produjo un incremento de los 
presupuestos de las alcaldías locales durante el periodo que compone esta investigación. En 
principio, este indica que conforme se fue produciendo un incremento en la cantidad de 
competencias de las alcaldías locales, también se fue dando un incremento significativo del 
presupuesto de las alcaldías locales. Este factor será importante al momento de hacer un cruce 
todas las variables a considerar para identificar el grado de transferencia de autonomía del nivel 
central al nivel local. 
 
3.3.8.2 Crecimiento del presupuesto en las localidades. 
 
Como se muestra en las tablas anteriores, la participación en el presupuesto distrital si 
bien en algunas anualidades disminuyó, mantuvo un proceso incremental si promediamos las 
participaciones de las alcaldías locales en cada administración del Alcalde Mayor. No obstante, a 
efectos de esta investigación resulta importante conocer cuáles fueron los incrementos propios de 
cada periodo de gobierno. Este indicador de crecimiento presupuestal en las localidades 
permitirá conocer cuáles fueron los periodos de gobierno en los cuales se presentó un mayor 
incremento presupuestal y cuál fue el de menor crecimiento. El resultado del indicador, 
posibilitará realizar un análisis de contexto en el marco de la cantidad de funciones asignadas, 
participación en el presupuesto local y periodo en el que más se incrementó el presupuesto, de tal 
manera que sea posible presentar algunas conclusiones de cada secuencia. 
 
111 
 
Mockus Garzón Moreno Petro 
3,72% 4,99% 5,75% 6,14% 
 
Tabla 15. Crecimiento presupuestal 
Fuente: elaboración propia con base en la información entregada por la Secretaría de Hacienda Distrital en 
respuesta a derecho de petición de noviembre de 2016. 
 
En términos nominales el presupuesto de las alcaldías locales del Distrito Capital se vio 
incrementado de 951 mil millones de pesos en los tres años de gobierno de Antanas Mockus, 
hasta los 4.55 billones de pesos en los cuatro años de gobierno de Gustavo Petro. La siguiente 
tabla muestra este comportamiento nominal del presupuesto del distrito. 
 
Mockus28 Garzón Moreno Petro 
$   951.472.372.091 $2.293.401.109.280 $3.447.666.336.354 $4.555.185.247.014 
 
Tabla 16. Presupuesto nominal de las alcaldías locales durante las 4 administraciones. 
Fuente: elaboración propia con base en la información proporcionada por la Secretaría de Gobierno distrital. 
 
 
Como se observa en la tabla, las administraciones de Antanas Mockus y Luis Eduardo 
Garzón presentaron niveles de crecimiento del presupuesto de las alcaldías locales, menores que 
en las siguientes administraciones de Samuel Moreno y Gustavo Petro. Si se realiza un contraste 
entre los indicadores competencias locales, durante esos mismos dos periodos de gobierno, se 
asignaron 86 funciones y se hicieron 14 delegaciones, lo cual indica que durante los dos periodos 
durante los cuales se realizó un mayor traslado de competencias, también se tuvo el menor 
incremento presupuestal. Este balance indicaría un saldo negativo en términos de autonomía en 
                                                             
28 El periodo de Antanas Mockus fue solamente de 3 años, por lo que nominalmente es monto del presupuesto es 
ostensiblemente inferior. 
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tanto se debe cumplir con un mayor número de obligaciones con un presupuesto limitado, lo cual 
se compensaría posteriormente en las administraciones de Samuel Moreno y Gustavo Petro. 
 
3.3.8.3. Capacidad de disposición sobre el presupuesto. 
 
Sobre este indicador en particular, este trabajo investigativo intenta tomar datos 
cuantitativos referidos al valor del presupuesto ejecutado por cada alcaldía local cuya ordenación 
del gasto corresponderá al alcalde local, o al número de contratos suscritos directamente por los 
alcaldes locales y no por las UEL. Sin embargo, la confiabilidad y exactitud de esta información 
resultó cuestionable, básicamente porque depende de la información e indexación de cada uno de 
estos datos por parte de cada alcaldía local y por el número de vigencias fiscales que este trabajo 
pretende abarcar. 
 
Las alcaldías locales tienen una alta rotación de personal no solo porque muchos de ellos 
se vinculan a través de contratos de prestación de servicio (de poca duración), sino porque como 
se ha advertido en la entrevista con Fernando Rojas, el manejo de la planta de personal de las 
alcaldías no depende de ellas mismas sino de la Secretaría Distrital de Gobierno (Rojas, 2017). 
Esto resulta relevante a la hora de buscar la información, pues cada alcaldía y cada funcionario 
encargado de administrar las bases de datos, gestionaba la información bajo criterios 
independientes. Si bien la Subsecretaría de Asuntos Locales centralizaba alguna información 
relevante en cuanto a proyectos de inversión y ejecución presupuestal, y la Secretaría de 
Hacienda hace lo propio a través de su aplicativo PREDIS, lo cierto es que no contaban con las 
variables necesarias para precisar el objetivo de este indicador. 
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Así las cosas, se inició la búsqueda de este indicador con variables cualitativas, para lo 
cual se revisó la normatividad distrital en acuerdos y decretos distritales, incluso en directivas, 
circulares y memorandos, buscando determinar el comportamiento en materia de ordenación de 
gasto de los presupuestos locales y evidenciar en qué medida estuvo a cargo del alcalde local o 
de un funcionario distinto a este. 
 
En este punto conviene retomar el análisis descriptivo del segundo capítulo en el cual se 
ve cómo a partir de la Constitución del 1991, se creó en cada una de las localidades una Junta 
Administradora Local elegida popularmente, con capacidad para distribuir y apropiar las partidas 
globales que en el presupuesto anual del Distrito y que estas fueran asignadas a las localidades 
teniendo en cuenta las necesidades básicas insatisfechas de su población. Por su parte, el Decreto 
1421 de 1993 dedica varios artículos a fijar cómo las autoridades locales, el alcalde local y la 
Junta Administradora Local definirán el gasto. 
 
Teniendo como base la Constitución y el Estatuto de Bogotá D.C., el Alcalde Jaime 
Castro expidió el Decreto 435 de 1993, donde delegaba la ordenación del gasto de los Fondos de 
Desarrollo Local en los alcaldes locales. Un mes después mediante Decretos 533 y 698 del 
mismo año y 050 de 1994, restringió esta capacidad de ordenación a determinadas cuantías. Este 
hecho aparecerá como recurrente en las demás administraciones y se constituye en una constante 
de distintas secuencias de descentralización fiscal: se otorgan facultades a las alcaldías locales 
para la ejecución y destinación del gasto y  rápidamente se eliminan y/o se restringen. 
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En 1995, el Alcalde Mockus mantuvo las reglas sobre ordenación de gasto de Jaime 
Castro. Situación que solo vendría a cambiar al llegar a la alcaldía Enrique Peñalosa. 
 
Hasta aquí puede decirse, que de manera prematura se dio una autonomía total del gasto 
que fue limitada rápidamente por los altos riesgos de corrupción e ineficiencia en las localidades. 
Sin embargo, debe recordarse que el periodo de estudio inicia a partir de la segunda 
administración de Antanas Mockus, por lo que se mencionan estos antecedentes con el único fin 
de dar contexto a una situación, que además de servir como punto de intersección con la teoría 
secuencial de la descentralización, en la que las secuencias anteriores determinan resultados 
posteriores, activando mecanismos de autorrefuerzo o de compensación entre los niveles. 
 
A los pocos días de posesión de Enrique Peñalosa como Alcalde Mayor, se expidió el 
Decreto 022 de 1998, suspendiendo la delegación conferida a los alcaldes locales en materia de 
contratación. En su remplazo, semanas después se expidió el  Decreto 176 de 1998, delegando 
esta función en los Secretarios de Despacho y creando las Unidades Ejecutivas de Localidades - 
UEL, que como  se dijo anteriormente, se convirtieron en dependencias al interior de las 
secretarías cuya función era atender los aspectos relativos a la planeación, programación, 
revisión y elaboración de componentes técnicos y legales, con el fin de lograr la contratación de 
bienes y servicios de los fondos de desarrollo local. 
 
Entrando al periodo de estudio (2001 - 2015) al llegar el alcalde Antanas Mockus a su 
segundo mandato, expidió el Decreto 854 de 2001 en el que básicamente, acogió la postura del 
alcalde Peñalosa en cuanto a mantener la delegación de la contratación en los secretarios de 
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despacho y las funciones de las unidades ejecutivas locales. Es decir, la capacidad de disposición 
sobre el presupuesto por parte de Alcalde Local, era mínima.  
 
El Decreto 854 de 2001 en su artículo 35, concentró la facultad de contratación y 
ordenación del gasto en  los secretarios de despacho, directores de departamentos administrativos 
y de establecimientos públicos. Este esquema ratificaba la decisión ya adoptada por Enrique 
Peñalosa de hacer la contratación a través de  las UEL que funcionaban en cada una de las 
entidades y organismos que debían suscribir contratos con cargo a los Fondos de Desarrollo 
Local, los cuales según entrevista con Fernando Rojas, aunque en principio debían respetar la 
iniciativa local de gasto, en la práctica resultaron con una alta injerencia en la estructuración y 
ejecución de los distintos proyectos haciendo nugatoria esta iniciativa (Rojas, 2017). 
 
La capacidad de disposición de los alcaldes locales en el segundo periodo de Antanas 
Mockus se limitaba a la facultad de contratar, ordenar los gastos y pagos correspondientes al 
objetivo "Gestión Pública Admirable". Así mismo delegaron en los alcaldes locales, de acuerdo 
con el Decreto 854 de 2003, facultades de contratación, pero muy reducidas.  
 
La tabla muestra el nivel de ejecución presupuestal de tres alcaldías locales para la 
vigencia 2002: Chapinero, Kennedy y Engativá. En este año, la ejecución de las alcaldías locales 
resulta ser muy baja en relación con su asignación. Ninguna de estas alcaldías locales alcanzó un 
15% de ejecución presupuestal, lo cual denota una problemática para la satisfacción de las 
necesidades de la población local en términos de las inversiones que deben realizar las alcaldías. 
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Localidad Gestión Publica Admirable*  Presupuesto 2002 
Chapinero $          1.102.356.476 $             8.055.268.441 
Kennedy $         1.910.261.172 $           25.112.376.450 
Engativá $          2.549.809.660 $           26.571.553.577 
 
Tabla 17. Ejecución presupuestal de las localidades de Chapinero, Kennedy y Engativá en 2002. 
Fuente: Decretos locales 12, 12, 22 de 2002, de las localidades de Chapinero, Kennedy y Engativá respectivamente 
– elaboración propia. 
 
En 2004, Luis Eduardo Garzón asume como alcalde de Bogotá. De acuerdo con la 
entrevista realizada a Deidamia García, este alcalde en cumplimiento de su Plan de Desarrollo, 
expidió el Decreto 612 de 2006 el cual materializaba una progresiva y gradual autonomía a las 
localidades, a la par que se desmontaba la competencia de las Unidades Ejecutivas (García, 
2017). 
 
Dicho en otros términos, entregó la ordenación de gasto a los alcaldes locales en algunos 
asuntos específicos. El artículo 2 del mencionado decreto facultaba para contratar, ordenar los 
gastos y pagos con cargo al presupuesto de los Fondos de Desarrollo Local, en el objetivo de 
"Gestión Pública Humana" y en la provisión de los bienes y servicios en asuntos relacionados 
con  ambiente, cultura, desarrollo económico, industria y turismo y algunos temas relacionados 
con el sector gobierno, como el sistema distrital de participación en lo local. 
 
De acuerdo con la entrevistada Deidamia García, Subdirectora de Asuntos Locales de la 
Secretaría de Gobierno Distrital de la administración de Luis Eduardo Garzón, durante este 
gobierno existieron políticas de descentralización que se basaban en la tesis de que primero era 
necesario generar capacidades instaladas, para poder hacer tránsito gradual hacia el otorgamiento 
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de poder decisión sobre los alcaldes locales. En este sentido, esto explica por qué las Unidades 
Ejecutivas de Localidades fueron suprimidas en tanto que, de acuerdo con García, se estaba 
evidenciando ineficiencia e incapacidad administrativa, además de problemas de transparencia y 
corrupción que llevó a la supresión de dichas unidades. Por lo anterior, es que primero se 
consideró en esta administración que era necesario en primer lugar fortalecer las capacidades 
administrativas, de tal forma que se reduzcan las ineficiencias, promoviendo la transparencia en 
los procesos de contratación y en las facultades de ordenación del gasto de las localidades 
(García, 2017). 
 
En la administración de Samuel Moreno se da la expedición del Decreto 101 de 2010 hoy 
vigente. El aspecto más importante de esta norma es la implementación de la devolución de la 
totalidad de la ordenación del gasto de los recursos de los Fondos de Desarrollo Local a los 
alcaldes locales como una de las medidas para el fortalecimiento institucional. Situación que no 
ocurría desde 1993, cuando Jaime Castro expidió el Decreto 435 de 1993 y el cual revocó un mes 
después. 
 
El artículo octavo y el parágrafo primero del Decreto 101 de 2010, delega en los alcaldes 
locales la facultad para contratar, ordenar los gastos y pagos con cargo al presupuesto de los 
Fondos de Desarrollo Local, de acuerdo con la estructura del Plan de Desarrollo Local que esté 
vigente. Esta norma llevó consigo la eliminación total de las UEL donde aún persistían.  
 
En 2012, con la llegada de Gustavo Petro a la Alcaldía se mantuvieron las medidas 
implementadas en el Decreto 101 de 2010. Sin embargo, a través de la Directiva 005 de 2012 se 
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dictaron los "Lineamientos de Política para las Líneas de Inversión Local en la formulación de 
los Planes Locales de Desarrollo", los cuales se constituyeron en la herramienta de carácter 
indicativo y específico que señalan las inversiones que podrían adelantar las localidades.  
 
Los recursos locales, de acuerdo con esta directiva, se debían destinar prioritariamente en 
el marco de dos grandes sectores: Movilidad (malla vial local) en un 40% y el segundo, a los 
sectores estratégicos de inversión del Plan de Desarrollo Distrital en un 60%. Esta directiva 
buscó armonizar los planes de desarrollo local con el distrital y que el nivel central asumiera 
algunos bienes y servicios que se venían prestando desde las localidades. Esta situación, de facto 
significó un retroceso en la capacidad de disposición autónoma de las localidades. Es decir, los 
avances dados mediante Decreto Distrital otorgando la ordenación total del gasto local fueron 
disminuidos al verse sometido a estas directrices. 
 
En la actual administración de Enrique Peñalosa, si bien no hace parte del periodo de 
estudio de esta investigación, puede indicarse que se mantiene este mismo esquema;  el Decreto 
101 de 2010 sigue vigente, se mantiene la ordenación del gasto en los alcaldes locales y a través 
de directiva, se adoptan lineamientos de inversión local. Lo que sí se adicionó en este esquema, 
es que se fijó un rubro del 85 % de destinación del presupuesto a fines estratégicos del nivel 
distrital en 6 grandes temas estratégicos y un 15% para proyectos que se prioricen localmente. 
 
El resultado de este indicador de capacidad de disposición sobre el presupuesto marca 
una relación oscilante entre la autonomía y su restricción. La autonomía de disposición del 
presupuesto ha estado marcada por el apego a las metas de inversión del nivel central, como 
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forma de mantener la unidad de planeación de la ciudad. En definitiva, si bien se han producido 
incrementos presupuestales constantes desde 2001 hasta 2015, la evidencia muestra que se ha 
otorgado un grado de autonomía mínimo frente a la capacidad de disposición de los recursos. No 
obstante, esta característica del proceso de descentralización de la ciudad, no significa 
necesariamente un aspecto negativo, pues el rubro fijo de inversión, para 2015 se destina a 6 
temas estratégicos, se debe invertir en cada localidad y se realiza en función del beneficio de las 
poblaciones de cada localidad. 
 
3.3.9 Indicadores de descentralización política. 
 
En este ejercicio de extrapolación, la descentralización política es entendida como las 
medidas de rango legal o reglamentario que transfieren autoridad política a las localidades, así 
como la creación de espacios de representación local de intereses. Luego de la expedición de 
nuestra Constitución, a través de la cual se crearon las Juntas Administradoras Locales por 
elección popular, no existen normas que hayan dado mayor autonomía a las localidades en 
sentido político.  
 
Vale la pena mencionar en este punto que no han sido pocos los intentos por modificar 
este aspecto, lo cual puede evidenciarse en al menos 8 proyectos de acto legislativo que han 
pretendido reformar el artículo 323 de la Constitución, estableciendo propuestas sobre la 
elección popular de alcaldes locales y la elección de concejales por circunscripción 
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territorial entre otros puntos29. Sin embargo, ninguna de estas iniciativas ha tenido serios avances 
en el Congreso. 
 
En ese orden de ideas podemos resumir que la descentralización política hacia las 
localidades ha consistido en (i) la elección popular de Juntas Administradoras Locales y (ii) la 
elección mixta de los alcaldes locales que involucra a las JAL a través de la selección de una 
terna y al Alcalde mayor en su designación. En este sentido, los indicadores que proponemos 
para analizar la descentralización política en las localidades de Bogotá D.C. sin los siguientes: 
 
3.3.9.1.  Representación de intereses territoriales.  
 
 En este indicador buscamos mostrar la relación entre el número de ediles de una localidad 
y la cantidad de población que representan. Para lo cual nos valdremos de los datos estadísticos 
del DANE sobre el crecimiento poblacional de cada localidad.  
 
3.3.9.2.  Tiempo de permanencia en el cargo.  
 
 Este indicador buscar medir el grado de estabilidad que tiene un alcalde local en su cargo 
y qué tanto se cumple el periodo legal para el cual es elegido. 
 
 
 
 
                                                             
29 Cuadro de proyectos de ley y actos legislativos. 
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 3.3.9.3. Forma de elección de los alcaldes locales.   
 
 En este indicador se buscará establecer los cambios que en la práctica han tenido las 
formas de elección de alcaldes locales y definir el grado de incidencia que estas tienen sobre la 
autonomía. 
 
3.3.10. Resultados de indicadores de descentralización política 
 
3.3.10.1.  Representación de intereses territoriales. 
 
De acuerdo con el artículo 64 del Estatuto Orgánico de Bogotá, el Concejo es el 
organismo que determina según la población de las localidades, el número de ediles de cada 
junta administradora, que en ningún caso podrá ser inferior a siete.  Sin embargo, en todo este 
periodo de estudio y pese a las disparidades entre localidades y su población, ningún cambio se 
ha dado al respecto, manteniendo la misma estructura de representatividad desde hace ya casi 30 
años. 
 
La gráfica 5 evidencia la desigual representación territorial en cada una de las localidades 
de Bogotá. Se tienen casos extremos las localidades de Suba, Kennedy y Engativá en las cuales 
cada edil representa cerca de 100 mil habitantes, frente a localidades como Sumapaz o La 
Candelaria, en donde en la primera de estas dos se tiene un edil por un número cercano a los mil 
habitantes. En definitiva, el indicador nos muestra que la representatividad de la población puede 
variar desde 100.000 habitantes por cada edil hasta 1000 habitantes por edil. 
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Gráfica  5. Relación habitantes por número de ediles. 
 
Fuente: elaboración propia con base en la información suministrada por la Secretaría de Gobierno Distrital en 
respuesta a derecho de petición de noviembre de 2016. 
 
 
En términos de representación política de la población en las localidades y habiendo 
definido que la mayor característica de autonomía política de las localidades fue otorgada por la 
Constitución Política a de 1991 a través de la creación de las JAL, el hecho de que no se haya 
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producido ningún cambio en la cantidad de ediles reduce el grado de autonomía de las 
localidades al mismo tiempo que reduce el interés ciudadano por participar, ya sea como 
candidato o como votante. Al mismo tiempo, este hecho es una clara demostración del orden de 
preferencias que ha primado en el proceso de descentralización de Bogotá, en donde la 
descentralización política ha estado siempre en el tercer lugar de ordenación por detrás de la 
fiscal y la administrativa. 
 
3.3.10.2 Tiempo de permanencia en el cargo 
 
Este indicador es de particular interés. De acuerdo con el artículo 84 del Estatuto 
Orgánico de Bogotá, los alcaldes locales pese a ser elegidos de terna originada en la JAL, pueden 
ser removidos en cualquier momento por el Alcalde Mayor. Lo anterior puede evidenciar qué tan 
alineados han resultado los intereses locales de la JAL con los del Alcalde Mayor. Así, un mayor 
tiempo de duración puede representar una mejor relación entre los ediles con el alcalde o de los 
intereses locales con los del nivel central si se quiere. 
 
Entendemos entonces que a menor permanencia en el cargo del Alcalde Local durante un 
periodo de Alcalde Mayor, menor ha sido el grado de compatibilidad de intereses de este con la 
JAL. Esta situación no es homogénea para todas las localidades y la permanencia de un alcalde 
local en su cargo ha variado dependiendo del periodo de gobierno y la localidad en la que ejerza 
su cargo, así hay localidades en las que se presenta un tiempo de permanencia en promedio, 
menor al promedio general. En síntesis tenemos como tiempo promedio en cada una de las 
administraciones lo siguiente: 
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Gráfica  6. Tiempo promedio de duración alcaldes locales 
 
Fuente: Información suministrada por la Secretaría de Gobierno en respuesta a derecho de petición de inicios de 
2017. 
 
 
 La gráfica 6 indica que el mayor promedio de duración de los alcaldes locales se dio en la 
administración de Samuel Moreno con un promedio de 39,8 meses en el cargo, lo cual contrasta 
con el menor promedio de duración de los alcaldes locales de 14,2 meses durante la 
administración de Luis Eduardo Garzón. Esta situación pone de manifiesto que durante las 
administraciones en las que más se produjo una mayor transferencia de competencias y un menor 
crecimiento presupuestal, las de Antanas Mockus y Luis Eduardo Garzón, se presentaron los 
menores promedios de duración en los cargos. Así mismo, en aquellos periodos de 
administración en los cuales se produjo una menor transferencia de competencias y un mayor 
crecimiento presupuestal, hubo mayor tiempo de permanencia de los alcaldes locales en el cargo. 
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Podría afirmarse también que durante estos dos últimos periodos de gobierno en estudio, se 
puede observar una mayor congruencia entre los intereses locales y los del nivel central. 
 
3.3.10.3 Forma de designación de los alcaldes locales. 
 
El artículo 323 de la Constitución Política establece como mecanismo de elección del 
alcalde local la designación por el Alcalde Mayor de terna enviada por la correspondiente junta 
administradora local. Sin embargo, a través de decretos distritales se han ido moderando esta 
discrecionalidad, introduciendo elementos meritocráticos y de selección objetiva. De esta forma, 
en los últimos años se ha visto como se realizan concursos de selección en los cuales se 
presentan exámenes de conocimiento y entrevistas, para que posteriormente la Junta 
Administradora Local envié una terna al Alcalde Mayor para realizar la designación. 
 
La forma de designación de los alcaldes nuevamente pone de manifiesto el lugar terciario 
de la descentralización política en Bogotá. En este sentido, la autonomía política de las 
localidades se define más por la posibilidad de elección de los ediles que conforman las JAL, que 
por la forma de elección de los alcaldes locales.  
 
3.3.11 Secuencias de descentralización a partir de los indicadores 
 
Como vimos en la teoría secuencial de Tulia Falleti, los procesos de negociación entre 
actores que son capaces de ordenar sus preferencias y de actuar estratégicamente, dan origen a 
las reformas de descentralización y tras cada secuencia, se presentan situaciones de autorrefuerzo 
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(que profundizan  reformas y dan como ganador a determinado nivel de gobierno), 
compensación (que tratan de dar ganancias de poder al nivel de gobierno que resultó “perdedor” 
en la secuencia inmediatamente anterior) y equilibrio (medidas de descentralización que 
mantienen el statu quo). 
 
En Bogotá D.C. dentro del periodo de estudio del presente trabajo de las últimas cuatro 
administraciones distritales, se pueden evidenciar las tres situaciones descritas en el marco 
teórico acogido de Tulia Falleti, al mismo tiempo que pueden encontrarse características de 
descentralización, desconcentración y delegación. 
 
De esta forma, durante la administración de Antanas Mockus se identifica que el proceso 
de negociación entre actores entregó un resultado de ganancia para el nivel distrital de gobierno 
y para los actores del centro: Alcalde Mayor y Concejales. Esto se sustenta en el resultado 
arrojado por los indicadores administrativos y fiscales, los cuales evidencian que en esta 
administración se incrementaron las funciones de los alcaldes locales en 48 asignaciones y 13 
delegaciones, para un total de 51 nuevas competencias, mientras que no hubo un incremento 
significativo de los recursos transferidos. 
 
De acuerdo con la teoría la teoría secuencial, la asignación de competencias en los niveles 
inferiores de gobierno no siempre generan mayores niveles de autonomía, principalmente porque 
cuando la asignación de nuevas funciones y/o delegaciones, no está acompañada de mayores 
ingresos para su ejecución así como de autonomía política, esto aunado a la falta de capacidad 
administrativa. Se produce entonces un incremento de dependencia de los subniveles de gobierno 
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respecto del nivel superior, teniendo efectos de reducción de autonomía. Esto correspondería al 
ejemplo que muestra Tulia Falleti con lo acontecido en Argentina, en donde las provincias y los 
municipios, vieron reducida su autonomía respecto del nivel federal cuando le fueron trasferidas 
cargas funcionales sin asignación de recursos (Falleti, 2010). 
 
En este sentido, durante la administración de Mockus se evidencia un recorte del número 
de personas vinculadas a las alcaldías locales, pasando de 926 funcionarios en 2002 a 717 en 
200330. Esto permite argumentar que durante esta administración, como fruto de la reforma 
administrativa adelantada, se presentó un incremento del número de funciones de las alcaldías 
locales mientras que tal incremento, no se vio correspondido con el número de servidores 
públicos adscritos a las localidades. Dicha situación causó un debilitamiento de las capacidades 
institucionales de las alcaldías locales. 
 
Este último argumento ha sido extraído de las entrevistas con Deidamia García y 
Fernando Rojas31, quienes explican cómo a raíz de los recortes de personal, se depende en mayor 
medida de las autorizaciones que desde nivel central se expiden para contratar personas para la 
prestación de servicios profesionales (certificados de inexistencia de personal), para suplir las 
deficiencias en el número de personal. Estos certificados se conocen como los “no hay” (García, 
2017).32 
                                                             
30 Este recorte se verá reflejado desde 2003 hasta 2015, cuando la cifra de funcionarios públicos en las 20 
localidades se ubicó en 721 servidores. 
31 Las transcripciones se encuentran en documento anexo a esta tesis. 
32 Los certificados de inexistencia de personal son expedidos por la Secretaria Distrital de Gobierno a solicitud de 
los alcaldes locales como requisito para acreditar que no hay personal idóneo en la planta de personal de cada 
localidad para atender un determinado asunto. Este documento se torna indispensable para que el alcalde pueda 
adelantar, con cargo al presupuesto local, la contratación “temporal” de alguien que se ocupe de esa labor.   
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Lo mismo puede evidenciarse en los indicadores fiscales, pues en esta administración no 
se incrementó porcentaje de participación de las localidades en el presupuesto distrital. Así 
mismo, fueron nulos los avances de capacidad de ordenación del gasto, fruto de la ratificación de 
la medida tomada por la administración de Enrique Peñalosa, quien restringió al máximo la 
ordenación del gasto de los alcaldes locales, situación que no cambió con la llegada de Mockus. 
De ahí que podamos concluir que la situación presentada, de delegación y asignación de 
funciones a las alcaldías locales, resultó en favor del nivel distrital a través del mecanismo de 
autorrefuerzo de esta secuencia en relación con la anterior. 
 
Durante la administración de Luis Eduardo Garzón, los datos evidencian que se mantuvo 
la tendencia de incrementar y transferir funciones a las alcaldías locales, pero esta vez sí puede 
encontrarse un incremento presupuestal relevante que acompaña esta transferencia de funciones. 
 
La participación de las localidades en el presupuesto distrital pasó del 3,7 en promedio 
durante la administración de Mockus, a un 5% durante los 4 años del gobierno de Luis Eduardo 
Garzón. De igual forma, se puede destacar la voluntad política de la Alcaldía Mayor plasmada en 
Decreto 612 de 2006, el cual aumentó la capacidad y autonomía del alcalde local sobre el 
presupuesto de las localidades. De acuerdo con Deidamia García, existieron políticas de 
descentralización que se basaban en la tesis de que primero era necesario generar capacidades 
instaladas para poder hacer tránsito gradual hacia el otorgamiento de poder decisión de los 
alcaldes locales sobre el presupuesto (García, 2017). 
 
129 
 
En concordancia con lo anterior, es posible concluir que en esta secuencia las medidas de 
descentralización presentaron un resultado de compensación entre los niveles de gobierno. De 
esta forma, si bien la administración de Garzón es la segunda en la cantidad de asignación de 
funciones a las alcaldías locales con 49, también es la administración que más incrementó la 
participación del presupuesto distrital de las alcaldías locales. Así mismo, se argumenta aquí que 
en los cuatro años de esta administración, se inició un proceso que hasta ahora no se ha 
reversado, de ordenación del gasto en cabeza de los alcaldes locales, lo cual es un interesante 
punto de interrelación de medidas de desconcentración y delegación con las propias de la 
descentralización. 
 
Durante la administración Garzón, los alcaldes locales vieron incrementado su nivel de 
autonomía en el gobierno local en relación a la administración central. Si bien se dio el 
incremento en la desconcentración y asignación de funciones, situación que aparece como 
tendencia en el caso bogotano, la ordenación del gasto significó un empoderamiento del nivel 
local en relación a la atención de los intereses locales, las necesidades propias de cada localidad 
y su desarrollo. 
 
De otra parte, la administración de Samuel Moreno Rojas muestra una tendencia de 
autorrefuerzo de la secuencia anterior y consolidación de la participación de las localidades en el 
presupuesto distrital. De hecho, de acuerdo con las cifras presentadas más atrás, el promedio de 
la participación de las localidades en el presupuesto distrital, tuvo un incremento de casi 1,0% 
frente a la administración de Garzón, y de casi 2,0% frente a la administración de Antanas 
Mockus. 
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De igual forma, se realizó una alta asignación de funciones a las alcaldías locales, casi 
tanto como en las administraciones de Mockus y Garzón. En total, durante la administración de 
Samuel Moreno, se asignó un número de 42 nuevas responsabilidades, lo cual ubica a esta 
administración en el tercer lugar de asignación de competencias33.  
 
Para el análisis de esta administración, se requiere hacer una especial mención al Decreto 
Distrital 101 de 2010, el cual devolvió la totalidad de la ordenación del gasto a los alcaldes 
locales. Esta situación, permite concluir que aunado al mecanismo de autorrefuerzo de la 
secuencia anterior, en donde los actores locales mantuvieron un balance de ganancia en esta 
secuencia frente a las anteriores, se presentó también una alineación de intereses entre los 
intereses locales y los distritales, que puede ser constatada con el indicador de tiempo de 
permanencia en el cargo de los alcaldes locales. Durante esta administración, el tiempo promedio 
de permanencia en el cargo de los alcaldes locales fue de 39,8 meses, lo que resulta 
sustancialmente superior a los otros cuatro periodos de estudio. 
 
La última administración distrital analizada en este trabajo, muestra una secuencia de 
descentralización que compensa al nivel central frente al resultado de las dos secuencias 
anteriores de Garzón y Moreno. 
 
Así, en la administración de Gustavo Petro resultó compensada la administración distrital 
por cuanto se expidió la Directiva 005 de 2012, la cual dictó los “lineamientos de política para 
las líneas de inversión local en la formulación de los planes locales desarrollo”. En la práctica, 
                                                             
33 Por supuesto, se conoce que la asignación de funciones no solamente provienen de parte del Alcalde Mayor sino 
también, en su gran mayoría, por parte del Concejo Distrital. 
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esta Directiva constituyó una restricción a la autonomía de los alcaldes locales en relación a los 
dos periodos de gobierno anteriores. En adelante a la expedición de esta Directiva, si bien se 
conserva en cabeza de los alcaldes locales la ordenación del gasto, los lineamientos de su 
inversión son dictados desde el nivel central, reduciendo la autonomía de las localidades. 
 
Este hecho resulta de gran relevancia para comprender cómo ha sido el proceso de 
descentralización en Bogotá. En las entrevistas realizadas a distintas personas expertas que han 
estado vinculadas al Distrito, es posible encontrar un discurso dominante en las respuestas que 
fueron recibidas: si bien es deseable la descentralización por los beneficios que se conocen y que 
son expuestos en los distintos enfoques teóricos ya presentados, no se concibe una ciudad de las 
dimensiones de Bogotá D.C. con unas localidades plenamente autónomas en términos políticos, 
fiscales y administrativos.  
 
Independientemente del espectro político en el que se ubiquen las diferentes 
administraciones de la ciudad, existe un consenso generalizado acerca de la necesidad de planear 
el desarrollo de la ciudad y la prestación de los servicios públicos, entre otros importantes 
asuntos, desde el nivel central de gobierno.  
 
A esto se suma que aunque todos los planes de desarrollo plantean la descentralización de 
la administración distrital como una necesidad y un status deseable, y si bien se han planteado 
medidas de descentralización en materia política y fiscal en los términos aquí acotados, han 
primado medidas que profundizan en la desconcentración y delegación de funciones. No 
obstante, tampoco puede negarse que efectivamente los alcaldes locales han ganado autonomía 
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relativa frente al nivel central, sin dejar de lado que deben comprenderse también como agentes 
del Alcalde Mayor. Esto es precisamente lo que hace a Bogotá un caso de estudio particular. 
 
Lo anterior se evidencia en las decisiones que se han tomado por distintas 
administraciones desde la alcaldía de Jaime Castro. En diferentes momentos se entregó algún 
grado de autonomía a los alcaldes locales principalmente en relación a la planeación local y el 
gasto, pero siempre esta concesión fue posteriormente limitada por parte de la administración 
central. 
 
La cronología de la ordenación del gasto local se puede resumir así: inicialmente Jaime 
Castro otorgó autonomía total de gasto que fue prontamente contenida por esta misma 
administración (un mes después de otorgarla), esta situación de limitación se mantuvo en la 
primera alcaldía de Antanas Mockus y fue profundizada por Enrique Peñalosa con la creación de 
las UEL, institución que se mantuvo en la segunda alcaldía de Mockus y que empezó a ser 
desmontada en la administración de Garzón. Este último, trasladó parte de la ordenación 
nuevamente a los alcaldes, transición que fue finalizada por Moreno quien devolvió la totalidad  
de la ordenación del gasto a los alcaldes. Hasta aquí llegamos a un punto de inflexión, es decir, 
de aquí en adelante los mandatarios distritales no han retirado la ordenación de gasto de las 
alcaldías, sin embargo, tanto Petro (izquierda) como Peñalosa (derecha), quien lo sucedió, han 
restringido la decisión de inversión local a través de directivas mencionadas anteriormente34. 
 
 
                                                             
34  Directivas 05 y 13 de 2016 
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El resumen anterior da reflejo acerca de la tesis sugerida en las distintas entrevistas 
realizadas en el trabajo de campo: el proceso de descentralización en la ciudad de Bogotá, ha 
mantenido una visión prioritariamente definida desde el nivel central en donde las alcaldías 
locales sirven de agentes del gobierno central, a manera de desconcentración y delegación, lo 
cual conlleva la primacía del interés distrital por sobre el local. Esto evidencia que lo que ha 
operado en la ciudad ha sido más un fenómeno de desconcentración y delegación, que uno de 
descentralización. 
 
No obstante, esto no significa que los alcaldes o las localidades carezcan de un cierto 
grado de autonomía relativa: la formulación de proyectos de inversión en las localidades y su 
defensa técnica ante los rectores sectoriales del nivel central, la participación de la comunidad en 
la priorización de algunas inversiones y la existencia de las JAL, necesariamente son 
características de medidas de descentralización y autonomía relativa. 
 
La siguiente tabla, sintetiza los resultados finales que se presentaron en cada secuencia de 
descentralización, los intereses beneficiados y los mecanismos de transmisión de cada secuencia, 
lo cual resume lo presentado en este último aparte. 
 
Tabla 18. Interés predominante en cada secuencia de descentralización y mecanismo de transmisión. 
 
Secuencia Interés predominante Mecanismo de transmisión 
Antanas Mockus Distrital Autorrefuerzo 
Luis Eduardo Garzón Local Compensación 
Samuel Moreno Rojas Local Autorrefuerzo 
Gustavo Petro Urrego Distrital Compensación 
Fuente: Elaboración propia 
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De acuerdo con esta tabla, en Bogotá y durante las  secuencias de descentralización 
estudiadas -correspondientes a las últimas cuatro administraciones distritales-, de los tres tipos de 
resultados posibles: ganancia del nivel central, ganancia del nivel local y equilibrio, se han 
presentado solamente dos. En primer lugar, el nivel central resultó ganador en la secuencia de 
Mockus y generó un mecanismo de autorrefuerzo frente a la secuencia anterior. Seguidamente el 
nivel local resultó ganador y se dio un mecanismo de compensación en relación a la secuencia 
anterior. En un tercer momento, se dio un mecanismo de autorrefuerzo del nivel local frente al 
distrital, en el cual resultó también ganador este último nivel en relación al central. Y por último, 
en la administración de Gustavo Petro se presentó un mecanismo de compensación hacia el nivel 
distrital, en donde este último resultó ganador de la secuencia. 
 
En este sentido, puede observarse cómo se materializa el proceso descentralizador de 
Bogotá: se ha otorgado autonomía a las localidades en distintas ocasiones, pero también se le ha 
reducido en tanto existe la creencia dominante que éstas sirven como agencias del nivel central y 
deben ser ajustadas al logro de las grandes metas de la ciudad. 
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CONCLUSIONES 
 
Los hechos relatados, llevan a la comprobación de la hipótesis planteada al inicio de este 
trabajo de investigación. En la ciudad de Bogotá se han presentado distintos esfuerzos de 
descentralización de tipo administrativa, fiscal y política, como también se han presentado 
medidas de recentralización, principalmente al tipo fiscal de la descentralización, que han 
llevado a un resultado moderado en el nivel de autonomía relativa de las localidades frente al 
nivel central de la administración de la ciudad.  
 
Así mismo, las características constitucionales colombianas y los hecho analizados en el 
periodo de estudio, muestran cómo el caso bogotano se enmarca en una forma de administración 
de ciudad donde han primado características de desconcentración y delegación por encima de la 
descentralización. No obstante lo anterior, sí es posible identificar con claridad algunos 
elementos propios de esta última que permiten indicar este efecto moderado sobre la autonomía. 
 
Este resultado moderado sobre el grado de autonomía de las alcaldías locales se explica 
por una ordenación  de preferencias en donde ha primado la descentralización administrativa por 
sobre la fiscal y sobre la política en orden descendente, siendo A>F>P.  
 
Ahora bien, este resultado es variable de acuerdo al tipo de descentralización que se 
analice (administrativa, fiscal y política). No puede afirmarse que las localidades carecen de 
autonomía por completo, ni que se les ha otorgado autonomía plena, sino que, en términos 
relativos hoy son entidades político administrativas más autónomas que hace 14 años, tiempo en 
el que inicia el periodo de estudio durante la administración de Antanas Mockus. Así mismo, de 
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acuerdo con los indicadores propuestos, existen algunas localidades que presentan mayores 
fortalezas en cuanto a su personal, recursos y representatividad de la Junta Administradora Local 
en relación al número de ciudadanos que representan. 
 
El trabajo de campo que se expone en este documento, evidenció avances progresivos en 
los indicadores de descentralización, principalmente en materia fiscal. Aquí, es claro que los 
actores locales han consolidado su posición frente a la ejecución del presupuesto asignado a las 
localidades, aun cuando hacia el final del periodo de estudio se hayan adelantado medidas para 
reducir el grado de discrecionalidad del gasto y aun cuando los agentes sectoriales de la 
administración central busquen encauzar la inversión en las localidades, los alcaldes locales 
guardan un grado relativo de autonomía en tanto pueden buscar la promoción y aprobación de 
sus proyectos ante estos. 
 
De otra parte, en el mismo periodo, en cuanto a los resultados de los indicadores de 
descentralización administrativa puede concluirse que existe un incremento sustancial del 
número de funciones y delegaciones que deben desempeñar las localidades, sin que esto se 
refleje en un incremento proporcional de los presupuestos asignados así como en el número de 
personal disponible para el cumplimiento de las mismas, el cual sin duda ha decrecido en el 
tiempo, no obstante que haya aumentado el número de personas vinculadas en torno a la 
prestación de servicios profesionales. Sin embargo, la función de presentar y formular los planes 
de desarrollo local, por citar un ejemplo, dan cabida a indicar que efectivamente existe un nivel 
bajo de autonomía relativa.  
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En materia de descentralización política, desde 1991 fueron creados espacios de 
representación en las localidades a través de las Juntas Administradoras Locales, sin embargo, la 
representatividad del número de ediles en relación a la cantidad de habitantes de las localidades 
ha decrecido en el tiempo como lo demuestran los resultados que se expusieron en el capítulo 3, 
lo cual difícilmente cambiaría si se tiene en cuenta que coexisten en la ciudad dos formas de 
representación política: la de los concejales frente a la administración central - que primaría - y la 
de los ediles en los asuntos locales. De otra parte, el promedio de tiempo de permanencia de los 
alcaldes locales en sus cargos, evidencia que estos cargos presentan un alto grado de 
inestabilidad. De acuerdo con los resultados encontrados, el promedio de permanencia es 24,8 
meses, siendo lo lógico que su permanencia se diera por todo el periodo de gobierno, es decir 
cuatro años. En este sentido, la principal expresión de la descentralización política se evidencia 
en la elección de los miembros de las JAL más que en la figura del alcalde local. Así pues, en 
materia de descentralización política, no se vislumbran cambios esenciales en próximas 
secuencias de la ciudad. 
 
En materia normativa, se ha encontrado la ausencia de una política de distribución de 
competencias y de discusión del problema de la descentralización originada desde el Concejo 
Distrital. De igual manera, no se ha realizado una distribución de competencias y funciones a 
iniciativa del Alcalde Mayor para ser presentado al Concejo Distrital. Como se pudo evidenciar 
durante el desarrollo del presente trabajo, la distribución de atribuciones entre los dos niveles de 
gobierno se ha realizado principalmente vía decretos del Alcalde Mayor. Esto se comprende por 
la flexibilidad que brinda este instrumento jurídico para efectuar cambios en la asignación de 
competencias y a su vez explica los constantes mecanismos de compensación en torno a quien 
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resulta perdedor de cada reforma administrativa de distribución de facultades; siendo uno los 
factores que explican los cambios que han otorgado y/o reducido la autonomía administrativa de 
los alcaldes locales en cada secuencia. 
 
A nivel discursivo de los actores relevantes del entorno político distrital y en el 
planteamiento de las políticas públicas plasmadas en los planes distritales de desarrollo, se 
evidencian posturas a favor de la descentralización. No obstante, en el momento que se 
realizaron cambios normativos respecto de la distribución de competencias, recursos y autoridad, 
prontamente estos se vieron reversados mediante mecanismos de compensación en distinta 
dirección, ya sea a favor del nivel distrital o a favor del nivel local. Esta situación ejemplifica en 
gran manera, cómo han primado algunas características de reformas que buscan desconcentrar y 
delegar en atribuciones en las localides, más que descentralizar en sentido estricto. Por esta 
razón, Bogotá puede ser visto como un caso sui generis  en el que conviven características de 
desconcentración, delegación y descentralización. 
 
Bajo los supuestos de la teoría secuencial de la descentralización ningún nivel de 
gobierno quiere que se produzca una pérdida de poder relativa; el nivel central prefiere conservar 
su poder respecto de sus subniveles e incluso, las autoridades del nivel central podrían realizar 
acciones que conlleven al incremento relativo del mismo. Así también, los niveles inferiores de 
gobierno prefieren incrementar y/o no reducir su poder relativo respecto de sus superiores.  
 
Lo que se puede observar en el caso de Bogotá es que los actores han mantenido un 
consenso acerca de la comprensión de las localidades como elementos sustanciales de la 
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administración distrital y como agencias de la administración central, sin que se puedan 
proyectar con entes políticamente autónomos. Este modelo de ciudad lo cual es aceptado tanto 
por actores centrales como por actores locales y por distintos espectros políticos. Ahora bien, 
también puede encontrarse un discurso que defiende la descentralización de algunas decisiones 
de políticas y de inversión a nivel local como una forma de incrementar la participación 
ciudadana, la eficacia y la eficiencia en el gobierno de la ciudad, en tanto permite focalizar la 
acción del Estado la solución de problemáticas localmente comprendidas. 
 
De acuerdo con las entrevistas realizadas (David Luna, Deidamia García, Clara López y 
Fernando Rojas), en los actores políticos tanto distritales como locales, ha primado una visión en 
la cual es predominante la necesidad de coordinación y coherencia entre la administración 
central y las localidades, por encima de pensar en el otorgamiento de autonomía administrativa 
plena y política de los alcaldes locales, no obstante sí se evidencia un claro incremento de la 
autonomía en términos fiscales relacionados con la ordenación del gasto. 
 
La propuesta que puede derivarse de este trabajo, deriva en que próximamente deben 
buscarse mecanismos de profundización de la descentralización en materia fiscal, que busque el 
incremento de recursos en las localidades y que estas puedan decidir de manera más autónoma, 
con participación ciudadana, acerca de las inversiones prioritarias dentro de las localidades. Para 
que un cambio como este ocurra en una próxima secuencia, tendrían que lograrse mejores 
resultados locales y prácticas de transparencia local, así como fortalecer el rol de la Contraloría 
Distrital y de la Personería, como método de mitigación de casos de corrupción y como gestión 
del riesgo de mayores niveles de autonomía.  
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Una vez presentadas las conclusiones de este esfuerzo de investigación académica, se 
espera que el mismo sirva como insumo para la realización de futuros trabajos de investigación 
sobre la transferencia de funciones, recursos y autoridad a las localidades de Bogotá D.C., así 
como que los indicadores propuestos, sirvan de insumo para realizar otros estudios acerca de la 
efectividad de las medidas de descentralización en la ciudad.  
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